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CONStItUCIÓN

ARTíCULO 14

Derecho a la igualdad en la aplicación de la ley

«El Tribunal Constitucional, para estimar vulnerada esta dimensión del principio 
de igualdad, ha venido exigiendo la concurrencia de varios requisitos. En primer 
lugar, la acreditación por la parte actora de un tertium comparationis, dado que el 
juicio de igualdad se realiza sobre la comparación entre la resolución judicial que se 
impugna y aquellas otras precedentes resoluciones del mismo órgano judicial en casos 
sustancialmente iguales (por todas, STC 186/2000, de 10 de julio, FJ 1), correspon-
diendo la carga de la prueba al recurrente en amparo (por todas, STC 37/2001, de 12 
de febrero, FJ 3). En segundo lugar, la identidad de supuestos resueltos de forma con-
tradictoria (por todas, STC 102/1999, de 31 de mayo, FJ 3), pues sólo si los casos son 
iguales entre sí se puede efectivamente pretender que la solución dada para uno debe 
ser igual a la del otro (STC 78/1984, de 9 de julio, FJ 3). En tercer lugar, la identidad 
de órgano judicial, exigiéndose no sólo la identidad de Sala sino también la de Sec-
ción, al considerar a éstas como órganos jurisdiccionales con entidad diferenciada 
suficiente para desvirtuar una supuesta desigualdad en la aplicación judicial de la ley 
(por todas, STC 102/2000, de 10 de abril, FJ 2).

En consecuencia, como ha reiterado este Tribunal Constitucional, un mismo 
órgano jurisdiccional no puede cambiar arbitrariamente el sentido de sus decisiones 
adoptadas con anterioridad en supuestos sustancialmente iguales sin una argumenta-
ción razonada de dicha separación, que permita deducir que la solución dada al caso 
responde a una interpretación abstracta y general de la norma aplicable, y no a una 
respuesta ad personam (por todas, STC 176/2000, de 26 de junio, FJ 3). Nada impide, 
sin embargo, que un órgano judicial se aparte conscientemente de sus resoluciones 
precedentes ofreciendo una fundamentación suficiente y razonable que motive el 
cambio de criterio (por todas, STC 104/1996, de 11 de junio, FJ 2) o, en ausencia de 
tal motivación expresa, que resulte patente que la diferencia de trato tiene su funda-
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mento en un efectivo cambio de criterio, por desprenderse así de la propia resolución 
judicial (inferirse con certeza) o por existir otros elementos de juicio externo que así 
lo indiquen, como podrían ser posteriores pronunciamientos coincidentes con la línea 
abierta por la Sentencia impugnada (por todas, STC 25/1999, de 8 de marzo, FJ 5).»

(STC 105/2009, de 4 de mayo. Recurso de amparo núm. 4218/2005. Jorge Rodrí-
guez-zapata Pérez. BOE 6-6-09. En el mismo sentido: SSTC 143/2008, de 31 de 
octubre, BOE 21-11-08; 160/2008 y 161/2008, de 2 de diciembre, BOE 9-1-09; 
87/2009, de 20 de abril, «BOE» 7-5-09.)

«Parece pertinente recordar que este Tribunal tiene declarado, desde la STC 
22/1981, de 2 de julio, recogiendo al respecto la doctrina del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, que “el principio de igualdad no implica en todos los casos un 
tratamiento legal igual con abstracción de cualquier elemento diferenciador de rele-
vancia jurídica, de manera que no toda desigualdad de trato normativo respecto a la 
regulación de una determinada materia supone una infracción del mandato contenido 
en el artículo 14 CE, sino tan sólo las que introduzcan una diferencia entre situaciones 
que puedan considerarse iguales, sin que se ofrezca y posea una justificación objetiva 
y razonable para ello, pues, como regla general, el principio de igualdad exige que a 
iguales supuestos de hecho se apliquen iguales consecuencias jurídicas y, en conse-
cuencia, veda la utilización de elementos de diferenciación que quepa calificar de 
arbitrarios o carentes de una justificación razonable. Lo que prohíbe el principio de 
igualdad, en suma, son las desigualdades que resulten artificiosas o injustificadas por 
no venir fundadas en criterios objetivos y razonables, según criterios o juicios de 
valor generalmente aceptados. También es necesario, para que sea constitucional-
mente lícita la diferencia de trato, que las consecuencias jurídicas que se deriven de 
tal distinción sean proporcionadas a la finalidad perseguida, de suerte que se eviten 
resultados excesivamente gravosos o desmedidos” (SSTC 200/2001, de 4 de octubre, 
FJ 4, y 88/2005, de 18 de abril, FJ 5, por todas).

Lo propio del juicio de igualdad, ha dicho este Tribunal, es “su carácter relacional 
conforme al cual se requiere como presupuestos obligados, de un lado, que, como 
consecuencia de la medida normativa cuestionada, se haya introducido directa o indi-
rectamente una diferencia de trato entre grupos o categorías de personas” (STC 
181/2000, de 29 de junio, FJ 10) y, de otro, que “las situaciones subjetivas que quieran 
traerse a la comparación sean, efectivamente, homogéneas o equiparables, es decir, 
que el término de comparación no resulte arbitrario o caprichoso (SSTC 148/1986, de 
25 de noviembre, FJ 6; 29/1987, de 6 de marzo, FJ 5; 1/2001, de 15 de enero, FJ 3). 
Sólo una vez verificado uno y otro presupuesto resulta procedente entrar a determinar 
la licitud constitucional o no de la diferencia contenida en la norma” (STC 200/2001, 
de 4 de octubre, FJ 5).

En definitiva, como ha sintetizado la STC 125/2003, de 19 de junio, el principio 
de igualdad prohíbe al legislador “configurar los supuestos de hecho de la norma de 
modo tal que se dé trato distinto a personas que, desde todos los puntos de vista legí-
timamente adoptables, se encuentran en la misma situación o, dicho de otro modo, 
impidiendo que se otorgue relevancia jurídica a circunstancias que, o bien no pueden 
ser jamás tomadas en consideración por prohibirlo así expresamente la propia Consti-
tución, o bien no guardan relación alguna con el sentido de la regulación que, al 
incluirlas, incurre en arbitrariedad y es por eso discriminatoria”. Dicho de otra manera, 
sólo ante iguales supuestos de hecho actúa la prohibición de utilizar “elementos de 
diferenciación que quepa calificar de arbitrarios o carentes de una justificación razo-
nable” (STC 39/2002, de 14 de febrero, FJ 4), razón por la cual toda alegación del 
derecho fundamental a la igualdad precisa para su verificación un tertium comparatio-
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nis frente al que la desigualdad se produzca, elemento de contraste que ha de consistir 
en “una situación jurídica concreta en la que se encuentren otros ciudadanos u otros 
grupos de ciudadanos” (ATC 209/1985, de 20 de marzo, FJ 2).»

(STC 122/2008, de 20 de octubre. Recurso de amparo núm. 3772/2003. Ponente. 
D. Vicente Conde Martín de Hijas. «BOE» 21-11-08.)

ARTíCULO 17.1

Prisión provisional: Motivación y prórroga

«Tenemos reiteradamente dicho que en estos casos en que se cuestiona la suficien-
cia de la resolución de prórroga de la prisión provisional, el derecho fundamental con-
cernido no es el del artículo 24.1 CE, que carece aquí de autonomía sino, por sus 
efectos sobre la libertad personal del afectado, el del artículo 17 CE, en el que ha de 
quedar subsumida la queja (entre otras, SSTC 22/2004, de 23 de febrero, FJ 2; 
120/2004, de 12 de julio, FJ 2; 333/2006, de 20 de noviembre, FJ 2; 27/2008, de 11 de 
febrero, FJ 3).

(.../...)
No puede considerarse suficiente el hecho de haberse dictado una Sentencia de 

condena contra el acusado para fundamentar la prórroga de la prisión provisional 
hasta entonces acordada, resultando incompatible con el derecho fundamental a la 
libertad personal una interpretación del artículo 504 LECrim que postule el automa-
tismo de la prórroga por ese motivo.

En efecto, de conformidad con la doctrina de este Tribunal, sentada desde la STC 
98/1998, de 4 de mayo, FJ 3, no resulta constitucionalmente admisible la motivación de 
la prórroga de la prisión provisional hasta el límite de la mitad de la condena impuesta 
que se sustenta exclusivamente en el dictado de una Sentencia condenatoria, pues tal 
automatismo supone desconocer las rigurosas exigencias de motivación que tanto la 
adopción como la prórroga de esta medida han de respetar para poder afirmar que son 
constitucionalmente legítimas (por todas, SSTC 142/1998, de 19 de junio, FJ 3; 
231/2000, de 2 de octubre, FJ 5; 22/2004, de 23 de febrero, FJ 4; 99/2005, de 18 de 
abril, FJ 4; 333/2006, de 20 de noviembre, FJ 4; 27/2008, de 11 de febrero, FFJJ 4 y 6).

En palabras de la STC 333/2006, de 20 de noviembre, FJ 3, es doctrina constitu-
cional reiterada que para que la motivación de la resolución judicial que acuerde tal 
medida se considere suficiente y razonable es preciso que la misma sea el resultado de 
la ponderación de los intereses en juego (la libertad de la persona cuya inocencia se 
presume, por un lado; la realización de la justicia penal y la evitación de hechos delic-
tivos, por otro), que constituye una exigencia formal del principio de proporcionalidad, 
y que esta ponderación no sea arbitraria, en el sentido de que resulte acorde con las 
pautas del normal razonamiento lógico y especialmente con los fines que justifican la 
prisión provisional (SSTC 128/1995, de 26 de julio, FJ 4; 33/1999, de 8 de marzo; 
14/2000, de 17 de enero; 47/2000, de 17 de febrero, FJ 2; 164/2000, de 12 de junio; 
165/2000, de 12 de junio, y 29/2001, de 29 de enero, FJ 3, entre las más recientes).

Concretando dichas directrices, este Tribunal ha identificado dos criterios de 
enjuiciamiento en la motivación de la medida cautelar. El primero exige tomar en 
consideración, además de las características y gravedad del delito imputado y de la 
pena con que se le amenaza, las circunstancias concretas del caso y las personales del 
imputado. El segundo introduce una matización en el anterior al valorar la incidencia 
que el transcurso del tiempo ha de tener en la toma de la decisión de mantenimiento 
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de la prisión, de modo que si bien es cierto que, en un primer momento, la necesidad 
de preservar los fines constitucionalmente legítimos de la prisión provisional así como 
los datos de que en ese instante disponga el instructor pueden justificar que el decreto 
de la prisión se lleve a cabo atendiendo solamente al tipo de delito y a la gravedad de 
la pena, dado que de este dato puede inferirse razonablemente la existencia de riesgo 
de fuga (por todas, STC 8/2002, de 14 de enero, FJ 4), también es verdad que el paso 
del tiempo modifica estas circunstancias y obliga a ponderar los datos personales y 
los del caso concreto conocidos en momentos posteriores [entre otras, SSTC 128/1995, 
de 26 de julio, FJ 4 b), 37/1996, de 11 de marzo, FJ 6 a), 62/1996, de 16 de abril, FJ 5, 
y 33/1999, de 8 de marzo]. En suma, la medida de prisión provisional debe responder 
en todo momento a los fines constitucionalmente legítimos de la misma, y así debe 
poder deducirse de la motivación de la resolución que la acuerda, aunque en un pri-
mer momento estos fines pueden justificarse atendiendo a criterios objetivos como la 
gravedad de la pena o el tipo de delito [por todas, STC 44/1997, de 10 de marzo, 
FJ 5 b)].

No obsta a lo dicho la afirmación, incluida en el Auto de 22 de junio de 2006, de 
que este Tribunal Constitucional sostendría un criterio contrario al ya expuesto, por 
tanto favorable a la suficiencia de la Sentencia de condena como causa para la pró-
rroga de la prisión provisional, haciendo cita para ello de las SSTC 62/1996, de 15 de 
abril, y 42/2000, de 17 de febrero (sic, debe decir STC 47/2000, de la misma fecha). 
En efecto, la primera de dichas resoluciones se refería en este punto a la adopción de 
una medida de prisión provisional tras una Sentencia condenatoria de quien se encon-
traba en libertad provisional, mientras que la segunda se limitaba a recoger el criterio 
mantenido en la anterior para la situación a que aquélla se refería. De este modo 
ambas decisiones se sitúan en un plano distinto al de la prórroga de la prisión provi-
sional a que se contrae el caso presente. Y, en todo caso, debe aclararse que la doctrina 
sentada en dichas Sentencias no legitima el automatismo de la prisión provisional tras 
el dictado de una Sentencia condenatoria por delito grave –como parece entender el 
órgano judicial en el Auto de 22 de junio de 2006–, sino que lo que afirmó el Pleno de 
este Tribunal en la STC 47/2000, de 17 de febrero, FJ 3, es que tal hecho “puede cons-
tituir un dato suficiente que justifique razonable y suficientemente la concurrencia de 
un riesgo de sustracción a la acción de la justicia» lo que en este caso no se ha ponde-
rado”.»

(STC 50/2009, de 23 de febrero. Recurso de amparo núm. 7925/2006. Ponente: 
D.ª Elisa Pérez Vera. «BOE» 28-3-09.)

«Este Tribunal ha reiterado que los problemas de motivación en las resoluciones 
que acuerdan medidas limitativas de derechos fundamentales conciernen directa-
mente a la lesión del propio derecho fundamental sustantivo y no, autónomamente, al 
derecho a la tutela judicial efectiva, de modo que el análisis de los defectos o insufi-
ciencias en la motivación de las resoluciones judiciales que acuerdan la adopción o el 
mantenimiento de la prisión provisional trasciende el deber genérico de fundamenta-
ción de las resoluciones judiciales para entrar en el más estricto de la fundamentación 
de las medidas restrictivas de la libertad. Igualmente, se ha destacado que las decisio-
nes relativas a la adopción y mantenimiento de la prisión provisional han de expre-
sarse a través de una resolución judicial motivada, motivación que ha de ser suficiente 
y razonable, entendiendo por tal no la que colma meramente las exigencias del dere-
cho a la tutela judicial efectiva, sino aquella que respeta el contenido constitucional-
mente garantizado del derecho a la libertad afectado, ponderando adecuadamente los 
intereses en juego –la libertad de la persona cuya inocencia se presume, por un lado, 
la realización de la administración de la justicia penal en atención a los fines que 
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hemos reseñado, por otro– a partir de toda la información disponible en el momento 
de adoptar la decisión y del entendimiento de la prisión provisional como una medida 
excepcional, subsidiaria y provisional. Para ello la resolución judicial ha de expresar 
cuál es el presupuesto de la medida y el fin constitucionalmente legítimo perseguido. 
En relación con la constatación del peligro de fuga, hemos destacado que deberán 
tomarse en consideración además de las características y la gravedad del delito impu-
tado y de la pena con que se le amenaza, las circunstancias concretas del caso y las 
personales del imputado, matizando que, si bien en un primer momento la necesidad 
de preservar los fines constitucionalmente legítimos de la prisión provisional pueden 
justificar que se adopte atendiendo sólo a circunstancias objetivas como el tipo de 
delito y la gravedad de la pena, el transcurso del tiempo modifica el valor de este dato 
y obliga a ponderar las circunstancias personales del sujeto privado de libertad y los 
datos del caso concreto (por todas, STC 66/2008, de 29 de mayo, FJ 4).

Respecto de la exigencia constitucional del sometimiento de la prisión provi-
sional a plazo máximo, cuya concreta determinación se reserva a la ley (artículo 
17.4 CE), este Tribunal ha declarado que su razón última es la de ofrecer una garan-
tía de seguridad jurídica al afectado por la medida cautelar y contribuir a evitar 
dilaciones indebidas, y que la superación de los plazos máximos legalmente previs-
tos supone una limitación desproporcionada del derecho a la libertad y, en conse-
cuencia, su vulneración (por todas, STC 95/2007, de 7 de mayo, FJ 5). En relación 
con ello, se ha puesto de manifiesto que la prórroga o ampliación del plazo máximo 
inicial de prisión provisional decretada requiere una decisión judicial específica que 
motive tan excepcional decisión, fundada en alguno de los supuestos que legal-
mente habilitan para ello, y que, además, ha de ser adoptada antes de que el plazo 
máximo inicial haya expirado, pues constituye una exigencia lógica para la efectivi-
dad del derecho a la libertad personal, por más que no venga expresamente exigida 
por el precepto, sin que la lesión producida por la ignorancia del plazo se subsane 
por la adopción de un intempestivo acuerdo de prórroga tras la superación de aquél 
(por todas, STC 27/2008, de 11 de febrero, FJ 4).

Por último, debe subrayarse, en relación con la esfera del análisis constitucional, 
que este Tribunal tiene atribuido solamente el control externo concerniente a que la 
adopción o, en su caso, el mantenimiento de la medida hayan sido efectuados de 
forma fundada, razonada y coherente con los fines de la institución, correspondiendo 
en exclusiva a la jurisdicción ordinaria determinar la concurrencia y ponderación en 
cada supuesto de los elementos fácticos que justifican la medida cautelar (por todas, 
STC 66/2008, de 28 de mayo, FJ 4).»

(STC 122/2009, de 18 de mayo. Recurso de amparo núm. 9109/2006. Ponente: 
D. Pablo Pérez Tremps. «BOE» 20-6-09.)

ARTíCULO 17.4

Hábeas corpus

«Como recordamos en la STC 169/2006, de 5 de junio, este Tribunal ha tenido 
ocasión de pronunciarse en reiteradas ocasiones sobre el reconocimiento constitucio-
nal del procedimiento de hábeas corpus en el artículo 17.4 CE, como garantía funda-
mental del derecho a la libertad, y en qué medida puede verse vulnerado por 
resoluciones judiciales de inadmisión a trámite de la solicitud de su incoación, gene-
rando una consolidada doctrina, recogida en las SSTC 94/2003, de 19 de mayo, FJ 3, 



596 Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales 

ADPCP, VOL. LxII, 2009

23/2004, de 23 de febrero, FJ 5, y 122/2004, de 12 de julio, FJ 3. En síntesis, la doc-
trina de este Tribunal configura el procedimiento de hábeas corpus, previsto en el 
inciso primero del artículo 17.4 CE, y desarrollado por la Ley Orgánica 6/1984, de 6 
de mayo (LOHC), como una garantía reforzada del derecho a la libertad para la 
defensa de los demás derechos sustantivos establecidos en el resto de los apartados 
del artículo 17 CE, cuyo fin es posibilitar el control judicial a posteriori de la legali-
dad y de las condiciones en las cuales se desarrollan las situaciones de privación de 
libertad no acordadas judicialmente mediante la puesta a disposición judicial de toda 
persona que se considere está privada de libertad ilegalmente. El procedimiento de 
hábeas corpus, aun siendo un proceso ágil y sencillo, de cognición limitada, no puede 
verse reducido en su calidad o intensidad, por lo que es necesario que el control judi-
cial de las privaciones de libertad que se realicen a su amparo sea plenamente efec-
tivo. De lo contrario, la actividad judicial no sería un verdadero control, sino un mero 
expediente ritual o de carácter simbólico, lo cual, a su vez, implicaría un menoscabo 
en la eficacia de los derechos fundamentales y, en concreto, de la libertad.

De acuerdo con la específica naturaleza y finalidad constitucional de este proce-
dimiento, y teniendo en cuenta su configuración legal, adquiere especial relevancia la 
distinción, explícitamente prevista en los arts. 6 y 8 LOHC, entre el juicio de admisi-
bilidad y el juicio de fondo sobre la licitud de la detención objeto de denuncia. Y ello 
porque, en el trámite de admisión, no se produce la puesta a disposición judicial de la 
persona cuya privación de libertad se reputa ilegal, tal y como pretende el artículo 
17.4 CE, ya que la comparecencia ante el Juez de dicha persona sólo se produce, de 
acuerdo con el párrafo 1 del artículo 7 LOHC, una vez que el Juez ha decidido la 
admisión a trámite mediante el Auto de incoación. De ese modo, aun cuando la Ley 
Orgánica del hábeas corpus permita realizar un juicio de admisibilidad previo sobre la 
concurrencia de los requisitos para su tramitación, posibilitando denegar la incoación 
del procedimiento, previo dictamen del Ministerio Fiscal, la legitimidad constitucio-
nal de tal resolución liminar debe reducirse a los supuestos en los cuales se incumplan 
los requisitos formales (tanto los presupuestos procesales como los elementos forma-
les de la solicitud) a los que se refiere el artículo 4 LOHC.

Asimismo hemos señalado que en las detenciones producidas en el ámbito propio 
de la legislación de extranjería, es decir, privaciones de libertad realizadas por la poli-
cía sin previa autorización judicial y al amparo de la normativa vigente en materia de 
extranjería, resulta plenamente aplicable la doctrina jurisprudencial sobre hábeas cor-
pus. Por el contrario, “el procedimiento de hábeas corpus queda manifiestamente 
fuera de lugar cuando … la intervención judicial ya se ha producido con la aplicación 
de la Ley de extranjería, sin que todavía hubiera transcurrido el plazo que para la 
duración del internamiento se había fijado por el Juez” (STC 303/2005, de 24 de 
noviembre, FJ 5).

Por ello, conforme a la referida doctrina de este Tribunal, las inadmisiones a 
limine de las solicitudes de hábeas corpus fundadas en la legalidad de la detención (y 
sin que conste que antes de la decisión de inadmisión hubiera existido una actuación 
judicial de control de la legalidad de la detención), como ha sucedido en el presente 
caso, han de considerarse lesivas del artículo 17.4 CE, por lo que procede otorgar el 
amparo solicitado.»

(STC 172/2008, de 18 de diciembre. Recurso de amparo avocado núm. 5013/2003. 
Ponente: D. Jorge Rodríguez-zapata Pérez. «BOE» 24-1-09. En sentido similar y 
mismo Boletín: STC 173/2008, de 22 de diciembre; 14/2009 y 15/2009, de 12 de 
enero, «BOE» 13-2-09.)
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ARTíCULO 18.1

Derechos a la intimidad, a la propia imagen y al honor en relación 
con los derechos a la libertad de información y de expresión

«En relación con el derecho a la propia imagen (artículo 18.1 CE), este Tribunal ha 
reiterado que se configura como un derecho que atribuye a su titular la facultad de dis-
poner de la representación de su aspecto físico que permita su identificación, lo que 
conlleva el derecho a impedir la obtención, reproducción o publicación de su propia 
imagen por un tercero no autorizado. Igualmente, se ha destacado que su contenido se 
encuentra delimitado por el de otros derechos y bienes constitucionales, señaladamente 
las libertades de expresión o información [artículo 20.1 a) y d), CE], y que dicha delimi-
tación debe efectuarse tomando en consideración la dimensión teleológica del derecho 
a la propia imagen, por lo que debe salvaguardarse el interés de la persona en evitar la 
captación o difusión de su imagen sin su autorización o sin que existan circunstancias 
que legitimen esa intromisión. De ahí que se haya sostenido que la captación y difusión 
de la imagen del sujeto sólo será admisible cuando la propia conducta de aquél o las 
circunstancias en las que se encuentre inmerso justifiquen el descenso de las barreras de 
reserva para que prevalezca el interés ajeno o el público que puedan colisionar con aquél 
(por todas, STC 72/2007, de 16 de abril, FJ 3). Por otra parte, en relación con el derecho 
a la intimidad, este Tribunal ha reiterado que garantiza la existencia de un ámbito propio 
y reservado frente a la acción y el conocimiento de los demás, necesario, según las pau-
tas de nuestra cultura, para mantener una calidad mínima de vida humana, que puede 
ceder ante la prevalencia de otros derechos, como el derecho a la información cuando se 
refiera a hechos con relevancia pública, en el sentido de noticiables, y a que dicha infor-
mación sea veraz (por todas, STC 127/2003, de 30 de junio, FJ 8).

(.../...)
La publicación sin el consentimiento de los afectados de unas fotografías que fue-

ron captadas en el ámbito privado y que no sólo permitían su completa identificación, 
sino que mostraban sus cuerpos desnudos o semidesnudos, produce una intromisión en 
sus derechos a la intimidad y a la propia imagen (artículo 18.1 CE) que no puede con-
siderarse legítima ni amparada en la libertad de información por carecer de interés 
público su difusión, lo que determina que no quepa apreciar la vulneración aducida del 
derecho a la información respecto de la condena por la difusión de estas imágenes.

En relación con la delimitación entre los derechos a la libertad de información y 
expresión y el derecho al honor, es reiterado que no siempre es fácil separar la expre-
sión de pensamientos, ideas y opiniones –garantizado por el derecho a la libertad de 
expresión– de la simple narración de unos hechos –garantizado por el derecho a la 
libertad de información–, toda vez que la expresión de pensamientos necesita a 
menudo apoyarse en la narración de hechos y, a la inversa, la comunicación de hechos 
o de noticias comprende, casi siempre, algún elemento valorativo o una vocación a la 
formación de una opinión (por todas, STC 29/2009, de 26 de enero, FJ 2). 

(.../...)
Este Tribunal ha destacado que el libre ejercicio del derecho a la libertad de expre-

sión, al igual que el de información, garantiza un interés constitucional relevante como 
es la formación y existencia de una opinión pública libre, que es una condición previa y 
necesaria para el ejercicio de otros derechos inherentes al funcionamiento de un sistema 
democrático, que encuentra un límite, constitucionalmente reconocido, en el derecho al 
honor de las personas, lo que no excluye la crítica de la conducta de otro, aun cuando la 
misma sea desabrida y pueda molestar, inquietar o disgustar a quien se dirige, pues así 
lo requieren el pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin los cuales no existe 
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sociedad democrática. Igualmente, se han señalado como circunstancias a tener en 
cuenta a la hora de apreciar los límites de la libertad de expresión, el juicio sobre la 
relevancia pública del asunto, el tipo de intervención y, por encima de todo, el dato de si, 
en efecto, contribuyen o no a la formación de la opinión pública, incidiéndose en que 
este límite se debilita o pierde peso en la ponderación a efectuar cuando los titulares del 
honor ejercen funciones públicas o resultan implicados en asuntos de relevancia pública, 
siendo en estos casos más amplios los límites de la crítica permisible, pues estas perso-
nas están expuestas a un más riguroso control de sus actividades y manifestaciones que 
si se tratase de simples particulares sin proyección pública alguna. Por último, también 
se ha puesto de manifiesto que, incluso en el ámbito en el que los límites de la crítica 
permisible son más amplios, la Constitución no reconoce un pretendido derecho al 
insulto, lo que significa que de la protección constitucional que otorga el artículo 20.1 a) 
CE, están excluidas las expresiones absolutamente vejatorias, es decir, las que, en las 
concretas circunstancias del caso, y al margen de su veracidad, sean ofensivas o ultra-
jantes y resulten impertinentes para expresar las opiniones o informaciones de que se 
trate (por todas, STC 9/2007, de 15 de enero, FJ 4)».

(STC 77/2009, de 23 de marzo. Recurso de amparo núm. 6970/2006. Ponente: 
D. Pablo Pérez Tremps. «BOE»27-4-09.)

Derecho a la intimidad

«Este derecho, que aparece configurado como un derecho fundamental estricta-
mente vinculado a la propia personalidad, y que deriva de la dignidad de la persona 
humana que reconoce el artículo 10 CE, implica la existencia de un ámbito propio y 
reservado frente a la acción y el conocimiento de los demás, necesario, según las pautas 
de nuestra cultura, para mantener una calidad mínima de la vida humana (SSTC 70/2009, 
de 23 de marzo, FJ 2; 206/2007, de 24 de septiembre, FJ 4; 236/2007, de 7 de noviembre, 
FJ 10; 196/2004, de 15 de noviembre, FJ 2; 207/1996, de 16 de diciembre, FJ 3.b). 

A fin de preservar ese espacio reservado, el derecho a la intimidad confiere a la 
persona el poder jurídico de imponer a terceros el deber de abstenerse de toda intro-
misión en la esfera íntima y la prohibición de hacer uso de lo así conocido (entre 
otras, SSTC 70/2009, de 23 de marzo, FJ 2; 206/2007, de 24 de septiembre, FJ 5; y 
196/2004, de 15 de noviembre, FJ 2). En definitiva, como dijimos en la STC 85/2003, 
de 8 de mayo, FJ 21, lo que garantiza el artículo 18.1 CE es el secreto sobre nuestra 
propia esfera de vida personal, excluyendo que sean los terceros, particulares o pode-
res públicos, los que delimiten los contornos de nuestra vida privada. 

Sobre esa base doctrinal y en lo que a este caso concierne es preciso detenerse en 
tres planos de consideración: a) si la información relativa a la salud se incluye en 
dicho ámbito; b) la posible existencia de límites en cuanto al derecho al secreto sobre 
la información relativa a datos referentes a la salud y, en ese caso, c) si puede haber 
intromisiones legítimas en ese ámbito de intimidad.

a) Resulta evidente que el padecimiento de una enfermedad se enmarca en la 
esfera de privacidad de una persona, y que se trata de un dato íntimo que puede ser 
preservado del conocimiento ajeno. El derecho a la intimidad comprende la informa-
ción relativa a la salud física y psíquica de las personas (STC 70/2009, de 23 de 
marzo, FJ 2), quedando afectado en aquellos casos en los que sin consentimiento del 
paciente se accede a datos relativos a su salud o a informes relativos a la misma, o 
cuando, habiéndose accedido de forma legítima a dicha información, se divulga o 
utiliza sin consentimiento del afectado o sobrepasando los límites de dicho consenti-
miento. Dicha apreciación se cohonesta con nuestras pautas sociales, como lo demues-
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tra el hecho de que en el ámbito de la legalidad ordinaria el acceso y el uso de 
información relativa a la salud se rodea de garantías específicas de confidencialidad, 
subrayándose la estrecha relación entre el secreto profesional médico y el derecho a la 
intimidad. También el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, como recordamos en 
la ya citada STC 70/2009, ha insistido en la importancia que para la vida privada 
poseen los datos de salud (en este sentido, STEDH de 10 de octubre de 2006, caso 
L.L. c. Francia, § 32), señalando que “el respeto al carácter confidencial de la infor-
mación sobre la salud constituye un principio esencial del sistema jurídico de todos 
los Estados parte en la Convención”, por lo que “la legislación interna debe prever las 
garantías apropiadas para impedir toda comunicación o divulgación de datos de carác-
ter personal relativos a la salud contraria a las garantías previstas en el artículo 8 del 
Convenio europeo de derechos humanos (SSTEDH caso z. c. Finlandia de 25 de 
febrero de 1997, § 95, y caso L.L. c. Francia, de 10 de octubre de 2006, § 44)”.

b) Reconocido así que la información relativa al estado de salud de una persona 
forma parte de este reducto de privacidad que garantiza el artículo 18.1 CE, conviene 
señalar la existencia de límites respecto al carácter secreto de los datos relativos a la 
salud que determinan que, en su caso, no toda injerencia o afectación de este derecho 
resulta ilegítima:

En efecto, la afectación no será ilegítima cuando medie el previo consentimiento 
(eficaz) del afectado, que permite la inmisión en el derecho a la intimidad y que, lógi-
camente, puede ser revocado en cualquier momento (STC 196/2006, de 3 de julio, 
FFJJ 5 y 6).

Tampoco podrá ser calificada de ilegítima aquella injerencia o intromisión en el 
derecho a la intimidad que encuentra su fundamento en la necesidad de preservar el 
ámbito de protección de otros derechos fundamentales u otros bienes jurídicos cons-
titucionalmente protegidos, siempre y cuando se respete el contenido esencial del 
derecho (STC 292/2000, de 30 de diciembre, FJ 9, y ATC 212/2003, de 30 de junio). 
A esto se refiere nuestra doctrina sobre el carácter no ilimitado o no absoluto de los 
derechos fundamentales, puesto que el contenido del derecho a la intimidad personal, 
como el de cualquier otro derecho, se encontrará delimitado por el de otros derechos 
y bienes constitucionales (STC 156/2001, de 2 de julio, FJ 6; 14/2003, de 28 de enero, 
FJ 5). Así, aunque el artículo 18.1 CE no prevé expresamente la posibilidad de un 
sacrificio legítimo del derecho a la intimidad –a diferencia de lo que ocurre en otros 
supuestos, como respecto de los derechos reconocidos en los artículos. 18.2 y 3 CE–, 
su ámbito de protección puede ceder en aquellos casos en los que se constata la exis-
tencia de un interés constitucionalmente prevalente al interés de la persona en mante-
ner la privacidad de determinada información. De este modo, como ya pusimos de 
manifiesto en la STC 196/2004, de 15 de noviembre, ya citada, la salvaguarda de la 
salud de los trabajadores (cuando se trata de verificar si el estado de salud de un tra-
bajador puede causar un peligro para él mismo o para terceros) “es, desde luego, 
causa legítima que puede justificar la realización de reconocimientos médicos tam-
bién en el marco de la relación laboral”, aun cuando suponga una restricción de la 
libre disposición del sujeto sobre el ámbito de su intimidad.

En todo caso las posibles limitaciones del derecho fundamental a la intimidad 
personal deberán estar fundadas en una previsión legal que tenga justificación consti-
tucional, sea proporcionada y que exprese con precisión todos y cada uno de los pre-
supuestos materiales de la medida limitadora (STC 292/2000, de 30 de noviembre, 
FJ 16; 70/2009, de 23 de marzo, FJ 3), pues lo que impide el artículo 18.1 CE son las 
injerencias en la intimidad “arbitrarias o ilegales”.

En la misma línea se ha pronunciado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
tal como hemos señalado en la ya citada STC 70/2009, a la que nos remitimos, que 
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reconoce la posible existencia de límites a la garantía de la intimidad individual y 
familiar del artículo 8 CEDH (como puedan ser las medidas que se adopten para 
garantizar la seguridad del Estado o la persecución de infracciones penales), siempre 
que tales limitaciones estén previstas legalmente y sean las indispensables en una 
sociedad democrática, lo que implica que la ley que establezca esos límites sea acce-
sible al individuo concernido por ella, que resulten previsibles las consecuencias que 
para él pueda tener su aplicación, y que los límites respondan a una necesidad social 
imperiosa y sean adecuados y proporcionados para el logro de su propósito (Senten-
cias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos caso x e Y, de 26 de marzo de 1985; 
caso Leander, de 26 de marzo de 1987; caso Gaskin, de 7 de julio de 1989; mutatis 
mutandis, caso Funke, de 25 de febrero de 1993; caso z, de 25 de febrero de 1997).

c) Consecuentemente existirá intromisión ilegítima en el ámbito de la intimidad 
cuando la penetración en el ámbito propio y reservado del sujeto no sea acorde con la 
Ley, no sea eficazmente consentida o, aun autorizada, subvierta los términos y el alcance 
para el que se otorgó el consentimiento, quebrando la conexión entre la información 
personal que se recaba y el objetivo tolerado para el que fue recogida (STC 196/2004, 
de 15 de noviembre, FJ 2), o bien cuando, aun persiguiendo un fin legítimo previsto 
legalmente (de forma tal que se identifique el interés cuya protección se persigue de 
forma concreta y no genérica, STC 292/2000, de 30 de noviembre, FJ 11), la medida 
adoptada no se revele necesaria para lograr el fin previsto, no resulte proporcionada o no 
respete el contenido esencial del derecho (por todas, STC 70/2009, de 23 de marzo, 
FJ 3). Ello implica realizar un juicio de proporcionalidad que requiere la constatación de 
que la medida restrictiva adoptada cumple los tres requisitos siguientes: que la medida 
sea susceptible de conseguir el objetivo propuesto (juicio de idoneidad); que sea además 
necesaria, en el sentido de que no exista otra medida más moderada para la consecución 
del tal propósito con igual eficacia (juicio de necesidad); y, finalmente, que la medida 
adoptada sea ponderada o equilibrada, por derivarse de ella más beneficios o ventajas 
para el interés general que perjuicios sobre otros bienes o valores en un juicio estricto de 
proporcionalidad (entre otras SSTC 281/2006, de 9 de octubre, FJ 2 –y las que allí se 
citan– y STC 207/1996, de 16 de diciembre, FJ 4)». 

(STC 159/2009, de 29 de junio. Recurso de amparo núm. 9914/2006. Ponente: 
D. Vicente Conde Martín de Hijas. «BOE» 28-7-09.)

Derecho a la propia imagen

«Este Tribunal ha tenido ocasión de pronunciarse en relación con quejas referidas a 
presuntas o efectivas vulneraciones del derecho a la propia imagen (artículo 18.1 CE) en 
diversas Sentencias, entre las que cabe destacar las SSTC 231/1988, de 2 de diciembre, 
99/1994, de 11 de abril, 117/1994, de 17 de abril, 81/2001, de 26 de marzo, 139/2001, 
de 18 de junio, 156/2001, de 2 de julio, 83/2002, de 22 de abril, 14/2003, de 28 de 
enero, 300/2006, de 23 de octubre, 72/2007, de 16 de abril, y 77/2009, de 23 de marzo.

En lo que aquí interesa resaltar, de dicha doctrina resulta que, en su dimensión 
constitucional, el derecho a la propia imagen (artículo 18.1 CE) se configura como un 
derecho de la personalidad, que atribuye a su titular la facultad de disponer de la repre-
sentación de su aspecto físico que permita su identificación, lo que conlleva tanto el 
derecho a determinar la información gráfica generada por los rasgos físicos que le hagan 
reconocible que puede ser captada o tener difusión pública, como el derecho a impedir 
la obtención, reproducción o publicación de su propia imagen por un tercero no autori-
zado (por todas, SSTC 81/2001, de 26 de marzo, FJ 2, y 72/2007, de 16 de abril, FJ 3).
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Ahora bien, lo que no puede deducirse del artículo 18.1 CE es que el derecho a la 
propia imagen, en cuanto límite del obrar ajeno, comprenda el derecho incondicio-
nado y sin reservas de impedir que los rasgos físicos que identifican a la persona se 
capten o se difundan. El derecho a la propia imagen, como cualquier otro derecho, no 
es un derecho absoluto, y por ello su contenido se encuentra delimitado por el de otros 
derechos, libertades y bienes constitucionales (SSTC 99/1994, de 11 de abril, FJ 5; 
81/2001, de 26 de marzo, FJ 2; 156/2001, de 2 de julio, FJ 6; y 14/2003, de 28 de 
enero, FJ 4), entre los que destaca, por lo que al presente caso interesa, la libertad de 
información [artículo 20.1 d) CE].

La determinación de estos límites debe efectuarse tomando en consideración la 
dimensión teleológica del derecho a la propia imagen, y por esta razón hemos consi-
derado que debe salvaguardarse el interés de la persona en evitar la captación o difu-
sión de su imagen sin su autorización o sin que existan circunstancias que legitimen 
esa intromisión. De ahí que hayamos sostenido que “la captación y difusión de la 
imagen del sujeto sólo será admisible cuando la propia –y previa– conducta de aquél 
o las circunstancias en las que se encuentre inmerso, justifiquen el descenso de las 
barreras de reserva para que prevalezca el interés ajeno o el público que puedan coli-
sionar con aquél” (STC 99/1994, de 11 de abril, FJ 5).

Resulta, por tanto, que el derecho a la propia imagen (artículo 18.1 CE) se 
encuentra delimitado por la propia voluntad del titular del derecho que es, en princi-
pio, a quien corresponde decidir si permite o no la captación o difusión de su imagen 
por un tercero. No obstante, como ya se ha señalado, existen circunstancias que pue-
den determinar que la regla enunciada ceda, lo que ocurrirá en los casos en los que 
exista un interés público en la captación o difusión de la imagen y este interés público 
se considere constitucionalmente prevalente al interés de la persona en evitar la capta-
ción o difusión de su imagen. Por ello, cuando este derecho fundamental entre en 
colisión con otros bienes o derechos constitucionalmente protegidos, deberán ponde-
rarse los distintos intereses enfrentados y, atendiendo a las circunstancias concretas de 
cada caso, decidir qué interés merece mayor protección, si el interés del titular del 
derecho a la imagen en que sus rasgos físicos no se capten o difundan sin su consen-
timiento o el interés público en la captación o difusión de su imagen (SSTC 156/2001, 
de 2 de julio, FJ 6; y 77/2009, de 23 de marzo, FJ 2, por todas)».

(STC 158/2009, de 29 de junio. Recurso de amparo núm. 8709/2006. Ponente: 
D. Manuel Aragón Reyes. «BOE» 28-7-09.)

ARTíCULO 18.3

Intervención de las comunicaciones telefónicas. Deber de motivación

«Por lo que se refiere al deber de motivación de las resoluciones judiciales en las 
que se autoriza una intervención de las comunicaciones telefónicas, este Tribunal ha 
reiterado que resulta imprescindible que el órgano judicial exteriorice en la propia 
resolución o por remisión a la solicitud policial, cuyo contenido puede integrar aqué-
lla, la existencia de los presupuestos materiales de la intervención, como son los 
hechos o datos objetivos que puedan considerarse indicios de la existencia de un 
delito grave y la conexión de los sujetos que puedan verse afectados por la medida 
con los hechos investigados, en tanto que constituyen el presupuesto habilitante de la 
intervención y el prius lógico del juicio de proporcionalidad que ha de realizarse. 
Igualmente se ha precisado que el carácter objetivo de dichos indicios lo es en un 
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doble sentido: que no sean tan sólo circunstancias meramente anímicas, que imposi-
bilitaría su control por terceros, y que proporcionen una base real de la que pueda 
inferirse que se ha cometido o se va a cometer el delito, lo que excluye las investiga-
ciones meramente prospectivas basadas en la necesidad genérica de prevenir o descu-
brir delitos o de despejar sospechas sin base objetiva de los encargados de la 
investigación penal (por todas, STC 253/2006, de 11 de septiembre, FJ 2)».

(STC 148/2009, de 15 de junio. Recurso de amparo núm. 4406/2007. Ponente: 
D. Pablo Pérez Tremps. «BOE» 17-07-09).

ARTíCULO 20.1

Derechos a la libertad de expresión y de información. Diferencia con 
los delitos de injurias y calumnias

«Este Tribunal viene señalando desde la STC 104/1986, de 17 de julio, la necesi-
dad de distinguir conceptualmente entre los derechos que garantizan la libertad de 
expresión, cuyo objeto son los pensamientos, ideas y opiniones (entendidas como 
concepto amplio que incluye las apreciaciones y los juicios de valor), y el derecho a 
comunicar información, que se refiere a la difusión de hechos que merecen ser consi-
derados noticiables. Esta distinción entre pensamientos, ideas y opiniones, de un lado, 
y comunicación informativa de hechos, de otro, tiene decisiva importancia a la hora 
de determinar la legitimidad del ejercicio de esas libertades: mientras los hechos son 
susceptibles de prueba, las opiniones o juicios de valor, por su misma naturaleza, no 
se prestan a una demostración de exactitud, y ello hace que al que ejercita la libertad 
de expresión no le sea exigible la prueba de la verdad o diligencia en su averiguación, 
que condiciona, en cambio, la legitimidad del derecho de información por expreso 
mandato constitucional que, en el texto del artículo 20.1 d) CE, ha añadido al término 
“información” el adjetivo “veraz” (STC 4/1996, de 19 de febrero).

Junto a ello hemos admitido que en los casos reales que la vida ofrece no siempre 
es fácil separar la expresión de pensamientos, ideas y opiniones de la simple narra-
ción de unos hechos: “la expresión de pensamientos necesita a menudo apoyarse en la 
narración de hechos y, a la inversa, la comunicación de hechos o de noticias no se da 
nunca en un estado químicamente puro y comprende, casi siempre, algún elemento 
valorativo o, dicho de otro modo, una vocación a la formación de opinión” (STC 
6/1988, de 21 de enero, FJ 5). En tales casos hemos considerado que, para determinar 
cuál es el derecho fundamental efectivamente en juego en cada supuesto, será necesa-
rio atender “al que aparezca como preponderante o predominante” (STC 4/1996, de 
19 de febrero, FJ 3). Y a tal efecto nuestra doctrina considera determinante el que del 
texto se desprenda un “afán informativo” (STC 278/2005, de 7 de noviembre, FJ 2) o 
que predomine intencionalmente la expresión de un juicio de valor.

(.../...)
Si bien de una parte hemos declarado que nuestro examen no se extiende a la 

aplicación del tipo penal a los hechos declarados probados por la jurisdicción penal, 
cuestión de legalidad ordinaria que compete en exclusiva a los Jueces y Tribunales 
integrantes del Poder Judicial, salvo en aquellos supuestos en los cuales pueda afectar 
al principio de legalidad penal (SSTC 21/2000, de 31 de enero, FJ 2; 297/2000, de 11 
de diciembre, FJ 3), de otra hemos afirmado que “la dimensión constitucional del 
conflicto convierte en insuficiente el criterio subjetivo del animus iniuriandi tradicio-
nalmente utilizado por la jurisprudencia penal para la determinación de la existencia 
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o no de este tipo de delitos” (SSTC 104/1986, de 17 de julio, FFJJ 4 a 7; 107/1988, de 
25 de junio, FJ 2; 105/1990, de 6 de junio, FJ 3; 232/1998, de 30 de diciembre, FJ 5; 
297/2000, de 11 de diciembre, FJ 4; 47/2002, de 25 de febrero, FJ 4). En el ámbito de 
las libertades de la comunicación, “si bien la legislación penal otorga una amplia pro-
tección a la buena fama y al honor de las personas y a la dignidad de las instituciones 
mediante la tipificación de los delitos de injuria y calumnia y falta de respeto a las 
instituciones y autoridades, este Tribunal ha declarado reiteradamente que el recono-
cimiento constitucional de las libertades de expresión y de información ha modificado 
profundamente la forma de afrontar este enjuiciamiento de los delitos contra el honor 
en aquellos supuestos en los que la conducta a considerar haya sido realizada en ejer-
cicio de dichas libertades” (SSTC 42/1995, de 18 de marzo, FJ 2; 107/1988, de 8 de 
junio, FJ 2; 2/2001, de 15 de enero, FJ 5; 266/2005, de 24 de octubre, FJ 4; 108/2008, 
de 22 de septiembre, FJ 3). “Y ello entraña la necesidad de que el enjuiciamiento se 
traslade a un distinto plano, en el que el Juez penal debe examinar, en aquellos casos 
en los que se haya alegado el ejercicio legítimo de las libertades del artículo 20.1 a) 
y d) CE, como cuestión previa a la aplicación del pertinente tipo penal a los hechos 
declarados probados, si éstos no han de encuadrarse, en rigor, dentro de ese alegado 
ejercicio de los derechos fundamentales protegidos en el citado precepto constitucio-
nal, ya que, de llegar a esa conclusión, la acción penal no podría prosperar puesto que 
las libertades del artículo 20.1 a) y d) CE operarían como causas excluyentes de la 
antijuricidad de esa conducta” (SSTC 104/1986, de 13 de agosto, FFJJ 6 y 7; 42/1995, 
de 18 de marzo, FJ 2; 19/1996, de 12 de febrero, FJ 2; 232/1998, de 30 de diciembre, 
FJ 5; 127/2004, de 19 de julio, FJ 2; 39/2005, de 28 de febrero, FJ 3; 266/2005, de 24 
de octubre, FJ 4 ; 278/2005, de 7 de noviembre de 2005, FJ 3). En definitiva, pues, “es 
obvio que los hechos probados no pueden ser a un mismo tiempo valorados como 
actos de ejercicio de un derecho fundamental y como conductas constitutivas de un 
delito” (SSTC 2/2001, de 15 de enero, FJ 2; 185/2003, de 27 de octubre, FJ 5). 

Entrando en la delimitación constitucional de la libertad de información conviene 
recordar que forma parte ya del acervo doctrinal de este Tribunal el criterio de que la 
comunicación que la Constitución protege es la que transmite información veraz rela-
tiva a asuntos de interés general o relevancia pública (por todas, STC 28/1996, de 26 
de febrero, FJ2). Han de concurrir, pues, en principio los dos mencionados requisitos: 
que se trate de difundir información sobre hechos noticiosos o noticiables por su inte-
rés público y que la información sobre estos hechos sea veraz. En ausencia de alguno 
de tales requisitos la libertad de información no está constitucionalmente respaldada 
y, por ende, su ejercicio podrá afectar, lesionándolo, a alguno de los derechos que 
como límite enuncia el artículo 20.4 CE (STC 154/1999, de 14 de septiembre, FJ 2).

Es precisamente esta garantía la que justifica la exigencia constitucional de la 
veracidad en el legítimo ejercicio de la libertad de información atendiendo al recíproco 
derecho de los ciudadanos de recibir aquélla, rechazando como tal derecho constitu-
cional la trasmisión de rumores, invenciones o insinuaciones insidiosas, así como la de 
noticias gratuitas o infundadas (STC 199/1999, de 8 de noviembre, FJ 2). En cuanto a 
su plasmación práctica hemos insistido reiteradamente en que el concepto de veracidad 
no coincide con el de la verdad de lo publicado o difundido. La razón de ello se encuen-
tra en que, como hemos señalado en numerosas ocasiones, cuando la Constitución 
requiere que la información sea “veraz” no está tanto privando de protección a las 
informaciones que puedan resultar erróneas como estableciendo un deber de diligencia 
sobre el informador, a quien se puede y debe exigir que los que transmite como 
“hechos” hayan sido objeto de previo contraste con datos objetivos (SSTC 6/1988, de 
21 de enero; 28/1996, de 26 de febrero; 52/1996, de 26 de marzo; 3/1997, de 13 de 
enero; y 144/1998, de 30 de junio). De este modo el requisito de la veracidad deberá 
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entenderse cumplido en aquellos casos en los que el informador haya realizado, con 
carácter previo a la difusión de la noticia, una labor de averiguación de los hechos 
sobre los que versa la información y la referida indagación la haya efectuado con la 
diligencia exigible a un profesional de la información (SSTC 21/2000, de 31 de enero, 
FJ 5; 46/2002, de 25 de febrero, FJ 6; 52/2002, de 25 de febrero, FJ 6; 148/2002, de 15 
de julio, FJ 5; 53/2006, de 27 de febrero, FJ 6). Finalmente hemos afirmado que no es 
canon de la veracidad la intención de quien informa, sino su diligencia, de manera que 
la forma de narrar y enfocar la noticia no tiene que ver ya propiamente con el juicio de 
la veracidad de la información, por más que sean circunstancias a tener en cuenta para 
examinar si, no obstante ser veraz, el fondo y la forma de lo publicado pueden resultar 
lesivos del honor de un tercero (STC 192/1999, de 25 de octubre, FJ 6).

Por lo que hace a la relevancia, puesto que la protección a la libertad de informa-
ción “se justifica en atención a la relevancia social de aquello que se comunica y recibe 
para poder contribuir así a la formación de la opinión pública” (por todas, STC 
219/1992, de 3 de diciembre, FJ 3), venimos defendiendo que la Constitución sólo 
protege la transmisión de hechos “noticiables”, en el sentido de que se hace necesario 
verificar, con carácter previo, el interés social de la información, ya sea por el carácter 
público de la persona a la que se refiere o por el hecho en sí en que esa persona se haya 
visto involucrada. Sólo tras haber constatado la concurrencia de estas circunstancias 
resulta posible afirmar que la información de que se trate está especialmente protegida 
por ser susceptible de encuadrarse dentro del espacio que a una prensa libre debe ser 
asegurado en un sistema democrático (STC 171/1990, de 12 de noviembre, FJ 5).

Junto a los dos requisitos señalados este Tribunal es constante en su prevención 
de que, en cualquier caso, se sitúan fuera del ámbito de protección de la libertad de 
información las frases y expresiones ultrajantes u ofensivas sin relación con las ideas 
u opiniones que se expongan al hilo de la información transmitida, y que por tanto 
resulten innecesarias en ella, dado que el artículo 20.1 CE no reconoce un pretendido 
derecho al insulto, que sería, por lo demás incompatible con la norma fundamental 
(SSTC 204/1997, de 25 de noviembre; 134/1999, de 15 de julio, FJ 3; 6/2000, de 17 
de enero, FJ 5; 11/2000, de 17 de enero, FJ 7; 110/2000, de 5 de mayo, FJ 8; 297/2000, 
de 11 de diciembre, FJ 7; 49/2001, de 26 de febrero, FJ 5; y 148/2001, de 15 de octu-
bre, FJ 4). No cabe duda de que la emisión de apelativos formalmente injuriosos en 
cualquier contexto, e innecesarios para la labor informativa o de formación de la opi-
nión que se realice, supone inferir una lesión injustificada a la dignidad de las perso-
nas (artículo 10 CE) o al prestigio de las instituciones. Pues, ciertamente, una cosa es 
efectuar una evaluación personal, por desfavorable que sea, de una conducta con oca-
sión de la narración de la misma, y otra cosa muy distinta emitir expresiones, afirma-
ciones o calificativos claramente vejatorios desvinculados de esa información y que 
resultan proferidos, gratuitamente, sin justificación alguna, en cuyo caso cabe que nos 
hallemos ante una mera descalificación o incluso un insulto proferidos sin la menor 
relación con el propósito de contribuir a formar una opinión pública libre (por todas, 
STC 204/2001, de 15 de octubre, FJ 4).

Finalmente, también según se ha afirmado en la doctrina de este Tribunal (STC 
165/1987, de 27 de octubre, FJ 10), la protección constitucional de los derechos de 
que se trata “alcanza un máximo nivel cuando la libertad es ejercitada por los profe-
sionales de la información a través del vehículo institucionalizado de formación de la 
opinión pública que es la prensa, entendida en su más amplia acepción”. Los cauces 
por los que se difunde la información aparecen así como relevantes para determinar 
su protección constitucional (STC 105/1990, de 6 de junio, FJ 4)».

(STC 29/2009, de 26 de enero. Recurso de amparo núm. 10858/2006. Ponente: 
D. Guillermo Jiménez Sánchez. «BOE» 26-2-09).
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Derecho a la libertad de expresión de Abogado en ejercicio del dere-
cho de defensa

«En relación con el contenido de la libertad de expresión en el ejercicio de la 
defensa letrada existe una consolidada doctrina de este Tribunal, que subraya que tal 
confluencia de derechos, a la expresión y a la defensa, hace que esta libertad sea espe-
cialmente inmune a sus restricciones para la preservación de otros derechos y bienes 
constitucionales. Naturalmente, el carácter reforzado de la libertad de expresión al 
servicio de la defensa en el proceso está condicionado a esta funcionalidad y no se 
impone al detrimento desproporcionado de los derechos de los demás partícipes en el 
proceso y de la integridad del proceso mismo.

En efecto, “la libertad de expresión del Abogado en el ejercicio de la actividad de 
defensa es una manifestación cualificada del derecho reconocido en el artículo 20 CE, 
porque se encuentra vinculada con carácter inescindible a los derechos de defensa de 
la parte (artículo 24 CE) y al adecuado funcionamiento de los órganos jurisdicciona-
les en el cumplimiento del propio y fundamental papel que la Constitución les atri-
buye (artículo 117 CE). Por esta razón, se trata de una manifestación de la libertad de 
expresión especialmente resistente, inmune a restricciones que es claro que en otro 
contexto habrían de operar” (STC 205/1994, de 11 de julio, FJ 6; también, entre otras, 
SSTC 184/2001, de 17 de septiembre, FJ 4; 299/2006, de 23 de octubre, FJ 4). Es por 
ello por lo que ampara “la mayor beligerancia en los argumentos” (SSTC 113/2000, 
de 5 de mayo, FJ 6; 65/2004, de 19 de abril, FJ 4) e incluso “términos excesivamente 
enérgicos” (STC 235/2002, de 9 de diciembre, FJ 4), pero siempre en atención “a su 
funcionalidad para el logro de las finalidades que justifican su privilegiado régimen”, 
y con el límite del “mínimo respeto debido a las demás partes presentes en el procedi-
miento, y a la ‘autoridad e imparcialidad del Poder Judicial” (STC 205/1994, de 11 de 
julio, FJ 6). La libertad de expresión del Abogado no legitima así ni el insulto ni la 
descalificación (SSTC 157/1996, de 15 de octubre, FJ 5; 113/2000, de 5 de mayo, 
FJ 6; 226/2001, de 26 de noviembre, FJ 3; 197/2004, de 15 de noviembre, FJ 7)».

(STC 39/2009, de 9 de febrero. Recurso de amparo núm. 11361/2006. Ponente: 
D.ª María Emilia Casas Baamonde. «BOE» 14-3-09).

Derecho a la libertad de información

«Este Tribunal ha reiterado que la libertad de información está constitucional-
mente amparada siempre que se refiera a hechos con relevancia pública, en el sentido 
de noticiables, y que dicha información sea veraz, toda vez que este derecho es una 
pieza esencial tendente a garantizar la formación de una opinión pública libre, lo que 
justifica que se exija su veracidad atendiendo al recíproco derecho de los ciudadanos 
de recibir información, debiendo rechazarse la transmisión de rumores, invenciones o 
insinuaciones insidiosas, así como la de noticias gratuitas o infundadas. En cuanto a 
su plasmación práctica, este Tribunal ha insistido en que el concepto de veracidad no 
coincide con el de la verdad objetiva de lo publicado o difundido, ya que cuando la 
Constitución requiere que la información sea veraz no está tanto privando de protec-
ción a las informaciones que puedan resultar erróneas como estableciendo un deber 
de diligencia sobre el informador, a quien se puede y debe exigir que los que trans-
mite como hechos hayan sido objeto de previo contraste con datos objetivos. Así, se 
ha destacado que el requisito de la veracidad deberá entenderse cumplido en aquellos 
casos en los que el informador haya realizado, con carácter previo a la difusión de la 
noticia, una labor de averiguación de los hechos sobre los que versa la información y 
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la referida indagación la haya efectuado con la diligencia exigible a un profesional de 
la información (por todas, STC 29/2009, de 26 de enero, FJ 4).

Más en concreto, este Tribunal ha puesto de manifiesto que la utilización como 
fuente directa para una información de unas diligencias policiales y judiciales abiertas 
en las que se confirma su contenido implica que los datos transmitidos en ese momento 
por el informante no puedan calificarse de producto de la mera invención o carentes 
de fundamento fáctico, quedando disipada de ese modo una eventual falta de diligen-
cia en el contraste de la información difundida (STC 244/2007, de 10 de diciembre, 
FJ 5). Sin embargo, también hemos hecho especial incidencia en que lo relevante para 
la veracidad informativa “no es que a posteriori se pruebe en un proceso la realidad 
de los hechos, sino el grado de diligencia observado para su comprobación con ante-
rioridad a la publicación de aquéllos” (STC 68/2008, de 23 de junio, FJ 3)».

(STC 129/2009, de 1 de junio. Recurso de amparo núm. 5318/2004. Ponente: 
D. Pablo Pérez Tremps. «BOE» 2-7-09).

ARTíCULO 24.1

Derecho a la tutela judicial efectiva. Acceso a la jurisdicción

«Conforme hemos venido reiterando “el derecho a la tutela judicial efectiva 
comprende el de obtener una resolución fundada en Derecho sobre el fondo de las 
cuestiones planteadas, sea o no favorable a las pretensiones formuladas, si concurren 
todos los requisitos para ello. De ahí que sea también respetuosa con este derecho 
fundamental una resolución judicial de inadmisión o de desestimación por algún 
motivo formal, cuando concurra alguna causa de inadmisibilidad y así lo acuerde el 
Juez o Tribunal en aplicación razonada de la misma (SSTC 71/2002, de 8 de abril, 
FJ 1; 59/2003, de 24 de marzo, FJ 2; 114/2004, de 12 de julio, FJ 3; 79/2005, de 4 de 
abril, FJ 2; 221/2005 entre otras muchas)” (STC 33/2008, de 25 de febrero, FJ 2). 
También hemos afirmado de forma constante que “si bien el derecho a obtener una 
resolución de fondo se extiende tanto al ámbito del acceso a la jurisdicción como al 
del acceso al recurso, el alcance de este derecho no es el mismo en la fase inicial del 
proceso, una vez conseguida una primera respuesta judicial a la pretensión, que ‘es 
la sustancia medular de la tutela y su contenido esencial para acceder al sistema 
judicial’ (STC 37/1995, de 7 de febrero, FJ 5), que en las sucesivas fases de recursos 
que puedan interponerse contra esa decisión (STC 37/1995, de 7 de febrero, FJ 5)” 
(SSTC 221/2005, de 12 de septiembre, FJ 2; 33/2008, de 25 de febrero, FJ 2). Por 
ello, en el acceso a la jurisdicción se proscribe no sólo la arbitrariedad, irrazonabili-
dad o el error patente, sino también “aquellas decisiones de inadmisión –o de no 
pronunciamiento sobre el fondo– que por su rigorismo, por su formalismo excesivo 
o por cualquier otra razón revelen una clara desproporción entre los fines que aque-
llas causas de inadmisión –o no pronunciamiento sobre el fondo– preservan y los 
intereses que sacrifican (entre otras muchas, SSTC 27/2003, de 10 de febrero, FJ 4; 
3/2004, 14 de enero, FJ 3; 79/2005, de 2 de abril, FJ 2)” (STC 114/2008, de 29 de 
septiembre, FJ 3)».

(STC 18/2009, de 26 de enero. Recurso de amparo núm. 2604/2005. Ponente: D Jorge 
Rodríguez-zapata Pérez. «BOE» 26-2-09. En el mismo sentido, STC 114/2008, de 29 de 
septiembre, «BOE» 31-10-08; STC 72/2009, de 23 de marzo, «BOE»· 27-4-09).
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«A tal efecto debemos recordar que este Tribunal ha declarado de manera reite-
rada que el primer contenido del derecho a obtener la tutela judicial efectiva (artículo 
24.1 CE) es el acceso a la jurisdicción, que se concreta en el derecho a ser parte en un 
proceso para poder promover la actividad jurisdiccional que desemboque en una deci-
sión judicial sobre las pretensiones deducidas (SSTC 220/1993, de 30 de junio, FJ 2; 
y 26/2008, de 11 de febrero, FJ 5, entre otras). No se trata, sin embargo, de un derecho 
de libertad, ejercitable sin más y directamente a partir de la Constitución, ni tampoco 
de un derecho absoluto e incondicionado a la prestación jurisdiccional, sino de un 
derecho a obtenerla por los cauces procesales existentes y con sujeción a una concreta 
ordenación legal que puede establecer límites al pleno acceso a la jurisdicción, siem-
pre que obedezcan a razonables finalidades de protección de bienes e intereses cons-
titucionalmente protegidos (SSTC 311/2000, de 18 de diciembre, FJ 3; 124/2002, de 
20 de mayo, FJ 3; y 327/2005, de 12 de diciembre, FJ 3, por todas).

De este modo, el derecho a la tutela judicial efectiva puede verse conculcado 
tanto por aquellas normas que impongan condiciones impeditivas u obstaculizadoras 
del acceso a la jurisdicción, siempre que los obstáculos legales sean innecesarios y 
excesivos y carezcan de razonabilidad y proporcionalidad respecto de los fines que 
lícitamente puede perseguir el legislador en el marco de la Constitución (por todas, 
SSTC 251/2007, de 17 de diciembre, FJ 4; y 26/2008, de 11 de febrero, FJ 5), como 
por aquellas interpretaciones de las normas que sean manifiestamente erróneas, irra-
zonables o basadas en criterios que por su rigorismo, formalismo excesivo o cualquier 
otra razón revelen una clara desproporción entre los fines que la causa legal aplicada 
preserva y los intereses que se sacrifican (SSTC 301/2000, de 11 de diciembre, FJ 2; 
166/2003, de 29 de septiembre, FJ 4; 251/2007, de 17 de diciembre, FJ 4; y 135/2008, 
de 27 de octubre, FJ 2, por todas)».

(STC 40/2009, de 9 de febrero. Recurso de amparo núm. 1093/2007. Manuel 
Aragón Reyes. «BOE» 14-3-09. En el mismo sentido, STC 182/2008, de 22 de 
diciembre, «BOE» 24-1-09; STC 94/2009, de 20 de abril, «BOE» 23-5-09; STC 
133/2009, de 1 de junio, «BOE» 2-7-09).

«Debemos recordar que este Tribunal, desde su STC 19/1981, de 8 de junio, 
viene declarando reiteradamente que el derecho a la tutela judicial efectiva que se 
reconoce en el artículo 24.1 CE comprende, ante todo, el derecho de acceso a la juris-
dicción, es decir, el derecho a provocar la actividad jurisdiccional que desemboque en 
una decisión judicial. Por ello, el derecho a obtener de los Jueces y Tribunales una 
resolución razonada y fundada en Derecho sobre el fondo de las pretensiones oportu-
namente deducidas por las partes en el proceso se erige en un elemento esencial del 
contenido del derecho a la tutela judicial efectiva que, no obstante, se satisface tam-
bién cuando se obtiene una resolución de inadmisión si concurre causa legal para ello 
y así se aprecia razonadamente por el órgano judicial (entre otras muchas, SSTC 
8/1998, de 13 de enero, FJ 3; 115/1999, de 14 de junio, FJ 2; 122/1999, de 28 de 
junio, FJ 2; 157/1999, de 14 de septiembre, FJ 2; 167/1999, de 27 de septiembre, 
FJ 2; y 108/2000, de 5 de mayo, FJ 3). Igualmente venimos sosteniendo que, con 
carácter general, la decisión sobre la admisión o no de una pretensión, así como la 
verificación de la concurrencia de los presupuestos y requisitos materiales y procesa-
les de la misma son cuestiones de legalidad, cuya resolución corresponde a los órga-
nos judiciales en el ejercicio de la potestad que privativamente les confiere el 
artículo 117.3 CE, pues es facultad propia de la jurisdicción ordinaria determinar cuál 
sea la norma aplicable al supuesto controvertido (por todas, SSTC 147/1997, de 16 de 
septiembre, FJ 2; 39/1999, de 22 de marzo, FJ 3; 122/1999, de 28 de junio, FJ 2; y 
158/2000, de 12 de junio, FJ 5).
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Ahora bien, en el acceso a la jurisdicción el principio pro actione actúa con toda 
su intensidad, por lo que las decisiones de inadmisión sólo serán conformes con el 
artículo 24.1 CE cuando no eliminen u obstaculicen injustificadamente el derecho a 
que un órgano judicial conozca y resuelva la pretensión formulada, lo cual implica un 
escrutinio especialmente severo en estos casos (SSTC 36/1997, de 25 de febrero, 
FJ 3; 119/1998, de 4 de junio, FJ 1; 63/1999, de 26 de abril, FJ 2; 122/1999, de 28 de 
junio, FJ 2; 158/2000, de 12 de junio, FJ 5; 252/2000, de 30 de octubre, FJ 2; 231/2001, 
de 26 de noviembre, FJ 2; y 30/2003, de 13 de febrero, FJ 3, por todas)». 

(STC 65/2009, de 9 de marzo. Recurso de amparo núm. 7438/2006. Ponente: 
D.ª Elisa Pérez Vera. «BOE» 14-4-09).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Acceso a los recursos

«Conviene recordar que es doctrina reiterada de este Tribunal que la decisión 
sobre la admisión de un recurso y la verificación de la concurrencia de los requisitos 
materiales y procesales a que está sujeto constituye, en principio, una cuestión de 
legalidad ordinaria que corresponder determinar a los Jueces y Tribunales en el ejer-
cicio de la potestad Jurisdiccional que les atribuye el artículo 117.3 CE, sin que del 
artículo 24.1 CE dimane un derecho a obtener en todo caso una decisión sobre el 
fondo del recurso interpuesto, que puede ser inadmitido sin tacha constitucional 
alguna por razones formales o de fondo (SSTC 252/2004, de 20 de diciembre, FJ 3, 
y 248/2005, de 10 de octubre, FJ 2, entre otras). Por ello, cuando se alega el derecho 
de acceso a los recursos, el control constitucional que este Tribunal puede realizar de 
las resoluciones judiciales dictadas sobre los presupuestos o requisitos de admisión 
de los mismos, en este caso relacionados con la legitimación para recurrir, es mera-
mente externo, debiendo limitarse a comprobar si tienen motivación, si han incurrido 
en error material patente, en arbitrariedad o en manifiesta irrazonabilidad, únicas 
circunstancias que determinarían la lesión del derecho fundamental a la tutela judi-
cial efectiva (en este sentido, SSTC 57/2001, de 26 de febrero, FJ 4; 265/2005, de 24 
de octubre, FJ 2; 51/2007, de 12 de marzo, FJ 4). Sin que debamos extender este 
control, tal como propone el Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones, a com-
probar si se ha respetado por el órgano judicial el principio pro actione, que implica 
la exigencia de una motivación reforzada en su resolución al estar en juego la garan-
tía constitucional incorporada a nuestro Ordenamiento con base en el artículo 14.5 
del Pacto internacional de derechos civiles y políticos (PIDCP), pues el aspecto del 
derecho a la tutela judicial efectiva que resulta ahora concernido no es propiamente 
el del acceso al recurso de una parte en el proceso que pretende la revisión de la 
condena y la pena que le ha sido impuesta. Tampoco ha de variar el análisis que 
ahora nos corresponde efectuar por la alegación que se hace sobre la supuesta impli-
cación del derecho al honor del recurrente, pues con la decisión de inadmisión del 
recurso no resulta directamente afectado este derecho fundamental, no siendo por 
ello aplicable la doctrina de este Tribunal a que también se refiere el Fiscal sobre el 
canon que ha de seguirse en relación al examen constitucional de las resoluciones 
judiciales con la perspectiva del artículo 24.1 CE “cuando quede afectado otro dere-
cho reconocido por la Constitución”.

La especial consideración que, como consecuencia de los mencionados crite-
rios, ha de mantener este Tribunal con respecto a la legalidad procesal por parte de 
los Jueces y Tribunales se extrema, según ha declarado nuestra doctrina, en el caso 
del recurso de casación ante el Tribunal Supremo. Así, hemos afirmado que “el res-
peto que de manera general ha de observarse en relación con las decisiones de los 
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órganos judiciales adoptadas en este ámbito de la interpretación y de la aplicación de 
la legalidad ordinaria debe ser, si cabe, aún más escrupuloso cuando la resolución 
que se enjuicia es del Tribunal Supremo, a quien está conferida la función de inter-
pretar la ley ordinaria, también evidentemente la procesal, con el valor complemen-
tario del ordenamiento que le atribuye el artículo 1.6 del Código civil” (SSTC 
248/2005, de 10 de octubre, FJ 2, y 265/2005, de 24 de octubre, FJ 2). Sin olvidar la 
peculiar caracterización de este medio de impugnación, que está sometido a una 
serie de requisitos, incluso de naturaleza formal (por todas, STC 246/2007, de 10 de 
diciembre, FJ 3), quedando su admisibilidad condicionada no sólo a los requisitos 
meramente extrínsecos –tiempo y forma– y a los presupuestos comunes exigibles 
para los recursos ordinarios, sino a otros intrínsecos, sustantivos, relacionados con el 
contenido y viabilidad de la pretensión (en este sentido, STC 230/2001, de 26 de 
noviembre, FJ 3)».

(STC 27/2009, de 26 de enero. Recurso de amparo núm. 8380/2006. Ponente. 
D. Pascual Sala Sánchez. «BOE» 26-2-09).

«Este Tribunal ha venido manteniendo, en especial desde la STC 37/1995, de 7 
de febrero, que así como el acceso a la jurisdicción es un componente esencial del 
contenido del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva proclamado en el ar-
tículo 24.1 CE, el sistema de recursos frente a las diferentes resoluciones judiciales se 
incorpora a este derecho fundamental en la concreta configuración que reciba de cada 
una de las leyes de enjuiciamiento reguladoras de los diferentes órdenes jurisdiccio-
nales, salvo en lo relativo a las Sentencias penales condenatorias. Como consecuencia 
de lo anterior el principio hermenéutico pro actione opera en la fase inicial del pro-
ceso, para acceder al sistema judicial, y no en las sucesivas, conseguida una primera 
respuesta judicial a la pretensión, que es la sustancia medular de la tutela y su conte-
nido esencial, sin importar que sea única o múltiple, según regulen las normas proce-
sales el sistema de recursos. Ello es así porque el derecho al recurso no nace 
directamente de la Constitución, salvo en el supuesto antes apuntado, sino de lo que 
hayan dispuesto las leyes procesales, y se incorpora al derecho fundamental en su 
configuración legal.

De ahí que se haya destacado que la admisión de un recurso y la verificación de 
la concurrencia de los requisitos materiales y procesales a que está sujeto constituye, 
en principio, una cuestión de legalidad ordinaria que corresponde determinar a los 
Jueces y Tribunales en el ejercicio de la potestad jurisdiccional que les confiere en 
exclusiva el artículo 177.3 CE, sin que del artículo 24.1 CE dimane un derecho a 
obtener en todo caso una decisión sobre el fondo de un recurso interpuesto, que puede 
ser inadmitido sin tacha constitucional alguna por razones formales o materiales. Por 
ello el control constitucional que este Tribunal puede realizar de las resoluciones judi-
ciales dictadas sobre los presupuestos o requisitos de admisión de los recursos es 
meramente externo, debiendo limitarse a comprobar si tienen motivación, si han incu-
rrido en error material patente, en arbitrariedad o en manifiesta irrazonabilidad, úni-
cas circunstancias que pueden determinar la lesión del derecho a la tutela judicial 
efectiva (por todas, SSTC 37/1995, de 7 de febrero, FJ 5; 46/2004, de 23 de marzo, 
FJ 4; 150/2004, de 20 de septiembre, FJ 3; 164/2004, de 4 de octubre, FJ 2; 248/2005, 
de 10 de octubre, FJ 2; 309/2005, de 12 de diciembre, FJ 2; 15/2006, de 16 de enero, 
FJ 3; 51/2007, de 12 de marzo, FJ 4; 181/2007, de 10 de septiembre, FJ 2; 20/2009, de 
26 de enero, FJ 4; 27/2009, de 26 de enero, FJ 3)».

(STC 100/2009, de 27 de abril. Recurso de amparo núm. 4726/2005. Ponente: 
D. Vicente Conde Martín de Hijas. «BOE» 23-5-09).
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Derecho a la tutela judicial efectiva. Acceso a los recursos. Cómputo 
de plazos procesales

«Esta dimensión reforzada del derecho de acceso al recurso en el ámbito penal 
encuentra especial manifestación cuando, como en el presente supuesto, la inadmisi-
bilidad del recurso se sustenta exclusivamente en el cómputo de los plazos procesales, 
cuestión respecto de la que este Tribunal tiene declarado con reiteración que “la inter-
pretación y aplicación judicial de una norma relativa al cómputo de plazos es una 
cuestión de legalidad ordinaria que, no obstante, puede adquirir dimensión constitu-
cional cuando la decisión judicial suponga la inadmisión de un proceso o de un 
recurso o la pérdida de algún trámite u oportunidad procesal prevista en el Ordena-
miento jurídico para hacer valer los propios derechos o intereses de parte con entidad 
suficiente para considerar que su omisión es determinante de indefensión, siempre 
que tal decisión haya sido adoptada partiendo de un cómputo en el que sea apreciable 
error patente, fundamentación insuficiente, irrazonable o arbitraria o que se haya uti-
lizado un criterio interpretativo desfavorable para la efectividad del derecho a la tutela 
judicial efectiva sin indefensión recogido en el artículo 24.1 CE (SSTC 179/2003, de 
13 de octubre, FJ 3; 222/2003, de 15 de diciembre, FJ 2; 314/2005, de 12 de diciem-
bre, FJ 5; 57/2006, de 27 de febrero, FJ 3; 162/2006, de 22 de mayo, FJ 5, entre otras 
muchas)” (por todas, STC 122/2007, de 22 de mayo, FJ 4 in fine)».

(STC 119/2009, de 18 de mayo. Recurso de amparo núm. 2315/2006. Ponente. 
D.ª Elisa Pérez Vera. «BOE» 20-6-09).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Cosa juzgada. Intangibilidad de 
las resoluciones judiciales firmes

«En lo que hace, ya más en particular, al efecto de cosa juzgada de las resolucio-
nes firmes, su tratamiento constitucional con la perspectiva del derecho a la tutela 
judicial efectiva abarca dos frentes distintos, el de la cosa juzgada formal y el de la 
cosa juzgada material.

El primero de ellos, el del respeto a la cosa juzgada formal dentro del propio proce-
dimiento en el que se dicta la resolución que la produce, ofrece su protección básica a 
través del principio de invariabilidad o inmodificabilidad de las resoluciones judiciales 
firmes, integrado por nuestra jurisprudencia en el artículo 24.1 CE, con la sola excep-
ción, y en sus estrechos límites definidores, de los recursos de aclaración y de comple-
mento ex artículos 267 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), 214 y 215 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC; últimamente, SSTC 47/2006, de 13 de febrero, FJ 3; 
318/2006, de 15 de noviembre, FJ 2; 121/2007, de 21 de mayo, FJ 1, entre otras).

Y en cuanto a la cosa juzgada material, de una parte, ha de ponerse en conexión 
con el derecho a no padecer indefensión en los casos en que resultan afectadas por la 
ejecución de una sentencia personas a las que no se permite formular oposición a ella 
por no haber intervenido en el proceso declarativo previo, con aplicación en su perjui-
cio y de modo restrictivo de la eficacia subjetiva de la res iudicata (así por ejemplo, 
SSTC 229/2000, de 2 de octubre, FJ 3; 166/2003, de 29 de septiembre, FJ 6; 184/2005, 
de 4 de julio, FJ 5; 153/2006, de 22 de mayo, FFJJ 3 y 4); y de otra parte alcanza 
relevancia constitucional ex artículo 24.1 CE en relación con el denominado efecto 
negativo o prohibición de un segundo proceso (non bis in idem), sancionado antes por 
el derogado artículo 1252 del Código civil (CC) y actualmente por la LEC 1/2000 en 
sus aspectos subjetivo (artículo 222.3) y objetivo (arts. 222.1, 222.2, 400.2, 408.3 y 
447) y consagrado por la misma Ley procesal como óbice impeditivo del pronuncia-



 Sección de Jurisprudencia 611

ADPCP, VOL. LxII, 2009

miento de una sentencia de fondo (artículo 416.1.2), por tanto con implicación directa 
en el ejercicio del derecho de acceso a la jurisdicción (artículo 24.1 CE).

Sobre esta última faceta constitucional de la cosa juzgada hemos reiteradamente 
afirmado que, aun cuando la actividad de fijación de si concurre o no la identidad 
subjetiva y objetiva entre procesos para declarar la excepción de cosa juzgada resulta 
confiada a los Jueces y Tribunales de la jurisdicción ordinaria, ex artículo 117.3 CE, 
sin embargo tal tipo de decisión puede resultar vulneradora de aquel derecho funda-
mental y hacerla, por ende, susceptible del control del amparo constitucional en dos 
supuestos perfectamente identificables. El primero, en caso de que resulte evidente, 
por los términos de la decisión adoptada en el primer proceso, que la pretensión, aun 
cuando podría haber sido enjuiciada en el mismo, no lo fue por no haberse deducido, 
y por tanto, al haber quedado formalmente imprejuzgada entonces, no existe peligro 
de un doble enjuiciamiento ni ruptura de la seguridad jurídica si se plantea a la postre 
en otro proceso posterior (SSTC 121/1994, de 25 de abril, FJ 3; 15/2002, de 28 de 
enero, FJ 4; 236/2006, de 17 de julio, FJ 5; 17/2008, de 31 de enero, FFJJ 4 y 5). El 
segundo, cuando, sin necesidad de abordar específicas disquisiciones jurídicas, pro-
pias más bien de la legalidad ordinaria, la sola lectura de la pretensión interpuesta en 
el segundo proceso manifiesta la palmaria realidad de la divergencia de uno o más de 
sus elementos constitutivos (subjetivo u objetivo) con los contenidos en la pretensión 
resuelta por la sentencia firme que se ofrece de contraste, lo que impide de suyo apre-
ciar la existencia de la cosa juzgada material, de tal guisa convertida en obstáculo 
indebido para una decisión de fondo (STC 43/2002, de 25 de febrero, FJ 4)».

(STC 5/2009, de 12 de enero. Recurso de amparo núm. 6643/2005. Ponente: 
D. Guillermo Jiménez Sánchez. «BOE» 13-2-09).

«Este Tribunal ha reiterado que el derecho a la ejecución de sentencias y demás 
resoluciones judiciales firmes constituye una manifestación del derecho a la tutela 
judicial efectiva, en tanto que garantía del cumplimiento de los mandatos que estas 
resoluciones judiciales contienen, lo que determina que este derecho tenga como pre-
supuesto lógico y aun constitucional la intangibilidad de las resoluciones judiciales 
firmes y de las situaciones jurídicas por ellas declaradas. El derecho a que la ejecu-
ción de lo juzgado se lleve a cabo en sus propios términos, es decir, con sujeción al 
principio de inmodificabilidad de lo juzgado, se traduce, así, en un derecho que actúa 
como límite y fundamento que impide que los Jueces y Tribunales puedan revisar las 
sentencias y demás resoluciones al margen de los supuestos taxativamente previstos 
en la ley (por todas, STC 86/2006, de 27 de marzo, FJ 2)».

(STC 22/2009, de 26 de enero. Recurso de amparo núm. 8673/2005. Ponente: 
D. Pablo Pérez Tremps. «BOE» 26-2-09).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Derecho a la doble instancia 
penal

«a) Con reiteración hemos señalado que es competencia del legislador la confi-
guración del sistema de recursos contra las diversas resoluciones judiciales, arbitrando 
los medios impugnatorios que estime convenientes con arreglo a los criterios de orde-
nación que juzgue más oportunos, siendo imaginable, posible y real la eventualidad 
de que incluso no existan, pues no puede encontrarse en la Constitución ninguna 
norma o principio que imponga la necesidad de una doble instancia o de unos deter-
minados recursos (STC 37/1995, de 7 de febrero, FJ 5), a salvo la singularidad del 
ámbito penal.
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b) En efecto, en materia penal el legislador sí debe prever un régimen de impug-
nación de las sentencias condenatorias, dado que, como ya dijimos en la STC 42/1982, 
de 5 de julio (FJ 3), el Pacto internacional de derechos civiles y políticos (PIDCP) –de 
conformidad con el cual han de interpretarse las normas sobre derechos fundamenta-
les reconocidos por la Constitución ex artículo 10.2 CE– consagra en su artículo 14.5 
el derecho de toda persona declarada culpable de un delito a que el fallo condenatorio 
y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un Tribunal superior, conforme a 
lo prescrito por la ley. Este mandato incorporado a nuestro Derecho interno obliga a 
considerar que entre las garantías del proceso penal a las que genéricamente se refiere 
la Constitución en su artículo 24.2 se encuentra la del recurso ante un Tribunal supe-
rior, a salvo los supuestos de infracciones menores o cuando la persona haya sido 
juzgada por un Tribunal que constituya la máxima instancia judicial o cuando haya 
sido declarada culpable tras un recurso contra su absolución.

También hemos precisado que, «a la vista del tenor literal del mencionado ar-
tículo 14.5 PIDCP, e incluso conforme a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en relación con los artículos 6.1 [del Convenio europeo de dere-
chos humanos: CEDH] y 2 del Protocolo núm. 7 del citado Convenio (SSTEDH de 
13 de febrero de 2001, caso Krombach c. Francia; y de 25 de julio de 2002, caso 
Papon c. Francia), dicho precepto se debe interpretar, no como el derecho a una 
segunda instancia con repetición íntegra del juicio, sino como el derecho a que un 
tribunal superior controle la corrección del juicio realizado en primera instancia, 
revisando la correcta aplicación de las reglas que han permitido la declaración de 
culpabilidad y la imposición de la pena en el caso concreto» (SSTC 70/2002, de 3 de 
abril, FJ 7; 105/2003, de 2 de junio, FJ 2; y 136/2006, de 8 de mayo, FJ 3). La liber-
tad de configuración por parte del legislador interno de cuál sea ese Tribunal supe-
rior y de cómo se someta a él el fallo condenatorio y la pena, viene expresamente 
reconocida por el artículo 14.5 PIDCP, lo que ha permitido que dentro de nuestro 
Ordenamiento, sean tanto el recurso de apelación como el de casación los que abran 
al condenado el acceso a un Tribunal superior (SSTC 37/1988, de 3 de marzo, FJ 5; 
y 123/2005, de 12 de mayo, FJ 6). 

c) Por el contrario, no existe propiamente un derecho derivado de la Constitu-
ción a disponer de un recurso contra las sentencias absolutorias, de modo que su 
establecimiento y regulación pertenecen al ámbito de libertad del legislador (en este 
sentido, por todas, SSTC 251/2000, de 30 de octubre, FJ 3; 71/2002, de 8 de abril, 
FJ 3; y 270/2005, de 24 de octubre, FJ 3). Sin perjuicio de lo cual también hemos 
reiterado que una vez que el legislador ha previsto un concreto recurso contra deter-
minadas resoluciones judiciales, el derecho a disponer del citado recurso pasa a for-
mar parte del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (artículo 24.1 CE), 
incorporándose o integrándose en él, lo que es coherente con el carácter de este dere-
cho fundamental como derecho de configuración legal (SSTC 115/2002, de 20 de 
mayo, FJ 5; y 270/2005, de 24 de octubre, FJ 3). Esta vertiente del artículo 24.1 CE 
no constituye en puridad un derecho del ciudadano a que se establezca un recurso 
frente a las decisiones judiciales que le afecten, sino un derecho a que no se le prive 
de los recursos previstos por el Ordenamiento jurídico (STC 69/2005, de 4 de abril, 
FJ 2)».

(STC 120/2009, de 18 de mayo. Recurso de amparo núm. 8457/2006. Ponente: 
D. Jorge Rodríguez-zapata Pérez. «BOE» 20-6-09).
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Derecho a la tutela judicial efectiva. Derecho a la ejecución de las 
resoluciones judiciales firmes

«En relación con la ejecución de las Sentencias y resoluciones judiciales firmes, 
este Tribunal tiene declarado que ésta forma parte del derecho a la tutela judicial efec-
tiva (artículo 24.1 CE), ya que, en caso contrario, las decisiones judiciales y los dere-
chos que en ellas se reconocen no serían más que meras declaraciones de intenciones, 
y por tanto no estaría garantizada la efectividad de la tutela judicial. No obstante se ha 
destacado también que la interpretación del sentido y alcance del fallo de una resolu-
ción judicial es una cuestión que corresponde resolver a los Jueces y Tribunales, por 
lo que este Tribunal no puede ejercer más control sobre esta actividad jurisdiccional 
que velar para que tales decisiones se adopten en el seno de un procedimiento de eje-
cución de un modo razonablemente coherente con el contenido de la resolución que 
haya de ejecutarse. De ahí que sólo en los casos en los que estas resoluciones sean 
incongruentes, arbitrarias, irrazonables o incurran en error patente podrán conside-
rarse lesivas del derecho a la tutela judicial efectiva. En todo caso, se ha hecho espe-
cial incidencia en que, para apreciar si hubo una correcta ejecución o, por el contrario, 
una separación irrazonable, arbitraria o errónea en relación con el significado y con el 
alcance de los pronunciamientos de la parte dispositiva de la resolución que se eje-
cuta, se exige el contraste entre el fallo de la resolución objeto de ejecución, interpre-
tado de acuerdo con la fundamentación y con el resto de los extremos del pleito, con 
lo posteriormente resuelto para ejecutarlo (SSTC 115/2005, de 9 de mayo, FJ 4; 
209/2005, de 18 de julio, FJ 2; 70/2006, de 13 de marzo, FJ 2; 180/2006, de 19 de 
junio, FJ 2, por todas).»

(STC 92/2009, de 20 de abril. Recurso de amparo núm. 9608/2005. Ponente: 
D. Vicente Conde Martín de Hijas. «BOE» 23-5-09. En el mismo sentido, 
STC 110/2009, de 11 de mayo, «BOE» 6-6-09). 

Derecho a la tutela judicial efectiva. Derecho a obtener una resolu-
ción fundada en Derecho

«Hemos de recordar una vez más que el derecho a la tutela judicial efectiva que 
reconoce el artículo 24.1 CE, en su dimensión de derecho a obtener una resolución 
judicial fundada en Derecho, favorable o adversa, es garantía frente a la arbitrariedad 
e irrazonabilidad de los poderes públicos. Ello implica, en primer lugar, que la resolu-
ción ha de estar motivada, es decir, contener los elementos y razones de juicio que 
permitan conocer cuáles han sido los criterios jurídicos que fundamentan la decisión; 
y en segundo lugar, que la motivación debe contener una fundamentación en Derecho, 
lo que conlleva la garantía de que la decisión no sea consecuencia de una aplicación 
arbitraria de la legalidad, no resulte manifiestamente irrazonada o irrazonable o incu-
rra en un error patente ya que, en tal caso, la aplicación de la legalidad sería tan sólo 
una mera apariencia (SSTC 147/1999, de 4 de agosto, FJ 3; 25/2000, de 31 de enero, 
FJ 2; 87/2000,de 27 de marzo, FJ 3; 82/2001, de 26 de marzo, FJ 2; 221/2001, de 31 
de octubre, FJ 6; 55/2003, de 24 de marzo, FJ 6; 223/2005, de 12 de septiembre, FJ 3; 
276/2006, de 25 de septiembre, FJ 2; y 177/2007, de 23 de julio, FJ 5, entre otras 
muchas).

De este modo, no cabe reputar como fundadas en Derecho aquellas decisiones 
judiciales en la que este Tribunal compruebe que parten de premisas inexistentes o 
patentemente erróneas, o que siguen un desarrollo argumental que incurre en quiebras 
lógicas de tal magnitud que las conclusiones alcanzadas no pueden considerarse basa-
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das en ninguna de las razones aducidas en la resolución (por todas, SSTC 214/1999, 
de 29 de noviembre, FJ 4; 223/2002, de 25 de noviembre, FJ 6; 20/2004, de 23 de 
febrero, FJ 6; y 177/2007, de 23 de julio, FJ 4).»

(STC 134/2008, de 27 de octubre. Recurso de amparo núm. 6075/2006. Manuel 
Aragón Reyes. «BOE» 21-11-08. En el mismo sentido, SSTC 36/2009, de 9 de 
febrero, y 61/2009, de 9 de marzo, «BOE» 14-4-09).

«Debe comenzarse por recordar que este Tribunal ha reiterado que el deber de 
motivar las Sentencias no es sólo una obligación impuesta a los órganos judiciales por 
el artículo 120.3 CE, directamente relacionada con los principios de un Estado de 
Derecho (artículo 1.1 CE) y con el carácter vinculante que para Jueces y Magistrados 
tiene la Ley, a cuyo imperio están sometidos en el ejercicio de su potestad jurisdiccio-
nal, de conformidad con el artículo 117.1 y 3 CE, sino también un derecho de los 
intervinientes en el proceso que forma parte del derecho fundamental a la tutela judi-
cial efectiva proclamado por el artículo 24.1 CE, que únicamente se satisface si la 
resolución judicial, de modo explícito o implícito, contiene los elementos de juicio 
suficientes para que el destinatario y, eventualmente, los órganos jurisdiccionales 
encargados de revisar sus decisiones puedan conocer cuáles han sido los criterios 
jurídicos que fundamentan la decisión. Es por lo tanto –y sobre todo– una garantía 
esencial para el justiciable mediante la cual es posible comprobar que la decisión 
judicial es consecuencia de la aplicación razonada del ordenamiento jurídico y no el 
fruto de la arbitrariedad. Dicho de otro modo, el derecho a obtener una resolución 
fundada en Derecho, favorable o adversa, es garantía frente a la arbitrariedad e irrazo-
nabilidad de los poderes públicos. Ello implica, en primer lugar, que la resolución ha 
de estar motivada, es decir, contener los elementos y razones de juicio que permitan 
conocer cuáles han sido los criterios jurídicos que fundamentan la decisión y, en 
segundo lugar, que la motivación debe contener una fundamentación en Derecho. 
Este último aspecto no incluye un pretendido derecho al acierto judicial en la selec-
ción, interpretación y aplicación de las disposiciones legales, pero sí conlleva la 
garantía de que el fundamento de la decisión sea la aplicación no arbitraria de las 
normas que se consideren adecuadas al caso, pues tanto si la aplicación de la legali-
dad es fruto de un error patente, como si fuere arbitraria, manifiestamente irrazonada 
o irrazonable no podría considerarse fundada en Derecho, dado que la aplicación de la 
legalidad sería tan sólo una mera apariencia (por todas, STC 311/2005, de 12 de 
diciembre, FJ 4).»

(STC 26/2009, de 26 de enero. Recurso de amparo núm. 7280/2006. Ponente: 
D. Manuel Aragón Reyes. «BOE» 26-2-09).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Derecho a obtener una resolu-
ción fundada en Derecho en decisiones que niegan la prescripción de 
delitos

«Hemos de recordar que el análisis constitucional de las decisiones que niegan la 
prescripción de un delito se rige por los parámetros propios del derecho a una tutela 
judicial efectiva, reforzada, en su caso, cuando lo que esté en juego sea una pena pri-
vativa de libertad, por la implicación del derecho a la libertad (STC 29/2008, de 20 de 
febrero, FJ 7). Este análisis se concreta, en primer lugar, en cuanto análisis de que se 
ha dispensado una tutela efectiva, en comprobar que la resolución impugnada esté 
motivada y sustentada “en una argumentación no arbitraria, ni manifiestamente irra-
zonable, ni incursa en error patente” (por todas, SSTC 63/2001, de 17 de marzo, FJ 7; 
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63/2005, de 14 de marzo, FJ 3). Habrá de comprobarse además, en segundo lugar, que 
la decisión judicial sea “conforme” con el derecho a la libertad (STC 24/2005, de 14 
de febrero, FJ 3), “compatible” con él (STC 196/2005, de 18 de julio, FJ 4): que 
exprese o trasluzca “una argumentación axiológica que sea respetuosa” con su conte-
nido (SSTC 63/2005, FJ 3; 34/2008, de 25 de febrero, FJ 3), lo que en materia de 
prescripción del delito comporta que “sea posible apreciar un nexo de coherencia 
entre la decisión adoptada, la norma que le sirve de fundamento y los fines que justi-
fican la institución” (SSTC 63/2001, FJ 7; 11/2004, de 12 de febrero, FJ 2; 63/2005, 
FJ 4). Tales fines se relacionan con la evitación de la inseguridad que para los ciuda-
danos supone la latencia de la amenaza penal y con la provisión de una actuación 
penal “seria, rápida y eficaz, a fin de lograr satisfacer las finalidades de prevención 
especial que se le atribuyen” (STC 63/2005, FJ 4).»

(STC 129/2008, de 27 de octubre. Recurso de amparo núm. 4615/2005. Ponente: 
D.ª María Emilia Casas Baamonde. «BOE» 21-11-08).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Derecho a obtener una resolu-
ción fundada en Derecho en el ámbito de los expedientes sancionado-
res penitenciarios

«En relación con la denuncia de vulneración del artículo 24.1 CE –al igual que 
hicimos en la STC 77/2008, de 7 de julio, resolviendo otro recurso de amparo inter-
puesto por el mismo interno– nuestro enjuiciamiento debe partir de la reiterada 
doctrina constitucional sobre el reconocimiento de este derecho fundamental, en su 
dimensión de derecho a obtener una resolución judicial motivada y congruente, en el 
concreto ámbito del procedimiento sancionador penitenciario, doctrina que se sinte-
tiza en la STC 268/2006, de 11 de septiembre (FFJJ 2 y 3) y que en lo que ahora 
interesa implica que cuando el interno acude al Juez de Vigilancia Penitenciaria e 
impugna una sanción impuesta por la Administración penitenciaria, ejerce su dere-
cho ex artículo 24.1 CE a promover la actividad jurisdiccional, que ha de ser satisfe-
cho mediante la obtención de una resolución judicial motivada y fundada en Derecho 
que, ciertamente, no tiene que ser favorable, pero sí congruente con lo pedido. Más 
aún, la exigencia de la necesaria respuesta a cuantas pretensiones se formulen en este 
ámbito cobra particular intensidad cuando estén fundadas en una eventual lesión de 
derechos fundamentales, ya que hemos declarado en distintas ocasiones que todo 
motivo de recurso atinente a un derecho fundamental requiere una respuesta 
expresa.»

(STC 156/2009, de 29 de junio. Recurso de amparo núm. 5682/2004. Ponente: 
D. Jorge Rodríguez-zapata Pérez. «BOE» 28-7-09).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Derecho a obtener una resolu-
ción fundada en Derecho en supuestos de denuncias por malos tratos

«Por lo demás dicha doctrina, siguiendo la jurisprudencia del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos sobre este particular (por todas, SSTEDH de 16 de diciembre 
de 2003, Kmetty c. Hungría, § 37, y de 2 de noviembre de 2004, Martínez Sala y 
otros c. España, §156), se concreta en el fundamento jurídico 6 de la STC 34/2008, 
de 25 de febrero en los siguientes términos: “El derecho a la tutela judicial efectiva 
de quien denuncia haber sido víctima de torturas o de tratos inhumanos o degradan-
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tes exige, según el canon reforzado descrito en el fundamento jurídico 4, una resolu-
ción motivada y fundada en Derecho y acorde con la prohibición absoluta de tales 
conductas. Tal concordancia ha de tener en cuenta la gravedad de la quiebra de esta 
prohibición y el tipo de actividad judicial necesaria para preservarla dadas su difícil 
detectabilidad y la especial dependencia respecto de dicha actividad judicial de la 
indemnidad de la dignidad de la persona, objeto central de protección de la prohibi-
ción. Es de señalar en tal sentido que se trata de una tutela judicial doblemente refor-
zada que no encuentra parangón en otras demandas de auxilio judicial, pues se pide 
la tutela judicial frente a la vulneración de un derecho fundamental que constituye un 
derecho absoluto cuya indemnidad depende esencialmente de dicha tutela judicial”; 
“La tutela judicial será así suficiente y efectiva ex artículo 24.1 CE si se ha producido 
una investigación oficial eficaz allí donde se revelaba necesaria. Esta exigencia no 
comporta la apertura de la instrucción en todo caso, ni impide la clausura temprana 
de la misma. Tampoco impone la realización de todas las diligencias de investiga-
ción posibles o propuestas. Tales obligaciones conducirían a instrucciones inútiles 
en perjuicio de los intereses de los imputados y de una racional gestión de los recur-
sos de la Administración de Justicia. Como hemos dicho ‘resulta inútil, e incluso 
improcedente, cualquier medida investigadora que, ya sin poder alterar la convicción 
del Juez, prolongase indebidamente … la causa, contrariando los propios derechos 
constitucionales que obligan a no alargar innecesariamente la fase sumarial en per-
juicio de los querellados’ (SSTC 191/1989, de 16 de noviembre, FJ 3; 232/1998, de 
1 de diciembre, FJ 3). Por el contrario, vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva 
en este ámbito que no se abra o que se clausure la instrucción cuando existan sospe-
chas razonables de que se ha podido cometer el delito de torturas o de tratos inhuma-
nos o degradantes denunciado, y cuando tales sospechas se revelen como susceptibles 
de ser despejadas. En suma, ‘respecto a la investigación de indicios de tortura o tra-
tos crueles, inhumanos o degradantes sufridos bajo la custodia de autoridades poli-
ciales, de los Acuerdos internacionales firmados por España y del propio tenor del 
artículo 15 CE se desprende un especial mandato de agotar cuantas posibilidades 
razonables de indagación resulten útiles para aclarar los hechos. En estos supuestos, 
en los que el valor superior de la dignidad humana puede verse comprometido con 
motivo de una situación especial en la que el ciudadano se encuentra provisional-
mente bajo la custodia física del Estado, es necesario acentuar las garantías, de tal 
modo que el ordenamiento constitucional pueda amparar al ciudadano fácticamente 
desprotegido ante cualquier sospecha de excesos contra su integridad física o moral’ 
(STC 224/2007, de 22 de octubre, FJ 3)”.

Por último, este Tribunal ha señalado que para evaluar si existe una sospecha 
razonable de tortura y si tal sospecha es disipable, lo que convertiría en inconstitucio-
nal ex artículo 24.1 CE el cierre de la investigación, deben tomarse en consideración 
las circunstancias concretas de cada caso, siendo preciso atender, en primer lugar, a la 
probable escasez de pruebas existente en este tipo de delitos, lo que debe alentar, por 
un lado, la diligencia del Instructor para la práctica efectiva de las medidas posibles 
de investigación y, por otro, ante la dificultad de la víctima de aportar medios de 
prueba sobre su comisión, hacer aplicable el principio de prueba como razón sufi-
ciente para que se inicie la actividad judicial de instrucción. Del mismo modo tam-
bién se destaca que la cualificación oficial de los denunciados debe compensarse con 
la firmeza judicial frente a la posible resistencia o demora en la aportación de medios 
de prueba, con la especial atención a diligencias de prueba cuyo origen se sitúe al 
margen de las instituciones afectadas por la denuncia, y con la presunción a efectos 
indagatorios de que las lesiones que eventualmente presente el detenido tras su deten-
ción y que eran inexistentes antes de la misma son atribuibles a las personas encarga-
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das de su custodia. Además se pone énfasis en que constituye una exigencia de 
racionalidad que la valoración del testimonio judicial del denunciante, que es un 
medio de indagación particularmente idóneo de las denuncias por tortura o por tratos 
inhumanos o degradantes, y de sus declaraciones previas ante los médicos, la policía 
o los órganos judiciales repare en que el efecto de la violencia ejercida sobre la liber-
tad y las posibilidades de autodeterminación del individuo no deja de producirse en el 
momento en el que físicamente cesa aquélla y se le pone a disposición judicial, sino 
que su virtualidad coactiva puede pervivir, y normalmente lo hará, más allá de su 
práctica (SSTC 34/2008, de 25 de febrero, FJ 7; 52/2008, de 14 de abril, FJ 2; 69/2008, 
de 23 de junio, FJ 2).»

(STC 123/2008, de 20 de 2008. Recurso de amparo núm. 3121/2005. Ponente: 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» 21-11-08).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Error patente

«Este Tribunal tiene reiteradamente declarado que el derecho a la tutela judicial 
efectiva requiere respuestas judiciales fundadas en Derecho, como garantía de que 
la decisión no sea consecuencia de una aplicación arbitraria de la legalidad, no 
resulte manifiestamente irrazonada o irrazonable o incurra en un error patente, pues, 
en tal caso, la aplicación de la legalidad sería tan sólo una mera apariencia (SSTC 
147/1999, de 4 de agosto, FJ 3; 25/2000, de 31 de enero, FJ 2; 87/2000, de 27 de 
marzo, FJ 3; 82/2001, de 26 de marzo, FJ 2; 221/2001, de 31 de octubre, FJ 6; 
55/2003, de 24 de marzo, FJ 6; y 223/2005, de 12 de septiembre, FJ 3, entre otras 
muchas). 

Ahora bien, para que un error, en tanto que manifestación del Juzgador no ajus-
tada a la realidad, pueda afectar al derecho a la tutela judicial efectiva (artículo 24.1 
CE) es necesario que concurran en él ciertas características, pues no toda inexactitud 
o equivocación del Juzgador tiene relevancia constitucional. Así, en primer término, 
el error ha de ser patente, manifiesto, evidente o notorio, en cuanto su existencia es 
inmediatamente verificable de forma clara e incontrovertible a partir de las actuacio-
nes judiciales. El error ha de ser, en segundo lugar, determinante de la decisión adop-
tada, de forma que constituya el soporte único o fundamental de la resolución, su ratio 
decidendi, de tal suerte que, comprobada su existencia, la fundamentación jurídica 
pierde el sentido y alcance que la justificaba y no puede conocerse cuál hubiese sido 
el sentido de la resolución de no haberse incurrido en el error. Además, la equivoca-
ción debe ser atribuible al órgano que la cometió, es decir, no imputable a la negligen-
cia o mala fe de la parte. Por último, el error ha de producir efectos negativos en la 
esfera jurídica del ciudadano. En resumen, para alcanzar relevancia constitucional, el 
error ha de ser patente, determinante de la decisión, atribuible al órgano judicial que 
lo comete y debe producir efectos negativos en la esfera del ciudadano (SSTC 
172/1985, de 16 de diciembre, FJ 7; 107/1987, de 25 de junio, FJ 1; 190/1990, de 26 
de noviembre, FJ 3; 219/1993, de 30 de junio, FJ 4; 162/1995, de 7 de noviembre, 
FJ 3; 63/1998, de 17 de marzo, FJ 2; 206/1999, de 8 de noviembre, FJ 4; 89/2000, 
de 27 de marzo de 2000, FJ 2; 169/2000, de 26 de junio, FJ 2; 281/2000, de 27 de 
noviembre, FJ 3; 287/2006, de 9 de octubre, FJ 2; 362/2006, de 18 de diciembre, FJ 2; 
y 161/2007, de 2 de julio, FJ 4, por todas).»

(STC 112/2008, de 29 de septiembre. Recurso de amparo núm. núm. 2484/2006. 
Ponente: D. Manuel Aragón Reyes. «BOE» 31-10-08).
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Derecho a la tutela judicial efectiva. Incongruencia de las resolucio-
nes judiciales

«Es doctrina reiterada de este Tribunal que el derecho fundamental reconocido en 
el artículo 24.1 CE tiene como contenido primario el que se obtenga de los órganos 
judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente con las pretensiones opor-
tunamente deducidas en el proceso. Ello implica que la resolución ha de contener los 
elementos y razones de juicio que permitan conocer cuáles han sido los criterios jurí-
dicos que fundamentan la decisión y que ese fundamento de la decisión ha de resultar 
de la aplicación no arbitraria, manifiestamente irrazonable o incursa en error patente 
de las normas que se consideren aplicables (por todas, STC 363/2006, de 18 de 
diciembre, FJ 2).

Estas exigencias adquieren perfiles propios respecto de los Juzgados de Vigilan-
cia Penitenciaria, debido a su fundamental papel en la preservación y salvaguarda de 
los derechos fundamentales de los reclusos, de ahí que la exigencia de una respuesta 
a las pretensiones formuladas por éstos en el ámbito de la potestad disciplinaria cobre 
una particular intensidad (en este sentido, STC 124/2007, de 21 de mayo, FJ 4). Más 
en concreto este Tribunal ha afirmado que, en la medida en que los recursos presenta-
dos por los internos ante el Juez de Vigilancia Penitenciaria contengan alegaciones 
referidas a un derecho fundamental, existirá denegación de tutela por incongruencia 
omisiva siempre que no exista resolución expresa, cuando menos, sobre tales preten-
siones (STC 2/2004, de 14 de enero, FJ 4, por todas).»

(STC 20/2009, de 26 de enero. Recurso de amparo núm. 4791/2005. Ponente: 
D. Eugeni Gay Montalvo. «BOE» 26-2-09).

«La doctrina constitucional consolidada sobre el vicio de incongruencia desta-
cando que éste viene referido al deber de decidir por parte de los órganos judiciales, 
que deben resolver los litigios que se sometan a su conocimiento ofreciendo respues-
tas a todas las pretensiones formuladas por las partes evitando que se produzca un 
desajuste entre el fallo judicial y los términos en que las partes formularon sus preten-
siones, concediendo más o menos o cosa distinta de lo pedido (por todas STC 40/2006, 
de 13 de febrero, FJ 2). Al conceder más, menos o cosa distinta a lo pedido, el órgano 
judicial incurre en las formas de incongruencia conocidas como omisiva, extra peti-
tum e incongruencia por error. La primera, la incongruencia omisiva o ex silentio, que 
es la que se aduce en la demanda de amparo, se produce cuando el órgano judicial 
deja sin contestar alguna de las pretensiones sometidas a su consideración por las 
partes, siempre que no quepa interpretar razonablemente el silencio judicial como una 
desestimación tácita cuya motivación pueda inducirse del conjunto de los razona-
mientos contenidos en la resolución, y sin que sea necesaria, para la satisfacción del 
derecho a la tutela judicial efectiva, una contestación explícita y pormenorizada a 
todas y cada una de las alegaciones que se aducen por las partes como fundamento de 
su pretensión, pudiendo bastar, en atención a las circunstancias particulares concu-
rrentes, con una respuesta global o genérica, aunque se omita respecto de alegaciones 
concretas no sustanciales.

En relación con el vicio de incongruencia este Tribunal distingue entre las que 
son meras alegaciones o argumentaciones aportadas por las partes en defensa de sus 
pretensiones y estas últimas en sí mismas consideradas, pues si con respecto a las 
primeras puede no ser necesaria una respuesta explícita y pormenorizada de todas 
ellas y, además, la eventual lesión del derecho fundamental deberá enfocarse desde el 
prisma del derecho a la motivación de toda resolución judicial, respecto de las segun-
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das la exigencia de respuesta congruente se muestra con todo rigor siempre y cuando 
la pretensión omitida haya sido llevada al juicio en el momento procesal oportuno.»

(STC 36/2009, de 9 de febrero. Recurso de amparo núm. 8591/2005. Ponente: 
D. Eugeni Gay Montalvo. «BOE» 14-3-09).

«La doctrina de este Tribunal en relación con la vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva (artículo 24.1 CE) que supone la llamada incongruencia omi-
siva es tan amplia como consolidada.

En lo que ahora interesa puede resumirse en que el vicio de incongruencia omi-
siva existe cuando el órgano judicial deja sin respuesta alguna de las cuestiones plan-
teadas por las partes, siempre que no quepa interpretar razonablemente el silencio 
judicial como una desestimación tácita cuya motivación pueda deducirse del con-
junto de los razonamientos contenidos en la resolución, pues la satisfacción del dere-
cho a la tutela judicial efectiva no exige una respuesta explícita y pormenorizada a 
todas y cada una de las alegaciones que se aducen como fundamento de la preten-
sión, pudiendo ser suficiente a los fines del derecho fundamental invocado, en aten-
ción a las circunstancias particulares del caso, una respuesta global o genérica a las 
alegaciones formuladas por las partes que fundamente la respuesta a la pretensión 
deducida, aun cuando se omita una respuesta singular a cada una de las alegaciones 
concretas no sustanciales [por todas, STC 218/2003, de 15 de noviembre, FJ 4 b)]. 
La exposición de esta conocida doctrina exige reiterar la precisión de que la con-
gruencia exige dar respuesta, no sólo a las pretensiones propiamente dichas, sino 
también a las alegaciones sustanciales, pues, tal como recordábamos en la STC 
85/2006, de 27 de marzo: “el derecho fundamental a obtener la tutela judicial efec-
tiva ‘no sólo se vulnera cuando la pretensión no recibe respuesta, sino también 
cuando el órgano judicial omite toda consideración sobre una alegación fundamental 
planteada oportunamente por las partes. Así lo ha declarado el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en los casos Hiro Balani c. España y Ruiz Torija c. España de 9 
de diciembre de 1994, y lo han reconocido nuestras SSTC 85/2000, de 27 de marzo; 
1/2001, de 15 de enero; 5/2001, de 15 de enero; 148/2003, de 14 de julio, y 8/2004, 
de 9 de febrero, entre otras’ (FJ 3)”. Finalmente, la circunstancia de que la preten-
dida incongruencia omisiva se considere producida en una Sentencia que resuelve un 
recurso de apelación, hace necesario recordar que la relevancia constitucional de la 
omisión de respuesta judicial a una pretensión o alegación fundamental exigirá que 
la concreta alegación forme parte del debate procesal que imperativamente ha de 
resolver el órgano judicial, bien porque haya sido expresamente reiterada o plan-
teada ex novo por alguna de las partes en la fase de apelación, bien porque, pese a 
aquella falta de reiteración de la petición subsidiaria en los sucesivos grados jurisdic-
cionales, la configuración legal del recurso de que se trate obligue a dar respuesta a 
todas las cuestiones controvertidas que hayan sido objeto del litigio, lo que implicará 
entonces, en defecto de una respuesta judicial completa, un vicio de incongruencia 
[STC 218/2003, de 15 de diciembre, FJ 4.b), que recuerda que así ocurría en el 
supuesto resuelto por nuestra STC 53/1991, de 11 de marzo, en relación con la casa-
ción por infracción de Ley].»

(STC 73/2009, de 23 de marzo. Recurso de amparo núm. 7536/2005. Ponente: 
D. Guillermo Jiménez Sánchez. «BOE» 27-4-09. En el mismo sentido, STC 165/2008, 
de 15 de diciembre, «BOE» 9-1-09).

«Desde la perspectiva constitucional, este Tribunal ha venido declarando reite-
radamente que, para que la incongruencia por exceso adquiera relevancia constitu-
cional y pueda ser constitutiva de una lesión del derecho a la tutela judicial efectiva 
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(artículo 24.1 CE), se requiere que la desviación o desajuste entre el fallo judicial y 
los términos en que las partes hayan formulado sus pretensiones, por conceder más 
de lo pedido (ultra petitum) o algo distinto de lo pedido (extra petitum), suponga una 
modificación sustancial del objeto procesal, con la consiguiente indefensión y sus-
tracción a las partes del verdadero debate contradictorio, produciéndose un fallo 
extraño a las respectivas pretensiones de las partes, de forma que la decisión judicial 
se haya pronunciado sobre temas o materias no debatidas oportunamente en el pro-
ceso y respecto de las cuales, por consiguiente, las partes no tuvieron la oportunidad 
de ejercitar adecuadamente su derecho de defensa, formulando o exponiendo las ale-
gaciones que tuvieran por conveniente en apoyo de sus respectivas posiciones proce-
sales. En algunas ocasiones, tiene declarado este Tribunal, ambos tipos de 
incongruencia pueden presentarse unidas, dándose la llamada incongruencia por 
error, que es aquélla en la que concurren al unísono las dos anteriores clases de 
incongruencia. En efecto, se trata de supuestos en los que, por error de cualquier 
género sufrido por el órgano judicial, no se resuelve sobre la pretensión o pretensio-
nes formuladas por las partes en la demanda o sobre los motivos del recurso, sino 
que equivocadamente se razona sobre otra pretensión absolutamente ajena al debate 
procesal planteado, dejando al mismo tiempo aquélla sin respuesta (por todas, SSTC 
15/1999, de 22 de febrero, FJ 2; 124/2000, de 16 de mayo, FJ 3;182/2000, de 10 de 
julio, FJ 3; 213/2000, de 18 de septiembre, FJ 3; 211/2003, de 1 de diciembre, FJ 4; 
8/2004, de 9 de febrero, FJ 4).»

(STC 83/2009, de 25 de marzo. Recurso de amparo núm. 7129/2005. Ponente. 
D. Javier Delgado Barrio. «BOE» 27-4-09).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Inexistencia del derecho a obte-
ner una condena penal

«Como se sintetiza en la STC 45/2005, de 28 de febrero (FJ 2), de acuerdo con la 
mencionada doctrina constitucional, la víctima de un delito no tiene un derecho fun-
damental, constitucionalmente protegido, a la condena penal de otra persona (por 
todas, SSTC 157/1990, de 18 de octubre, FJ 4; 199/1996, de 3 de diciembre, FJ 4; 
215/1999, de 29 de noviembre, FJ 1; 168/2001, de 16 de julio, FJ 7), sino que mera-
mente es titular del ius ut procedatur, es decir, del “derecho a poner en marcha un 
proceso, substanciado de conformidad con las reglas del proceso justo, en el que 
pueda obtener una respuesta razonable y fundada en Derecho” (por todas, 
STC 120/2000, de 10 de mayo, FJ 4), que ha sido configurado por este Tribunal como 
una manifestación específica del derecho a la jurisdicción (por todas, SSTC 31/1996, 
de 27 de febrero, FFJJ 10 y 11; 16/2001, de 29 de enero, FJ 4), y que no se agota en 
un mero impulso del proceso o una mera comparecencia en el mismo, sino que de él 
derivan con naturalidad y necesidad los derechos relativos a las reglas esenciales del 
desarrollo del proceso (SSTC 218/1997, de 4 de diciembre, FJ 2; 138/1999, de 22 de 
julio, FJ 5; 215/1999, de 29 de noviembre, FJ 1; 16/2001, de 29 de enero, FJ 4, entre 
otras muchas). Por ende, la función de este Tribunal en el cauce constitucional de 
amparo se limita a enjuiciar si las resoluciones judiciales impugnadas han respetado 
el ius ut procedatur del justiciable que ha solicitado protección penal de los derechos 
que las leyes en vigor reconocen.

Asimismo, como se recuerda en la citada Sentencia, este Tribunal ha precisado 
que si la queja del recurrente en amparo que ha intervenido como titular del ius ut 
procedatur en un proceso penal en el que ha recaído un pronunciamiento absolutorio 
se fundamenta en la vulneración de derechos procesales garantizados en el artículo 24 CE, 
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entonces, a diferencia de cuando el justiciable ha acudido a la vía penal como único 
medio de reacción contra derechos fundamentales sustantivos que considera lesiona-
dos y la jurisdicción penal no ha dictado un Sentencia condenatoria, sí es procedente, 
en caso del otorgamiento del amparo, declarar la nulidad de las resoluciones judicia-
les impugnadas y retrotraer las actuaciones al momento procesal oportuno anterior a 
aquél en que se produjo la lesión estimada. Pues, en efecto, la imposibilidad de que 
este Tribunal declare la nulidad de Sentencias penales absolutorias “no ha de enten-
derse referid[a] a las resoluciones absolutorias dictadas en el seno de un proceso penal 
sustanciado con lesión de las más esenciales garantías procesales de las partes, pues 
toda resolución judicial ha de dictarse en el seno de un proceso respetando en él las 
garantías que le son consustanciales” (por todas, SSTC 215/1999, de 29 de noviem-
bre, FJ 1; 168/2001, de 16 de julio, FJ 7).

En aplicación de esta doctrina hemos estimado posible la anulación de Sentencias 
absolutorias y la retroacción de actuaciones por haberse sustanciado el recurso de ape-
lación sin unir el escrito de impugnación de la acusación particular y, por tanto, sin que 
el órgano judicial lo tomara en consideración (STC 138/1999, de 22 de julio); por 
haberse producido incongruencia extra petitum, al introducirse en la Sentencia de ape-
lación un elemento que no había sido objeto de debate contradictorio (STC 215/1999, 
de 29 de noviembre); por haberse dictado Sentencia absolutoria en apelación sin haber 
tenido lugar el juicio oral en el que las partes hubieran podido ejercer su derecho de 
defensa (STC 168/2001, de 16 de julio); o, en fin, por poder incurrir la Sentencia abso-
lutoria en arbitrariedad, irrazonabilidad o error patente, no satisfaciendo así las exigen-
cias del derecho a la tutela judicial efectiva (STC 45/2005, de 28 de febrero, FJ 3).»

(STC 145/2009, de 15 de junio. Recurso de amparo núm. 863/2007. D. Vicente 
Conde Martín de Hijas. «BOE» 17-07-09).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Reforma peyorativa

«Hemos de recordar que desde las primeras resoluciones de este Tribunal hemos 
afirmado que la interdicción de la reformatio in peius, aunque no esté expresamente 
enunciada en el artículo 24 CE, tiene una dimensión constitucional, pues representa 
un principio procesal que forma parte del derecho a la tutela judicial efectiva a través 
del régimen de garantías legales de los recursos, que deriva, en todo caso, de la prohi-
bición constitucional de indefensión (entre otras, SSTC 54/1985, de 18 de abril, FJ 7; 
116/1988, de 20 de junio, FJ 2; 56/1999, de 12 de abril, FJ 2; 16/2000, de 31 de enero, 
FJ 5; 28/2003, de 10 de febrero, FJ 3; 249/2005, de 15 de noviembre, FJ 5). Es, ade-
más, una proyección de la congruencia en el segundo o posterior grado jurisdiccional, 
que impide al órgano judicial ad quem exceder los límites en que esté planteado el 
recurso, acordando una agravación de la sentencia impugnada que tenga origen exclu-
sivo en la propia interposición de éste (STC 17/2000, de 31 de enero, FJ 4), pues, de 
admitirse que los órganos judiciales pueden modificar de oficio en perjuicio del recu-
rrente la resolución por él impugnada, se introduciría un elemento disuasorio para el 
ejercicio del derecho a los recursos legalmente establecidos en la ley incompatible 
con la tutela judicial efectiva que vienen obligados a prestar los órganos judiciales 
(SSTC 114/2001, de 7 de mayo, FJ 4; 28/2003, de 10 de febrero, FJ 3; y 310/2005, 
de 12 de diciembre, FJ 2, por todas).

A lo anterior cabe añadir, siempre de acuerdo con nuestra doctrina, que es trasla-
dable al recurso de apelación contra sentencias penales lo dispuesto en el artículo 902 
de la Ley de enjuiciamiento criminal (LECrim) para el recurso de casación, a fin de 
preservar el principio acusatorio y evitar el agravamiento de la situación del conde-
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nado apelante por su solo recurso cuando ejercita el derecho a la segunda instancia en 
el orden penal que es producto de la conexión de los arts. 24.1 y 10.2 CE (SSTC 
54/1985, de 18 de abril, FJ 7; 84/1995, de 5 de junio, FJ 2; 115/1986, de 6 de octubre, 
FJ 2; 6/1987, de 28 de enero, FJ 2; 116/1988, de 20 de junio, FJ 2; 19/1992, de 14 de 
febrero, FJ 2; 56/1999, de 12 de abril , FJ 2; 16/2000, de 16 de enero, FJ 5; 200/2000, 
de 24 de julio, FJ 2). Lo cual agrega a la prohibición general de reforma peyorativa el 
nuevo matiz, constitucionalmente relevante, de la seguridad jurídica del condenado 
sobre la inmutabilidad de la Sentencia en su perjuicio si no media recurso de parte 
contraria, estando vedada la agravación de oficio “aunque fuera absolutamente evi-
dente su procedencia legal”, pues las garantías constitucionales deben prevalecer 
sobre el principio de estricta sumisión del Juez a la ley, incluso “para corregir de ofi-
cio en la alzada errores evidentes en la aplicación hecha de la misma en la instancia” 
(SSTC 153/1990, de 15 de octubre, FJ 5; 70/1999, de 26 de abril, FJ 8; 28/2003, de 10 
de febrero, FJ 5; y 310/2005, de 12 de diciembre, FJ 2).

En definitiva, para que pueda apreciarse la existencia de reforma peyorativa, cons-
titucionalmente prohibida, el empeoramiento de la situación del recurrente ha de resul-
tar de su propio recurso, sin mediación de pretensión impugnatoria de otra parte, y con 
excepción del daño que derive de la aplicación de normas de orden público procesal 
(por todas, SSTC 15/1987, de 11 de febrero, FJ 4; 17/1989, de 30 de enero, FJ 7; 
70/1999, de 26 de abril, FJ 5), “cuya recta aplicación es siempre deber del Juez, con 
independencia de que sea o no pedida por las partes” (SSTC 214/2000, de 16 de octu-
bre, FJ 3; 28/2003, de 10 de febrero, FJ 3; y 249/2005, de 15 de noviembre, FJ 5), 
excepción que no concurre en el presente caso, en contra de lo que sostiene en sus 
alegaciones el Abogado del Estado, porque la calificación de norma de orden público 
procesal no resulta aplicable a la norma cuestionada, artículo 57.2 CP. Así pues la 
eventual aplicación de oficio de la pena de alejamiento prevista en el citado precepto 
legal en la Sentencia que resuelva el recurso de apelación interpuesto por el condenado 
“desborda totalmente las facultades judiciales de velar por el orden público procesal, y 
perjudica gravemente al acusado, precisamente con ocasión del recurso que la Consti-
tución exige que exista para revisar su condena” (STC 70/1999, de 26 de abril, FJ 7).»

(STC 141/2008, de 30 de octubre. Cuestión de inconstitucionalidad 
núm. 6563/2006. D. Manuel Aragón Reyes. «BOE» 21-11-09).

Indefensión

«Hemos de reiterar que, sobre el derecho fundamental a no padecer indefensión, 
este Tribunal ha dicho que “la indefensión es una noción material que se caracteriza 
por suponer una privación o minoración sustancial del derecho de defensa; un menos-
cabo sensible de los principios de contradicción y de igualdad de las partes que impide 
o dificulta gravemente a una de ellas la posibilidad de alegar y acreditar en el proceso 
su propio derecho, o de replicar dialécticamente la posición contraria en igualdad de 
condiciones con las demás partes procesales. Por otro lado, para que la indefensión 
alcance la dimensión constitucional que le atribuye el artículo 24 CE, se requiere que 
los órganos judiciales hayan impedido u obstaculizado en el proceso el derecho de las 
partes a ejercitar su facultad de alegar y justificar sus pretensiones, esto es, que la 
indefensión sea causada por la incorrecta actuación del órgano jurisdiccional (SSTC 
109/1985, de 8 de octubre, FJ 3; 116/1995, de 17 de julio, FJ 3; 107/1999, de 14 de 
junio, FJ 5; 114/2000, de 5 de mayo, FJ 2; 237/2001, de 18 de diciembre, FJ 5, entre 
otras muchas)” (STC 126/2006, de 24 de abril). No obstante, también ha señalado que 
“la infracción por los órganos judiciales de las reglas procesales carece no obstante de 
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relevancia constitucional cuando el propio interesado ha contribuido decisivamente, 
con su impericia o negligencia, a causar la situación de indefensión que denuncia. Por 
esta razón en esa misma jurisprudencia está también dicho que no hay vulneración del 
derecho a la tutela judicial efectiva que garantiza el artículo 24.1 CE cuando el propio 
interesado, ignorando o despreciando las posibilidades de subsanación a su alcance, 
no hizo lo necesario para defender sus derechos e intereses, ‘cooperando con ello, al 
menoscabo de su posición procesal’ (STC 287/2005, de 7 de noviembre, FJ 2)” 
(STC 14/2008, de 31 de enero, FJ 3)».

(STC 62/2009, de 9 de marzo. Recurso de amparo núm. 3485/2006. Ponente. 
D.ª María Emilia Casas Baamonde. «BOE» 14-4-09).

ARTíCULO 24.2

Derecho a ser informado de la acusación

«Al definir el contenido del derecho a ser informado de la acusación, este Tribunal 
ha declarado reiteradamente en anteriores resoluciones que “forman parte indudable 
de las garantías que derivan del principio acusatorio las que son contenido del derecho 
a ser informado de la acusación”, derecho que encierra un “contenido normativo com-
plejo”, cuya primera perspectiva consiste en la exigencia constitucional de que el acu-
sado tenga conocimiento previo de la acusación formulada contra él en términos 
suficientemente determinados para poder defenderse de ella de manera contradictoria 
[SSTC 12/1981, de 10 de abril, FJ 4; 95/1995, de 19 de junio, FJ 3 a); 302/200, de 11 
de septiembre, FJ 2]. Esta exigencia se convierte así en un instrumento indispensable 
para poder ejercer el derecho de defensa, pues mal puede defenderse de algo quien no 
sabe qué hechos en concreto se le imputan. Hemos señalado también que, a efectos de 
la fijación de la acusación en el proceso, el instrumento procesal esencial es el escrito 
de conclusiones definitivas, el cual debe contener “los hechos relevantes y esenciales 
para efectuar una calificación jurídica e integrar un determinado delito”, que es lo que 
ha de entenderse “por hecho punible a los efectos de la necesidad constitucional de 
conocer la acusación para poder ejercer el derecho de defensa”   (STC 87/2001, de 2 de 
abril, FJ 6). Por eso no es conforme con la Constitución ni la acusación implícita, ni la 
tácita, sino que la acusación debe ser formulada de forma expresa y en términos que no 
sean absolutamente vagos o indeterminados (SSTC 36/1996, de 11 de marzo, FJ 5; 
87/2001, de 2 de abril, FJ 5; 33/2003, de 13 de febrero, FJ 3; 299/2006, de 23 de octu-
bre, FJ 2; 347/2006, de 11 de diciembre, FJ 2).»

(STC 34/2009, de 9 de febrero. Recurso de amparo núm. 5828/2005. Ponente: 
D. Vicente Conde Martín de Hijas. «BOE» 14-3-09).

Derecho a un proceso con todas las garantías. Derecho a un Juez 
imparcial

«Otra de las garantías fundamentales del derecho a un proceso justo es la del 
derecho al juez imparcial que, al propio tiempo, configura un derecho fundamental 
implícito en el derecho al juez legal proclamado en el mismo núm. 2 del artículo 24 
CE (por todas, STC 162/1999, de 27 de septiembre, FJ 2). La imparcialidad y objeti-
vidad de los Jueces y Tribunales es una garantía fundamental de la Administración de 
Justicia dirigida a asegurar que la razón última de la decisión adoptada sea conforme 
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al ordenamiento jurídico y por un tercero ajeno tanto a los intereses en litigio como a 
sus titulares (entre las últimas, SSTC 45/2006, de 13 de febrero, FJ 4; y 143/2006, de 
8 de mayo, FJ 3). Por esta razón, este Tribunal ha declarado que las causas de absten-
ción y recusación, en la medida en que están dirigidas a tutelar la imparcialidad del 
juzgador, integran este derecho fundamental proclamado por el artículo 24.2 CE 
(entre las últimas, SSTC 306/2005, de 12 de diciembre, FJ 2; y 116/2006, de 24 de 
abril, FJ 3).

Por otra parte, hay que tener presente que imparcialidad del Juez se puede anali-
zarse desde una doble vertiente: a) La “subjetiva” o relativa a la relación del Juez con 
las partes, pues la neutralidad de los juzgadores se relaciona con la propia disposición 
del ánimo, con su actitud respecto de los contendientes, sin inclinarse a ninguno de 
ellos; y b) La “objetiva”, en tanto que busca preservar la relación del Juzgador con el 
objeto del proceso y que se dirige a asegurar que los Jueces y Magistrados que inter-
vengan en la resolución de un recurso se acerquen al mismo sin prevenciones ni pre-
juicios que en su ánimo pudieran quizás existir a raíz de una relación o contacto 
previos con el objeto del proceso (por todas, STC 47/1998, de 2 de marzo, FJ 4).»

(STC 164/2008, de 15 de diciembre. Recurso de amparo 2387/2005. Ponente. 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» 9-1-09).

Derecho a un proceso con todas las garantías. Derecho a un Juez 
ordinario predeterminado por la Ley

«Una de las garantías previstas en el apartado 2 del artículo 24 CE es la relativa 
al juez ordinario predeterminado por la ley, en cuyo contenido se encuentra la compo-
sición del órgano judicial que ha de venir determinada por Ley, debiendo seguirse en 
cada caso concreto el procedimiento legalmente establecido para la designación de 
los miembros que han de constituir el órgano correspondiente (SSTC 69/2001, de 17 
de marzo, FJ 9; 37/2003, de 25 de febrero, FJ 4; y 181/2004, de 2 de noviembre, FJ 7). 
Eso sí, ni puede confundirse el contenido del derecho al juez predeterminado por la 
ley con el derecho a que las normas sobre distribución de competencias entre los 
órganos jurisdiccionales se interpreten en un determinado sentido (entre muchas, 
SSTC 238/1998, de 15 de diciembre, FJ 3; 49/1999, de 5 de abril, FJ 2; y 183/1999, 
de 11 de octubre, FJ 2), ni tampoco la falta de notificación de sustitución del Magis-
trado Ponente configura una irregularidad procesal relevante desde el punto de vista 
del derecho al juez predeterminado por la ley, salvo que esté incurso en causa de recu-
sación (STC 116/2006, de 24 de abril, FJ 2). Con esta segunda garantía se trata de 
proteger indirectamente la independencia e imparcialidad del Juez, requisitos ambos 
necesarios para proteger el derecho al juez ordinario predeterminado por la ley (por 
ejemplo, SSTC 171/1999, de 27 de septiembre, FJ 2; 183/1999, de 11 de octubre, 
FJ 2; y 162/2000, de 12 de junio, FJ 2).»

(STC 164/2008, de 15 de diciembre. Recurso de amparo 2387/2005. Ponente. 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» 9-1-09).

Derecho a un proceso con todas las garantías. Valoración de pruebas 
derivadas de otras obtenidas con vulneración de derechos fundamen-
tales. Prueba ilícita

«En relación con la alegación de lesión del derecho al proceso con todas las 
garantías y a la presunción de inocencia, por la condena en virtud de pruebas (diligen-
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cia de entrada y registro, declaraciones de coacusados, propia declaración sumarial, 
etc.) que deberían haber sido “arrastradas” por la nulidad de las intervenciones telefó-
nicas apreciada por el Tribunal Supremo en los fundamentos de su Sentencia de casa-
ción, la cuestión, como apunta el Ministerio Fiscal, enlaza directamente con la 
conexión de antijuridicidad entre las pruebas ilícitas y las reflejas, y su alcance.

Sobre el citado extremo ha tenido ocasión de pronunciarse este Tribunal. En STC 
28/2002, de 11 de febrero, FJ 4, dijimos que “desde la STC 114/1984, de 29 de 
noviembre, hemos sostenido que, aunque la prohibición de valorar en juicio pruebas 
obtenidas con vulneración de derechos fundamentales sustantivos no se halla procla-
mada en un precepto constitucional, tal valoración implica una ignorancia de las 
garantías propias del proceso (artículo 24.2 CE) y una inaceptable confirmación insti-
tucional de la desigualdad entre las partes en el juicio, y en virtud de su contradicción 
con ese derecho fundamental y, en definitiva, con la idea de ‘proceso justo’, debe 
considerarse prohibida por la Constitución (STC 114/1984, de 29 de noviembre, FJ 5 
y, entre las más recientes, SSTC 81/1998, de 2 de abril, FJ 2; 69/2001, de 17 de marzo, 
FJ 26). Tal prohibición atañe no sólo a los resultados directos de la intervención, sino 
que se extiende a ‘cualquier otra prueba derivada de la observación telefónica, siem-
pre que exista una conexión causal entre ambos resultados probatorios’ (STC 49/1996, 
de 26 de marzo, FJ 3), aunque derive indirectamente de aquélla (SSTC 85/1994, de 14 
de marzo, FJ 4; 86/1995, de 6 de junio, FJ 3; 181/1995, de 11 de diciembre, FJ 4; 
54/1996, de 26 de marzo, FJ 8)”.

Junto a esta regla general, en supuestos excepcionales hemos considerado lícita 
la valoración de pruebas que, aun cuando se encuentren conectadas desde una pers-
pectiva natural con el hecho vulnerador del derecho fundamental, por derivar del 
conocimiento adquirido a partir del mismo, puedan considerarse jurídicamente inde-
pendientes (SSTC 86/1995, de 6 de junio, FJ 4; 54/1996, de 26 de marzo, FJ 6; 
81/1998, de 2 de abril, FJ 4; 151/1998, de 13 de julio, FJ 3; 166/1999, de 27 de sep-
tiembre, FJ 4; 136/2000, de 29 de mayo, FJ 6). La razón fundamental que avala la 
independencia jurídica de unas pruebas respecto de otras radica en que las pruebas 
derivadas son, desde su consideración intrínseca, constitucionalmente legítimas, pues 
ellas no se han obtenido con vulneración de ningún derecho fundamental (STC 
184/2003 de 23 de octubre, FJ 2). “Por ello, para concluir que la prohibición de valo-
ración se extiende también a ellas, habrá de precisarse que se hallan vinculadas a las 
que vulneraron el derecho fundamental sustantivo de modo directo, esto es, habrá que 
establecer un nexo entre unas y otras que permita afirmar que la ilegitimidad constitu-
cional de las primeras se extiende también a las segundas (conexión de antijuridici-
dad). En la presencia o ausencia de esa conexión reside, pues, la ratio de la interdicción 
de la valoración de las pruebas obtenidas a partir del conocimiento derivado de otras 
que vulneran el derecho al secreto de las comunicaciones” (STC 81/1998, de 2 de 
abril, FJ 4).

En esta última Sentencia establecimos también una doble perspectiva de análisis 
para determinar si existe o no la conexión de antijuridicidad: una perspectiva interna, 
que atiende a la índole y características de la vulneración del derecho al secreto de las 
comunicaciones en la prueba originaria (qué garantías de la injerencia en el derecho 
se han visto menoscabadas y en qué forma), así como al resultado inmediato de la 
infracción (el conocimiento adquirido a través de la injerencia practicada inconstitu-
cionalmente), y otra perspectiva externa, que atienda a las necesidades esenciales de 
tutela de la realidad y efectividad del derecho al secreto de las comunicaciones. Con-
cretamente hemos dicho que: “Estas dos perspectivas son complementarias, pues sólo 
si la prueba refleja resulta jurídicamente ajena a la vulneración del derecho y la prohi-
bición de valorarla no viene exigida por las necesidades esenciales de tutela del 
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mismo cabrá entender que su efectiva apreciación es constitucionalmente legítima, al 
no incidir negativamente sobre ninguno de los dos aspectos que configuran el conte-
nido del derecho fundamental sustantivo” (STC 81/1998, de 2 de abril, FJ 4; en el 
mismo sentido, entre otras, SSTC 121/1998, de 15 de junio, FJ 6; 49/1999, de 5 de 
abril, FJ 14; 94/1999, de 31 de mayo, FJ 6; 166/1999, de 27 de septiembre, FJ 4; 
171/1999, de 27 de septiembre, FJ 4; 136/2000, de 29 de mayo, FJ 6).

Por tanto la valoración en juicio de pruebas que pudieran estar conectadas con 
otras obtenidas con vulneración de derechos fundamentales sustantivos requiere un 
análisis a dos niveles: en primer lugar, ha de analizarse si existe o no conexión causal 
entre ambas pruebas, conexión que constituye el presupuesto para poder hablar de 
prueba derivada.

Sólo si existiera dicha conexión procedería el análisis de la conexión de antijuri-
dicidad (cuya inexistencia legitimaría la posibilidad de valoración de la prueba deri-
vada). De no darse siquiera la conexión causal no sería necesario ni procedente 
analizar la conexión de antijuridicidad, y ninguna prohibición de valoración en juicio 
recaería sobre la prueba en cuestión. En definitiva, se considera lícita la valoración de 
pruebas causalmente conectadas con la vulneración de derechos fundamentales, pero 
jurídicamente independientes, esto es, las pruebas derivadas o reflejas (por todas 
SSTC 81/1998, de 2 de abril, FJ 4, y 22/2003, de 10 de febrero, FJ 10).

Por último hemos afirmado que la valoración acerca de si se ha roto o no el nexo 
entre una prueba y otra no es, en sí misma, un hecho, sino un juicio de experiencia 
acerca del grado de conexión que determina la pertinencia o impertinencia de la 
prueba cuestionada que corresponde, en principio, a los Jueces y Tribunales ordina-
rios, limitándose nuestro control a la comprobación de la razonabilidad del mismo 
(STC 81/1998, de 2 de abril, FJ 5, citando ATC 46/1983, de 9 de febrero, FJ 6, y 
SSTC 51/1985, de 10 de abril, FJ 9; 174/1985, de 17 de diciembre, FJ 2; 63/1993, de 
1 de marzo, FJ 5; 244/1994, de 15 de septiembre, FJ 2, entre otras).

Por otra parte hemos mantenido la desconexión de antijuridicidad, por gozar de 
independencia jurídica, en supuestos de declaración autoincriminatoria, no sólo de 
acusado en plenario (SSTC 136/2006, de 8 de mayo, FFJJ 6 y 7, y 49/2007, de 12 de 
marzo, FJ 2), sino incluso de imputado en instrucción (SSTC 167/2002, de 18 de 
septiembre, FJ 8; 184/2003, de 23 de octubre, FJ 2), y entre la declaración de impu-
tado y la entrada y registro (STC 136/2000, de 29 de mayo, FJ 8) “en atención a las 
propias garantías constitucionales que rodean la práctica de dichas declaraciones, que 
permite afirmar la espontaneidad y voluntariedad de las mismas”, y porque “la admi-
sión voluntaria de los hechos no puede considerarse un aprovechamiento de la lesión 
del derecho fundamental” (SSTC 161/1999, de 27 de septiembre, FJ 4; 8/2000, de 17 
de enero, FJ 3; 136/2000, de 29 de mayo, FJ 8). E igualmente hemos mantenido la 
posible independencia y validez de la diligencia de entrada y registro, y de las eviden-
cias obtenidas en ella, respecto de las intervenciones telefónicas ilícitas si la misma se 
pudiere haber obtenido de un modo lícito por el órgano judicial, de haberse conocido 
por este la circunstancia de la lesividad de un derecho fundamental (STC 22/2003, de 
10 de febrero, FFJJ 10 y 11, con cita en el FJ 10 de la STC 49/1999, de 5 de abril, 
FJ 5, o 171/1999, de 27 de septiembre, FJ 4), o “examinando la valoración individua-
lizada de las pruebas efectuada por el Tribunal penal para condenar” (STC 87/2001, 
de 2 de abril, FJ 4).»

(STC n.º 66/2009, de 9 de marzo. Recurso de amparo 7510/2006. Ponente. 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» 14-4-09).



 Sección de Jurisprudencia 627

ADPCP, VOL. LxII, 2009

Derecho a un proceso con todas las garantías. Valoración de las prue-
bas en segunda instancia penal

«Constituye ya consolidada doctrina de este Tribunal, que parte de la Sentencia de 
Pleno 167/2002, de 18 de septiembre, FFJJ 9 a 11, y es seguida en numerosas Senten-
cias posteriores (entre las últimas, SSTC 182/2007, de 10 de septiembre; 196/2007, 
de 11 de septiembre; 207/2007, de 24 de septiembre; 245/2007, de 10 de diciembre; 
28/2008, de 11 de febrero, FJ 2, y 36/2008, de 25 de febrero, FJ 5), que el derecho 
fundamental del acusado a un proceso con todas las garantías (artículo 24.2 CE) exige 
que la valoración de las pruebas de naturaleza personal sólo pueda ser realizada por el 
órgano judicial ante el que se practiquen, y siempre que además dicha práctica se rea-
lice en condiciones plenas de contradicción y publicidad. Por ello hemos apreciado 
vulneración de este derecho fundamental en los supuestos en que, tras ser dictada una 
sentencia penal absolutoria en primera instancia, la misma es revocada en apelación y 
dictada una sentencia condenatoria que se sustenta en una diferente valoración de tes-
timonios (declaraciones de los acusados o declaraciones testificales), medios de prueba 
que, por su carácter personal, no podían ser valorados de nuevo sin el examen directo 
y personal de los acusados o los testigos, en un debate público en el que se respete la 
posibilidad de contradicción. Y expresamente hemos afirmado que la exigencia de 
inmediación de la práctica de este tipo de pruebas “perdería su finalidad de garantía de 
la defensa efectiva de las partes y de la corrección de la valoración si una instancia 
superior pudiera proceder a una nueva consideración de los testimonios vertidos en el 
juicio a partir de la fundamentación de la Sentencia recurrida o de la sola constancia 
documental que facilita el acta del mismo” (SSTC 105/2005, de 9 de mayo, FJ 1; 
111/2005, de 9 de mayo, FJ 1; 112/2005, de 9 de mayo, FJ 2; 185/2005, de 4 de julio, 
FJ 2; 245/2007, de 10 de diciembre, FJ 3; 28/2008, de 11 de febrero, FJ 2).

Más en concreto, y por lo que se refiere a la valoración de pruebas indiciarias, este 
Tribunal ha declarado que, cuando el órgano de apelación se limita a rectificar la infe-
rencia realizada por el de instancia a partir de unos hechos base que resultan acredita-
dos en ésta, estamos ante una cuestión que puede resolverse adecuadamente sobre la 
base de lo actuado, sin que sea necesario, para garantizar un proceso justo la reproduc-
ción del debate público y la inmediación (SSTC 170/2002, de 30 de septiembre, FJ 15; 
113/2005, de 9 de mayo, FFJJ 3, 4 y 5; 119/2005, de 9 de mayo, FJ 3; 74/2006, de 13 
de marzo, FJ 3; 43/2007, de 26 de febrero, FJ 5; 19672007, de 11 de septiembre, FJ 2; 
SSTEDH de 29 de octubre de 1991, caso Jan Ake Andersson c. Suecia; caso Fejde c. 
Suecia; 5 de diciembre de 2002, caso Hoppe c. Alemania). Pero también hemos afir-
mado que concurre la vulneración del derecho a un proceso con todas las garantías 
cuando, en la segunda instancia, y sobre la base de indicios que provienen inequívoca-
mente de una valoración de pruebas personales, se corrigen las conclusiones del órgano 
a quo sin celebrar nueva vista ni haber podido, por tanto, examinar directa y personal-
mente dichas pruebas (SSTC 189/2003, de 27 de octubre, FJ 5; 114/2006, de 5 de abril, 
FJ 2; 217/2006, de 3 de julio, FJ 1; 36/2008, de 25 de febrero, FJ 5).

Por lo demás la valoración de pruebas personales sin la concurrencia de estas 
garantías elementales significará también la vulneración del derecho a la presunción 
de inocencia (artículo 24.2 CE) en la medida en que la eliminación de las pruebas 
irregularmente valoradas deje sin sustento el relato de hechos probados que soporta la 
declaración de culpabilidad del acusado. Esto sucederá, por supuesto, cuando la 
prueba personal eliminada sea la única tomada en cuenta por la resolución impug-
nada, pero también cuando, a partir de su propia motivación, se constate que dicha 
prueba era esencial para llegar a la conclusión fáctica incriminatoria, de modo que 
con su exclusión la inferencia de dicha conclusión devenga ilógica o no concluyente a 
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partir de los presupuestos de la propia Sentencia (SSTC 105/2005, de 9 de mayo, 
FJ 1; 185/2005, de 4 de julio, FJ 2; 126/2007, de 21 de mayo, FJ 4; 207/2007, de 24 
de septiembre, FJ 2; 28/2008, de 11 de febrero, FJ 2; 36/2008, de 25 de febrero, FJ 5, 
entre otras muchas.»

(STC 24/2009, de 26 de enero. Recurso de amparo núm. 9469/2005. Ponente: 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» 26-2-09).

«Su examen requiere traer a colación, siquiera de manera sucinta, la consolidada 
doctrina constitucional, iniciada en la STC 167/2002, de 18 de septiembre (FFJJ 9 
a 11), y reiterada en numerosas Sentencias posteriores, según la cual el respeto a los 
principios de publicidad, inmediación y contradicción, que forman parte del contenido 
del derecho a un proceso con todas las garantías (artículo 24.2 CE), impone inexora-
blemente que toda condena se fundamente en una actividad probatoria que el órgano 
judicial haya examinado directa y personalmente en un debate público, en el que se 
respete la posibilidad de contradicción, por lo que, cuando en la apelación se planteen 
cuestiones de hecho suscitadas por la valoración o ponderación de las pruebas persona-
les de las que dependa la condena del acusado, resultará necesaria la celebración de 
vista pública en segunda instancia para que el órgano judicial de apelación pueda resol-
ver tomando conocimiento directo e inmediato de dichas pruebas. En aplicación de 
esta doctrina hemos dicho que el respeto a los principios de publicidad, inmediación y 
contradicción exige que el Tribunal de apelación oiga personalmente a los testigos, 
peritos y acusados que hayan prestado testimonio y declaración en el acto del juicio, 
dado el carácter personal de estos medios de prueba, a fin de llevar a cabo su propia 
valoración y ponderación y corregir la efectuada por el órgano de instancia (por todas, 
SSTC 10/2004, de 9 de febrero, FFJJ 5, 6 y 7; 324/2005, de 12 de diciembre, FJ 3; 
24/2006, de 30 de enero, FJ 1; 90/2006, de 27 de marzo, FJ 3; 360/2006, de 18 de 
diciembre, FFJJ 3 y 4; 3/2009, de 12 de enero, FJ 2; 21/2009, de 26 de enero, FJ 2).

Más en concreto, y por lo que se refiere a la valoración de las pruebas indiciarias, 
este Tribunal ha declarado que, cuando el órgano de apelación se limita a rectificar la 
inferencia realizada por el de instancia a partir de unos hechos base que resultan acre-
ditados en ésta, estamos ante una cuestión que puede resolverse adecuadamente con 
base en lo actuado, sin que sea necesario, para garantizar un proceso justo, la reproduc-
ción del debate público y la inmediación. Pero también hemos afirmado que concurre 
la vulneración del derecho a un proceso con todas las garantías cuando en la segunda 
instancia, y con base en indicios que provienen inequívocamente de una valoración de 
las pruebas personales, se corrigen las conclusiones del órgano a quo sin celebrar nueva 
vista ni haber podido, por tanto, examinar directa y personalmente dichas pruebas (por 
todas, SSTC 189/2003, de 27 de octubre, FJ 5; 114/2006, de 5 de abril, FJ 2; 217/2006, 
de 3 de julio, FJ 1; 36/2008, de 25 de enero, FJ 5; 24/2009, de 26 de enero, FJ 2). 

La constatación de la anterior vulneración determinaría también la del derecho a 
la presunción de inocencia (artículo 24.2 CE) si los aludidos medios de prueba perso-
nales indebidamente valorados por la Audiencia Provincial fueran las únicas pruebas 
de cargo en las que se fundamentase o pudiera fundamentarse la condena. Sin 
embargo, en aquellos casos en los que, al margen de las pruebas no susceptibles de 
valoración por el Tribunal ad quem, existan otras válidamente practicadas, la misión 
de este Tribunal no es, en principio, dada la subsidiariedad del recurso de amparo, la 
de realizar una valoración de aquellas pruebas para decidir si las constitucionalmente 
válidas son suficientes o no para sustentar la declaración de culpabilidad o condena 
del demandante de amparo, pues tal valoración corresponde primariamente al órgano 
judicial que conoce del recurso de apelación. Por ello en tales ocasiones lo procedente 
es ordenar la retroacción de las actuaciones judiciales hasta el momento anterior al de 
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haberse dictado Sentencia de apelación, a fin de que se dicte otra respetuosa con el 
derecho fundamental vulnerado (por todas, SSTC 91/2006, de 27 de marzo, FJ 5; 
360/2006, de 18 de diciembre, FJ 5; 3/2009, de 12 de enero, FJ 4).

(STC 80/2009, de 23 de marzo. Recurso de amparo núm. 10178/2006. Ponente: 
D. Vicente Conde Martín de Hijas. BOE 27-4-09. En el mismo sentido, STC 1/2009 
y 3/2009, de 12 de enero, «BOE» 13-2-09; STC 21/2009, de 26 de enero, 
«BOE» 26-2-09; 46/2009 y 49/2009, de 23 de febrero, «BOE» 28-3-09; STC 64/2009, 
de 9 de marzo, «BOE» 14-4-09; 103/2009, de 28 de abril, «BOE» 23-5-09; STC 132/2009, 
de 1 de junio, «BOE» 2-7-09; STC 144/2009, de 15 de junio, «BOE» 17-07-09).

Derecho a un proceso con todas las garantías. Valoración de las prue-
bas en recurso de casación penal

«La doctrina establecida a partir de la STC 167/2002, de 18 de septiembre, a la 
que el recurrente apela, proscribe la revocación de sentencias absolutorias o con pro-
nunciamientos menos graves que el solicitado por el apelante sobre la base de una 
nueva valoración de pruebas personales practicadas sin atender a la citada garantía 
constitucional (por todas, STC 124/2008, de 20 de octubre, FJ 2), pero tal exigencia 
de inmediación no alcanza a la revisión de la calificación jurídica de los hechos, ni 
tampoco a la revisión de los hechos mismos, cuando ello se fundamente, o bien en 
una nueva valoración de pruebas documentales, o bien en un nuevo juicio de inferen-
cia derivado de los hechos base declarados probados en la instancia (por todas, SSTC 
196/2007, de 11 de septiembre, FJ 2; 64/2008, de 26 de mayo, FJ 3). Debido a ello en 
la STC 29/2008, de 20 de febrero [FJ 3.b)] hemos podido afirmar que «las conclusio-
nes alcanzadas por este Tribunal en la STC 167/2002, de 18 de septiembre ... no son 
directamente extrapolables a la casación penal, dadas las diferencias que cabe estable-
cer entre la revisión que se produce en dicha sede, de carácter limitado y tasado, y la 
que tiene lugar en apelación a través de un novum iudicium», toda vez que, cuando lo 
que se somete a revisión es la calificación jurídica de los hechos, el alcance de la 
casación se establece precisamente a partir de los pronunciamientos de la sentencia de 
instancia (SSTC 183/2005, de 4 de julio, FJ 5; 124/2008, de 20 de octubre, FJ 2).» 

(STC 91/2009, de 20 de abril. Recurso de amparo núm. 6137/2003. Ponente: 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» 23-5-09).

Derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa

«Este Tribunal ha reiterado que la vulneración el derecho a utilizar los medios de 
prueba pertinentes para la defensa (artículo 24.2 CE) exige, en primer lugar, que el 
recurrente haya instado a los órganos judiciales la práctica de una actividad probatoria, 
respetando las previsiones legales al respecto; en segundo lugar, que los órganos judi-
ciales hayan rechazado su práctica sin motivación, con una motivación incongruente, 
arbitraria o irrazonable, de una manera tardía o que habiendo admitido la prueba final-
mente no hubiera podido practicarse por causas imputables al propio órgano judicial; 
en tercer lugar, que la actividad probatoria que no fue admitida o practicada hubiera 
podido tener una influencia decisiva en la resolución del pleito, generando indefensión 
al recurrente; y, por último, que el recurrente en la demanda de amparo alegue y funda-
mente los anteriores extremos (por todas, STC 136/2007, de 4 de junio, FJ 2).

Por lo que se refiere a la legalidad de la petición probatoria, hemos destacado que 
tiene el doble sentido de que el medio de prueba esté autorizado por el Ordenamiento y 
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de que la prueba se haya solicitado en la forma y momento legalmente establecidos, 
correspondiendo dicha valoración a los órganos judiciales y no al Tribunal Constitucio-
nal (por todas, STC 48/2008, de 11 de marzo, FJ 3). En cuanto a que la ausencia de la 
práctica de la prueba sea imputable al órgano judicial y no a la falta de diligencia de la 
parte, este Tribunal ya ha señalado que cuando la prueba ha sido admitida y declarada 
pertinente, y el propio órgano judicial ha ordenado su práctica, que, además, depende por 
entero de la intervención de otro poder público, es de su responsabilidad asegurarse de 
que la prueba se lleva en efecto a cabo. Y, de no ser así, ha de adoptar las medidas opor-
tunas para asegurar una eficiente tutela de los derechos fundamentales de las partes en el 
proceso, y en particular de sus derechos a utilizar los medios de prueba pertinentes (ar-
tículo 24.2 CE) y a no sufrir indefensión como consecuencia de los avatares que tengan 
lugar en el trámite probatorio (por todas, STC 240/2007, de 10 de diciembre, FJ 2).

Por último, en cuanto a que la prueba no admitida o no practicada hubiera podido 
tener una influencia decisiva en la resolución del procedimiento, este Tribunal ha 
puesto de manifiesto que no toda irregularidad u omisión procesal en materia de 
prueba causa por sí misma indefensión material constitucionalmente relevante, toda 
vez que el elemento esencial para que pueda considerarse vulnerado este derecho 
fundamental, en tanto que queda condicionado por su carácter de derecho constitucio-
nal de carácter procedimental, reside en la necesidad de demostrar que la actividad 
probatoria era decisiva en términos de defensa, esto es, que de haberse practicado la 
prueba omitida la resolución final del proceso hubiera podido ser distinta en el sentido 
de ser favorable a quien denuncia la infracción del derecho fundamental (por todas, 
STC 185/2007, de 10 de septiembre, FJ 2).»

(STC 156/2008, de 24 de noviembre. Recurso de amparo núm. 9300/2006. 
Ponente: D. Pablo Pérez Tremps. «BOE» 12-12-08).

«La doctrina constitucional relativa al derecho a la utilización de los medios de 
prueba pertinentes. Tal doctrina se sintetiza por la STC 86/2008, de 21 de julio, FJ 3, 
en los siguientes términos:

“a) Se trata de un derecho fundamental de configuración legal, en la delimita-
ción de cuyo contenido constitucionalmente protegido coadyuva de manera activa el 
legislador, en particular al establecer las normas reguladoras de cada concreto orden 
jurisdiccional, a cuyas determinaciones habrá de acomodarse el ejercicio de este dere-
cho, de tal modo que para entenderlo lesionado será preciso que la prueba no admitida 
o no practicada se haya solicitado en la forma y momento legalmente establecidos, y 
sin que en ningún caso pueda considerarse menoscabado este derecho cuando la inad-
misión de una prueba se haya producido debidamente en aplicación estricta de nor-
mas legales cuya legitimidad constitucional no pueda ponerse en duda [por todas, 
STC 133/2003, 30 de junio, FJ 3 a)].

b) Este derecho no tiene carácter absoluto; es decir, no faculta para exigir la 
admisión de todas las pruebas que puedan proponer las partes en el proceso, sino que 
atribuye únicamente el derecho a la recepción y práctica de aquéllas que sean perti-
nentes, correspondiendo a los órganos judiciales el examen sobre la legalidad y perti-
nencia de las pruebas solicitadas.

c) El órgano judicial ha de motivar razonablemente la denegación de las prue-
bas propuestas, de modo que puede resultar vulnerado este derecho cuando se inadmi-
tan o inejecuten pruebas relevantes para la resolución final del asunto litigioso sin 
motivación alguna, o la que se ofrezca resulte insuficiente, o supongan una interpreta-
ción de la legalidad manifiestamente arbitraria o irrazonable. 

d) No toda irregularidad u omisión procesal en materia de prueba puede causar 
por sí misma una indefensión constitucionalmente relevante, pues la garantía consti-
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tucional contenida en el artículo 24.2 CE únicamente cubre aquellos supuestos en los 
que la prueba es decisiva en términos de defensa. En concreto, para que se produzca 
violación de este derecho fundamental este Tribunal ha exigido reiteradamente que 
concurran dos circunstancias: por un lado, la denegación o la inejecución de las prue-
bas han de ser imputables al órgano judicial (SSTC 1/1996, de 15 de enero, FJ 2, y 
70/2002, de 3 de abril, FJ 5, por todas); y, por otro, la prueba denegada o impracticada 
ha de resultar decisiva en términos de defensa, debiendo justificar el recurrente en su 
demanda la indefensión sufrida (SSTC 217/1998, de 16 de noviembre, FJ 2; 219/1998, 
de 27 de enero, FJ 3). 

e) Esta última exigencia se proyecta en un doble plano: por una parte, el recu-
rrente ha de demostrar la relación entre los hechos que se quisieron y no se pudieron 
probar y las pruebas inadmitidas o no practicadas; y, por otra parte, ha de argumentar 
el modo en que la admisión y la práctica de la prueba objeto de la controversia habrían 
podido tener una incidencia favorable a la estimación de sus pretensiones; sólo en tal 
caso podrá apreciarse también el menoscabo efectivo del derecho de quien por este 
motivo solicita amparo constitucional (por todas, SSTC 133/2003, 30 de junio, FJ 3; 
359/2006, de 18 de diciembre, FJ 2; 77/2007, de 16 de abril, FJ 3)”.

Más concretamente, por lo que a la prueba testifical se refiere, hemos afirmado 
en las SSTC 359/2006, de 18 de diciembre, y 23/2007, de 12 de febrero, que resulta 
contrario al derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa consa-
grado en el artículo 24.2 CE que el órgano judicial rechace una prueba testifical por 
innecesaria argumentando que, aun cuando fuera favorable a la parte, “no iba a con-
vencer a la Sala”, ya que ello implica una valoración de la prueba que corresponde a 
un momento posterior del proceso y supone prejuzgar sobre la hipotética fuerza per-
suasiva de los testimonios. Y, en definitiva, hemos concluido que “la decisión de inad-
misión de una prueba testifical, propuesta en tiempo y forma, con base en un presunto 
déficit de credibilidad de los testigos propuestos apreciado de oficio, desde la pers-
pectiva del derecho fundamental de defensa del acusado, no puede aceptarse”.»

(STC 113/2009, de 11 de mayo. Recurso de amparo núm. 4233/2007. Ponente: 
D. Guillermo Jiménez Sánchez. «BOE» 6-6-09. En el mismo sentido, STC 121/2009, 
de 18 de mayo, «BOE» 20-6-09).

Derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa 
en el ámbito de los expedientes sancionadores penitenciarios

«En relación con el derecho a la utilización de los medios de prueba pertinentes 
para la defensa en el ámbito de los expedientes sancionadores penitenciarios, hemos 
afirmado que “es inexcusable que frente a un determinado pliego de cargos el interno 
pueda articular su defensa negando los hechos que han de servir de base a la sanción, o 
dándoles una distinta versión, y, por consiguiente, la denegación de la prueba que se 
solicitaba sólo puede hacerse de manera fundamentada, esto es, explicando razonable-
mente el por qué de su rechazo” y que el derecho a la prueba resultará vulnerado siem-
pre que la prueba sea propuesta en tiempo y forma, sean pertinentes y relevantes los 
medios probatorios, y decisivos para la defensa del recluso, en el sentido de potencial-
mente trascendentes para el sentido de la resolución. Ahora bien, recae sobre el recu-
rrente en amparo la carga de acreditar, tanto la relación entre los hechos que se quisieron, 
y no se pudieron probar, y las pruebas inadmitidas o no practicadas, como el hecho de 
que la resolución judicial final podría haberle sido favorable de haber admitido y practi-
cado dichas pruebas, quedando obligado a probar la trascendencia que la inadmisión o 
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la ausencia de la práctica de la prueba pudo tener en la decisión final del proceso, ya que 
sólo en tal caso, comprobando que el fallo pudo, acaso, haber sido otro, si la prueba se 
hubiera admitido o practicado, podrá apreciarse también un menoscabo efectivo del 
derecho de defensa (por todas, STC 185/2007, de 10 de septiembre, FJ 2).»

(STC 156/2009, de 29 de junio. Recurso de amparo núm. 5682/2004. Ponente: 
D. Jorge Rodríguez-zapata Pérez. «BOE» 28-7-09).

Derecho de defensa y a la asistencia letrada

«Delimitado así el objeto de amparo, resulta oportuno recordar que, según doc-
trina constante de este Tribunal, el derecho a la defensa y a la asistencia letrada tiene 
por finalidad asegurar la efectiva realización de los principios de igualdad de las par-
tes y de contradicción, que imponen a los órganos judiciales el deber positivo de evi-
tar desequilibrios entre la respectiva posición procesal de las partes y precaver 
limitaciones en la defensa que puedan generar la indefensión prohibida por el ar-
tículo 24.1 CE. Así, en la STC 141/2005, de 6 de junio, FJ 2, hemos definido el con-
tenido de la indefensión con relevancia constitucional afirmando que, para que alcance 
tal relevancia, “es necesario que la indefensión alegada sea imputable a actos u omi-
siones de los órganos judiciales y que tenga su origen inmediato y directo en tales 
actos u omisiones; esto es, que sea causada por la incorrecta actuación del órgano 
jurisdiccional, estando excluida del ámbito protector del artículo 24 CE la indefensión 
debida a la pasividad, desinterés, negligencia, error técnico o impericia de la parte o 
de los profesionales que la representen o defiendan (entre otras muchas, SSTC 
101/1989, de 5 de junio, FJ 5; 237/2001, de 18 de diciembre, FJ 5; 109/2002, de 6 de 
mayo, FJ 2; 87/2003, de 19 de mayo, FJ 5; y 5/2004, de 16 de enero, FJ 6)”.

La STC 146/2007, de 18 de junio, FJ 3, que recoge la doctrina de este Tribunal 
sobre la materia, resalta la exigencia de la concurrencia de indefensión material, en 
atención a las circunstancias del caso, para considerar vulnerado el propio derecho a 
la defensa. “Ahora bien, también debe señalarse que este Tribunal, en consonancia 
con la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, sustentada, entre otras, 
en las Sentencias de 9 de octubre de 1979 (caso Airey), de 25 de abril de 1983 (caso 
Pakelli) y de 13 de mayo de 1980 (caso ártico), ha señalado que, desde la perspectiva 
constitucional, la denegación de la asistencia letrada no conlleva sin más una vulnera-
ción del artículo 24.2 CE. Para que esto suceda es necesario que la falta de Letrado de 
oficio solicitado, en atención a las circunstancias concurrentes en el caso, haya produ-
cido al solicitante una real y efectiva situación de indefensión material, en el sentido 
de que su autodefensa se haya revelado insuficiente y perjudicial, impidiéndole arti-
cular una defensa adecuada de sus derechos e intereses legítimos en el proceso (SSTC 
101/2002, de 6 de mayo, FJ 2; 262/2005, de 24 de octubre, FJ 2; 20/2006, de 30 de 
enero, FJ 3). Entre estas circunstancias se ha de prestar especial atención a la mayor o 
menor complejidad del debate procesal y a la cultura y conocimientos jurídicos del 
solicitante (SSTC 47/1987, de 22 de abril, FJ 2; 233/1998, de 1 de diciembre, FJ 3), 
deducidos de la forma y nivel técnico con que haya realizado su defensa (STC 
216/1988, de 14 de noviembre, FJ 3), y a si la contraparte cuenta con una asistencia 
técnica de la que pueda deducirse una situación de desigualdad procesal (SSTC 
22/2001, de 29 de enero, FJ 4; 67/2007, de 27 de marzo, FJ 4). Sin olvidar a la hora de 
hacer este análisis la especial responsabilidad que incumbe a los órganos judiciales de 
velar por evitar la indefensión del justiciable en el proceso penal, porque en este 
ámbito la protección de los bienes en conflicto adquiere la mayor intensidad que 
puede dispensar el Ordenamiento jurídico, habiendo resaltado este Tribunal en nume-
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rosas resoluciones el deber positivo de velar por la efectividad de la defensa del acu-
sado o del condenado en el proceso penal por parte de profesionales designados de 
oficio (entre las últimas, STC 1/2007, de 15 de enero, FJ 3)”.»

(STC 160/2009, de 29 de junio. Recurso de amparo núm. 910/2007. Ponente: 
D. Guillermo Jiménez Sánchez. «BOE» 28-7-09).

Presunción de inocencia

«El derecho fundamental a la presunción de inocencia exige para que ésta quede 
desvirtuada, en un primer estadio, que se produzca prueba en juicio con las mínimas 
garantías debidas; en un segundo momento, que el medio probatorio sea idóneo cons-
titucionalmente a tal fin; y, finalmente, que la conclusión naturalmente extraída de 
dicho medio probatorio sea suficiente para desvirtuar dicha presunción de no-culpabi-
lidad. En otros términos, no basta con que la culpabilidad se haya acreditado a través 
de un medio idóneo de prueba (directa o indiciaria), sino que, en el caso de pluralidad 
de indicios, el juicio de culpabilidad debe inferirse, razonable e inequívocamente, de 
los mismos; de forma que si la estructura del juicio de reprochabilidad es excesiva-
mente abierta o endeble, de manera que podría conducir, no sólo a la conclusión de la 
culpabilidad, sino a otra u otras radicalmente diversas, o incluso a la inocencia, debe-
mos considerar que la inferencia es excesivamente abierta o imprecisa, pudiendo esti-
mar lesionada la presunción de inocencia.»

(STC 108/2009, de 11 de mayo. Recurso de amparo núm. 2120/2005. Ponente. 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» 6-6-09).

Presunción de inocencia. Prueba indiciaria

«Respeto de la motivación sobre la concurrencia del dolo, pues el enjuiciamiento 
de dicha cuestión sí ha sido encauzado por este Tribunal desde los parámetros del 
derecho a la presunción de inocencia. Así hemos venido afirmando que el elemento 
subjetivo del delito ha de quedar asimismo suficientemente probado, si bien es cierto 
que la prueba de este último resulta más compleja y de ahí que en múltiples casos 
haya que acudir a la prueba indiciaria pero, en cualquier caso, la prueba de cargo ha 
de venir referida al sustrato fáctico de todos los elementos tanto objetivos como sub-
jetivos del tipo delictivo, pues la presunción de inocencia no consiente en ningún caso 
que alguno de los elementos constitutivos del delito se presuma en contra del acusado 
(SSTC 127/1990, de 5 de julio, FJ 4; 87/2001, de 2 de abril, FJ 9; 233/2005, de 26 de 
septiembre, FJ 11; 267/2005, de 24 de octubre, FJ 4; 8/2006, de 16 de enero, FJ 2 y 
92/2006, de 27 de marzo, FJ 2). En relación específicamente con los elementos subje-
tivos debe tenerse presente además que sólo pueden considerarse acreditados adecua-
damente si el enlace entre los hechos probados de modo directo y la intención 
perseguida por el acusado con la acción se infiere de un conjunto de datos objetivos 
que revelan el elemento subjetivo a través de una argumentación lógica, razonable y 
especificada motivadamente en la resolución judicial (SSTC 91/1999, de 26 de mayo, 
FJ 4; 267/2005, de 24 de octubre, FJ 4; 8/2006, de 16 de enero, FJ 2). Más concreta-
mente, nuestro control de la razonabilidad de la argumentación acerca de la prueba 
indiciaria puede llevarse a cabo tanto desde el canon de su lógica o coherencia (siendo 
irrazonable cuando los indicios constatados excluyan el hecho que de ellos se hace 
derivar o no conduzcan naturalmente a él), como desde el de su suficiencia o carácter 
concluyente, excluyéndose la razonabilidad por el carácter excesivamente abierto, 
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débil o indeterminado de la inferencia (por todas, SSTC 145/2005, de 6 de junio, 
FJ 5; 328/2006, de 20 de noviembre, FJ 5).»

(STC 91/2009, de 20 de abril. Recurso de amparo núm. 6137/2003. Ponente: 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» 23-5-09). 

«El examen de la queja actora requiere traer a colación, aun sucintamente, la 
reiterada doctrina de este Tribunal, reproducida, entre otras, en las SSTC  137/2005, 
de 23 de mayo (FJ 2), 300/2005, de 21 de noviembre (FJ 3); 328/2006, de 20 de 
noviembre (FJ 5), 177/2007, de 21 de mayo (FJ 3) y 111/2008, de 22 de septiembre 
(FJ 3), sobre el mencionado derecho fundamental y los requisitos constitucionalmente 
exigibles a la prueba indiciaria para desvirtuar dicha presunción.

a) Como hemos venido afirmando desde la STC 31/1981, de 28 de julio, el 
derecho a la presunción de inocencia se configura, en tanto que regla de juicio y desde 
la perspectiva constitucional, como el derecho a no ser condenado sin pruebas de 
cargo válidas, lo que implica que exista una mínima actividad probatoria realizada 
con las garantías necesarias, referida a todos los elementos esenciales del delito, y que 
de la misma quepa inferir razonablemente los hechos y la participación del acusado 
en los mismos. De modo que, como se declara en la STC 189/1998, de 28 de septiem-
bre, “sólo cabrá constatar la vulneración del derecho a la presunción de inocencia 
cuando no haya pruebas de cargo válidas, es decir, cuando los órganos judiciales 
hayan valorado una actividad probatoria lesiva de otros derechos fundamentales o 
carente de garantías, o cuando no se motive el resultado de dicha valoración, o, final-
mente, cuando por ilógico o por insuficiente no sea razonable el iter discursivo que 
conduce de la prueba al hecho probado” (FJ 2).

Constituye también doctrina consolidada de este Tribunal que no le corresponde 
revisar la valoración de las pruebas a través de las cuales el órgano judicial alcanza su 
íntima convicción, sustituyendo de tal forma a los Jueces y Tribunales ordinarios en la 
función exclusiva que les atribuye el artículo 117.3 CE, sino únicamente controlar la 
razonabilidad del discurso que une la actividad probatoria y el relato fáctico que de ella 
resulta, porque el recurso de amparo no es un recurso de apelación, ni este Tribunal una 
tercera instancia. De este modo hemos declarado con especial contundencia que el exa-
men de la vulneración del derecho a la presunción de inocencia ha de partir “de la radi-
cal falta de competencia de esta jurisdicción de amparo para la valoración de la actividad 
probatoria practicada en el proceso penal y para la evaluación de dicha valoración con-
forme a criterios de calidad o de oportunidad” (STC 137/2005, de 23 de mayo, FJ 2).

b) Por otro lado, según venimos sosteniendo desde la STC 174/1985, de 17 de 
diciembre, a falta de prueba directa de cargo también la prueba indiciaria puede sus-
tentar un pronunciamiento condenatorio, sin menoscabo del derecho a la presunción 
de inocencia, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 1) el hecho o los 
hechos bases (o indicios) han de estar plenamente probados; 2) los hechos constituti-
vos del delito deben deducirse precisamente de estos hechos bases completamente 
probados; 3) para que se pueda comprobar la razonabilidad de la inferencia es pre-
ciso, en primer lugar, que el órgano judicial exteriorice los hechos que están acredita-
dos, o indicios, y sobre todo que explique el razonamiento o engarce lógico entre los 
hechos base y los hechos consecuencia; 4) y, finalmente, que este razonamiento esté 
asentado en las reglas del criterio humano o en las reglas de la experiencia común o, 
en palabras de la STC 169/1989, de 16 de octubre (FJ 2), “en una comprensión razo-
nable de la realidad normalmente vivida y apreciada conforme a criterios colectivos 
vigentes” (SSTC 220/1998, de 16 de noviembre, FJ 4; 124/2001, de 4 de junio, FJ 12; 
300/2005, de 21 de noviembre, FJ 3; 111/2008, de 22 de septiembre, FJ 3).
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El control de constitucionalidad de la racionalidad y solidez de la inferencia en 
que se sustenta la prueba indiciaria puede efectuarse tanto desde el canon de su lógica 
o cohesión (de modo que será irrazonable si los indicios acreditados descartan el 
hecho que se hace desprender de ellos o no llevan naturalmente a él), como desde su 
suficiencia o calidad concluyente (no siendo, pues, razonable la inferencia cuando sea 
excesivamente abierta, débil o imprecisa), si bien en este último caso el Tribunal 
Constitucional ha de ser especialmente prudente, puesto que son los órganos judicia-
les quienes, en virtud del principio de inmediación, tienen un conocimiento cabal, 
completo y obtenido con todas las garantías del acervo probatorio. Por ello se afirma 
que sólo se considera vulnerado el derecho a la presunción de inocencia en este 
ámbito de enjuiciamiento “cuando la inferencia sea ilógica o tan abierta que en su 
seno quepa tal pluralidad de conclusiones alternativas que ninguna de ellas pueda 
darse por probada” (STC 229/2003, de 18 de diciembre, FJ 4).»

(STC 109/2009, de 11 de mayo. Recurso de amparo núm. 6939/2005. Ponente: 
D. Vicente Conde Martín de Hijas. «BOE» 6-6-09).

«Este Tribunal ha reiterado que, al amparo del derecho a la presunción de inocen-
cia (artículo 24.2 CE), no le corresponde revisar la valoración de las pruebas a través 
de las cuales los órganos judiciales alcanzan su íntima convicción, sino únicamente 
controlar la razonabilidad del discurso que une la actividad probatoria y el relato fác-
tico que de ella resulta. Igualmente se ha destacado que, a falta de prueba directa, la 
prueba de cargo sobre la concurrencia de los elementos objetivos y subjetivos del 
delito puede ser indiciaria, siempre que se parta de hechos plenamente probados y que 
los hechos constitutivos de delito se deduzcan de esos indicios a través de un proceso 
mental razonado y acorde con las reglas del criterio humano, puesto de manifiesto en 
la Sentencia, y que el control de la solidez de la inferencia puede llevarse a cabo tanto 
desde el canon de su lógica o coherencia, siendo irrazonable cuando los indicios cons-
tatados excluyan el hecho que de ellos se hace derivar o no conduzcan naturalmente a 
él, como desde el de su suficiencia o carácter concluyente, excluyéndose la razonabi-
lidad por el carácter excesivamente abierto, débil o indeterminado de la inferencia 
(por todas, STC 91/2009, de 20 de abril, FJ 5). También se ha puesto de manifiesto 
que dentro del control que le corresponde realizar a este Tribunal sobre la eventual 
vulneración de este derecho se encuentra verificar si se ha dejado de someter a valo-
ración la versión o la prueba de descargo aportada, concretándose que se exige sola-
mente ponderar los distintos elementos probatorios, pero sin que ello implique que 
esa ponderación se realice de modo pormenorizado, ni que la ponderación se lleve a 
cabo del modo pretendido por el recurrente, sino solamente que se ofrezca una expli-
cación para su rechazo (por todas, STC 187/2006, de 19 de junio, FJ 2).»

(STC 148/2009, de 15 de junio. Recurso de amparo núm. 4406/2007. Ponente: 
D. Pablo Pérez Tremps. «BOE» 17-07-09).

Presunción de inocencia. Valor probatorio de las declaraciones de 
coimputados

«Este Tribunal ha reiterado que las declaraciones de los coimputados carecen de 
consistencia plena como prueba de cargo cuando, siendo únicas, no resultan mínima-
mente corroboradas por otros datos externos. La exigencia de corroboración se con-
creta, por una parte, en que no ha de ser plena, sino mínima y, por otra, en que no cabe 
establecer qué ha de entenderse por corroboración en términos generales, más allá de 
que la veracidad objetiva de la declaración del coimputado ha de estar avalada por 
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algún hecho, dato o circunstancia externa, debiendo dejarse al análisis caso por caso 
la determinación de si dicha mínima corroboración se ha producido o no. Igualmente, 
este Tribunal ha afirmado que los diferentes elementos de credibilidad objetiva de la 
declaración —como pueden ser la inexistencia de animadversión, el mantenimiento o 
no de la declaración, o su coherencia interna— carecen de relevancia como factores 
de corroboración, siendo necesario que existan datos externos a la versión del coim-
putado que la corroboren, no en cualquier punto, sino en relación con la participación 
del recurrente en los hechos punibles que el órgano judicial considera probados. Por 
último, también se ha destacado que la declaración de un coimputado no puede enten-
derse corroborada, a estos efectos, por la declaración de otro coimputado y que los 
elementos cuyo carácter corroborador ha de ser valorado por este Tribunal son exclu-
sivamente los que aparezcan expresados en las resoluciones judiciales impugnadas 
como fundamentos probatorios de la condena (por todas, STC 91/2008, de 21 de 
julio, FJ 3).»

(STC 56/2009, de 9 de marzo. Recurso de amparo núm. 3283/2005. Ponente: 
D. Pablo Pérez Tremps. «BOE» 14-4-09. En sentido similar y mismo «BOE», 
STC 57/2009; y 125/2009, de 18 de mayo. «BOE» 20-6-09).

Presunción de inocencia. Valoración de las pruebas sin garantías

«La valoración de pruebas sin garantías “conllevará también la vulneración del 
derecho a la presunción de inocencia en la medida en que ésta sólo puede ser ener-
vada mediante pruebas practicadas con las suficientes garantías y en la medida en que 
la eliminación de la prueba personal practicada … con vulneración del derecho a un 
proceso con todas las garantías … deje sin sustento el relato de hechos probados que 
soporta la declaración de culpabilidad del acusado. Esto sucederá, por supuesto, 
cuando la prueba personal eliminada sea la única tomada en cuenta por la resolución 
impugnada, pero también cuando, a partir de su propia motivación, se constate que 
dicha prueba era esencial para llegar a la conclusión fáctica incriminatoria, de modo 
que la inferencia de dicha conclusión deviene ilógica o inconcluyente a partir de los 
presupuestos de la propia Sentencia. Por el contrario, en los supuestos en los que la 
resolución impugnada no considere la prueba eliminada como única o esencial, no 
cabrá apreciar la vulneración del derecho a la presunción de inocencia ni declarar la 
nulidad definitiva de la sentencia condenatoria, sino únicamente, como exigencia del 
restablecimiento del derecho a un proceso con todas las garantías, ‘ordenar la retroac-
ción de las actuaciones judiciales al momento inmediatamente anterior al de dictar la 
Sentencia recurrida en amparo, a fin de que sea el órgano judicial competente quien 
decida si con las pruebas que subsisten en el proceso mantiene su conclusión conde-
natoria o, por el contrario, decide revisarla’ (STC 14/2005, de 31 de enero)” (STC 
105/2005, de 9 de mayo, FJ 1).»

(STC 16/2009, de 26 de enero. Recurso de amparo núm. 4870/2004. Ponente: 
D.ª María Emilia Casas Baamonde. «BOE» 26-2-09).

Principio acusatorio

«Reiteradamente hemos afirmado que determinados elementos estructurales del 
principio acusatorio forman parte de las garantías constitucionales sustanciales del 
proceso penal, no sólo en la dimensión expresamente reconocida por el artículo 24.2 
CE de que nadie pueda ser condenado sin que se formule previamente una acusación 
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de la que tenga conocimiento y posibilidades de defenderse de manera contradictoria, 
sino también en su dimensión, implícitamente reconocida entre las garantías constitu-
cionales en el procedimiento penal, de que el objeto procesal sea resuelto por un 
órgano judicial independiente e imparcial diferente del que ejerce la acusación y con 
respeto al deber de congruencia entre acusación y fallo (por todas, SSTC 35/2004, de 
8 de marzo, FJ 7; 179/2004, de 18 de octubre, FJ 4; 123/2005, de 11 de mayo, FJ 3). 
Esta segunda perspectiva del principio acusatorio implica que nadie puede ser conde-
nado por cosa distinta de la que se le ha acusado, de modo que el juzgador está some-
tido constitucionalmente en su pronunciamiento por un doble condicionamiento, 
fáctico y jurídico, que queda concretado en la pretensión establecida en el escrito de 
calificaciones definitivas (por todas, STC 123/2005, FJ 4). También hemos afirmado 
que las exigencias del principio acusatorio, y en concreto la de congruencia entre 
acusación y fallo, son de aplicación en la segunda instancia, con los condicionamien-
tos derivados de la concreta configuración legal de cada recurso penal y de la natura-
leza de las pretensiones que en él se deduzcan (por todas, STC 123/2005, FJ 8).»

(STC 173/2009, de 9 de julio. Recurso de amparo núm. 3915/2007. Ponente: 
D.ª María Emilia Casas Baamonde. «BOE» 11-8-09).

ARTíCULO 25

Derecho a la legalidad penal

«El derecho a la legalidad penal (artículo 25.1 CE) supone que nadie puede ser 
condenado por acciones u omisiones que no constituyan delito o falta según la legis-
lación vigente en el momento de tales conductas. Se quiebra así el derecho cuando la 
conducta enjuiciada, la ya delimitada como probada, es subsumida de un modo irra-
zonable en el tipo penal que resulta aplicado, bien por la interpretación que se realiza 
de la norma, bien por la operación de subsunción en sí. En tales supuestos la condena 
resulta sorpresiva para su destinatario y la intervención penal es, amén de contraria al 
valor de la seguridad jurídica, fruto de una decisión judicial que rompe el monopolio 
legislativo en la definición de las conductas delictivas (por todas, SSTC 137/1997, de 
21 de julio, FJ 6).

En el examen de razonabilidad de la subsunción de los hechos probados en la 
norma penal el primero de los criterios está constituido por el respeto al tenor literal 
de la norma, “pues el legislador expresa el mensaje normativo con palabras y con 
palabras es conocido por sus destinatarios. Este respeto no garantiza siempre una 
decisión sancionadora acorde con las garantías esenciales de seguridad jurídica o de 
interdicción de la arbitrariedad, pues, entre otros factores, el lenguaje es relativamente 
vago y versátil, las normas son necesariamente abstractas y se remiten implícitamente 
a una realidad normativa subyacente, y dentro de ciertos límites (por todas, STC 
111/1993, de 25 de marzo), el propio legislador puede potenciar esa labilidad para 
facilitar la adaptación de la norma a la realidad (ya en la STC 62/1982, de 15 de octu-
bre; … STC 53/1994, de 24 de febrero). Debe perseguirse, en consecuencia, algún 
criterio añadido que, a la vista de los valores de seguridad y de legitimidad en juego, 
pero también de la libertad y la competencia del Juez en la aplicación de la legalidad 
(SSTC 89/1983, de 12 de marzo; 75/1984, de 27 de junio; 111/1993, de 25 de marzo), 
distinga entre las decisiones que forman parte del campo de decisión legítima de éste 
y las que suponen una ruptura de su sujeción a la ley … La seguridad jurídica y el 
respeto a las opciones legislativas de sanción de conductas sitúan la validez constitu-
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cional de la aplicación de las normas sancionadoras desde el prisma del principio de 
legalidad tanto en su respeto al tenor literal del enunciado normativo, que marca en 
todo caso una zona indudable de exclusión de comportamientos, como en su razona-
bilidad. Dicha razonabilidad habrá de ser analizada desde las pautas axiológicas que 
informan nuestro texto constitucional (SSTC 159/1986, 59/1990, 111/1993) y desde 
modelos de argumentación aceptados por la propia comunidad jurídica … Dicho de 
otro modo, no sólo vulneran el principio de legalidad las resoluciones sancionadoras 
que se sustenten en una subsunción de los hechos ajena al significado posible de los 
términos de la norma aplicada. Son también constitucionalmente rechazables aquellas 
aplicaciones que por su soporte metodológico —una argumentación ilógica o indiscu-
tiblemente extravagante— o axiológico —una base valorativa ajena a los criterios que 
informan nuestro ordenamiento constitucional— conduzcan a soluciones esencial-
mente opuestas a la orientación material de la norma y, por ello, imprevisibles para 
sus destinatarios” (STC 137/1997, de 21 de julio, FJ 7; también, entre otras, 
SSTC 189/1998, de 28 de septiembre, FJ 7; 13/2003, de 28 de enero, FJ 3; 138/2004, 
de 13 de septiembre, FJ 3; 242/2005, de 10 de octubre, FJ 4; 9/2006, de 16 de enero, 
FJ 4; 262/2006, de 11 de septiembre, FJ 4)».

(STC 129/2008, de 27 de octubre. Recurso de amparo núm. 4615/2005. Ponente: 
D.ª María Emilia Casas Baamonde. «BOE» 21-11-09. En sentido similar, STC 
91/2009, de 20 de abril, «BOE» 23-5-09).

«Señala dicha doctrina que “el artículo 25.1 CE incorpora la regla nullum crimen 
nulla poena sine lege” y que la misma “es de aplicación al ordenamiento sancionador 
administrativo”. Comprende tanto una garantía formal como una garantía material. La 
garantía formal, de exigencia de reserva de ley en materia sancionadora, “tiene una 
eficacia relativa o limitada en el ámbito sancionador administrativo, toda vez que no 
cabe excluir la colaboración reglamentaria en la propia tarea de tipificación de las 
infracciones y atribución de las correspondientes sanciones, aunque sí hay que excluir 
el que tales remisiones hagan posible una regulación independiente y no claramente 
subordinada a la ley. Por tanto, la garantía formal implica que la ley debe contener la 
determinación de los elementos esenciales de la conducta antijurídica y al reglamento 
sólo puede corresponder, en su caso, el desarrollo y precisión de los tipos de infrac-
ciones previamente establecidos por la ley” (STC 242/2005, de 10 de octubre, FJ 2; 
resumiendo una doctrina reflejada, entre muchas otras, en las SSTC 42/1987, de 7 de 
abril, FJ 2; 341/1003, de 18 de noviembre, FJ 10; 132/2001, de 8 de junio. FJ 5; 
y 25/2002, de 11 de febrero, FJ 4). Así, en los conclusivos términos de la STC 132/2001, 
[d]esde la STC 42/1987, de 7 de abril, FJ 2, viene declarando este Tribunal que el ar-
tículo 25.1 CE proscribe toda habilitación reglamentaria vacía de contenido material 
propio» (FJ 5).

La garantía material, por su parte, “aparece derivada del mandato de taxatividad 
o de lex certa y se concreta en la exigencia de predeterminación normativa de las 
conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes, que hace recaer sobre el legis-
lador el deber de configurarlas en las leyes sancionadoras con la mayor precisión 
posible para que los ciudadanos puedan conocer de antemano el ámbito de lo pros-
crito y prever, así, las consecuencias de sus acciones” (por todas, STC 242/2005, 
FJ 2).»

(STC 162/2008, de 15 de diciembre. Cuestión de inconstitucionalidad 6488/2001. 
Ponente: D.ª María Emilia Casas Baamonde. «BOE» 9-1-09).
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CÓDIGO PENAL

ARTíCULO 66

Motivación e individualización de la pena

«Un deber de motivación que incluye no sólo la obligación de fundamentar los 
hechos y la calificación jurídica, sino también la pena finalmente impuesta en concreto 
(por todas, SSTC 108/2001, de 23 de abril, FJ 3; 20/2003, de 10 de febrero, FJ 6; 
148/2005, de 6 de junio, FJ 4; 76/2007, de 16 de abril, FJ 7). El fundamento de extender 
el deber reforzado de motivación a las decisiones judiciales relativas a la fijación de la 
pena radica en que el margen de discrecionalidad del que legalmente goza el Juez no 
constituye por sí mismo justificación suficiente de la decisión finalmente adoptada, sino 
que, por el contrario, el ejercicio de dicha facultad viene condicionado estrechamente 
por la exigencia de que la resolución esté motivada, pues sólo así puede procederse a su 
control posterior en evitación de toda arbitrariedad. De este modo también en el ejerci-
cio de las facultades discrecionales que tiene reconocidas legalmente el Juez penal en la 
individualización de la pena es exigible constitucionalmente, como garantía contenida 
en el derecho a la tutela judicial efectiva, que se exterioricen las razones que conducen 
a la adopción de la decisión (SSTC 20/2003, de 10 de febrero, FJ 6; 136/2003, de 30 de 
junio, FJ 3; 170/2004, de 18 de octubre, FJ 2; 76/2007, de 16 de abril, FJ 7) y que éstas 
no sean incoherentes con los elementos objetivos y subjetivos cuya valoración exigen 
los preceptos legales relativos a la individualización de la pena (SSTC 148/2005, de 6 
de junio, FJ 4; 76/2007, de 16 de abril, FJ 7). Como recuerda la STC 21/2008, de 31 de 
enero, FJ 3, este Tribunal ha declarado reiteradamente que el deber general de motiva-
ción de las sentencias que impone el artículo 120.3 CE, y que se integra en el contenido 
del derecho a la tutela judicial efectiva del artículo 24.1 CE –conforme al cual las deci-
siones judiciales deben exteriorizar los elementos de juicio sobre los que se basan y su 
fundamentación jurídica ha de ser una aplicación no irracional, arbitraria o manifiesta-
mente errónea de la legalidad– resulta reforzado en el caso de las sentencias penales 
condenatorias, por cuanto en ellas el derecho a la tutela judicial efectiva se conecta con 
otros derechos fundamentales y, directa o indirectamente, con el derecho a la libertad 
personal (por todas, entre otras muchas, SSTC 43/1997, de 10 de marzo, FJ 6; 108/2001, 
de 23 de abril, FJ 3; 20/2003, de 10 de febrero, FJ 5; 170/2004, de 18 de octubre, FJ 2; 
76/2007, de 16 de abril, FJ 7). Un deber de motivación que incluye no sólo la obligación 
de fundamentar los hechos y la calificación jurídica, sino también la pena finalmente 
impuesta en concreto (por todas, SSTC 108/2001, de 23 de abril, FJ 3; 20/2003, de 10 
de febrero, FJ 6; 148/2005, de 6 de junio, FJ 4; 76/2007, de 16 de abril, FJ 7).»

(STC 91/2009, de 20 de abril. Recurso de amparo núm. 6137/2003. Ponente: 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» 23-5-09). 

ARTíCULO 171.4 

Constitucionalidad del precepto en relación con el principio de 
igualdad

«Por lo que respecta al diferente tratamiento punitivo dado a las amenazas leves 
sin armas en los casos que el legislador denomina como propios de violencia de 
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género (los del artículo 171.4, párrafo 1 CP) y el resto de las amenazas leves sin 
armas que puedan darse en el seno de la pareja, en la STC 45/2009, de 19 de febrero, 
FJ 4, hemos subrayado tanto la notoria diferencia de los marcos penales iniciales 
(frente a la pena del artículo 171.4 CP de “prisión de seis meses a un año o de trabajos 
en beneficio de la comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación 
del derecho a la tenencia y porte de armas de un año y un día a tres años, así como, 
cuando el Juez o Tribunal lo estime adecuado al interés del menor o incapaz, inhabili-
tación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogi-
miento hasta cinco años”, la pena del artículo 620, párrafo 3 CP es de “localización 
permanente de cuatro a ocho días, siempre en domicilio diferente y alejado del de la 
víctima, o trabajos en beneficio de la comunidad de cinco a diez días”), como “el 
hecho de que frente a la consideración como delito de la amenaza leve sin armas del 
varón a la mujer que es o fue su pareja afectiva (artículo 171.4 CP) se califique como 
falta la amenaza leve sin armas hacia persona vinculada con el autor por alguna de las 
relaciones familiares, de guarda o de custodia a las que se refiere el artículo 173.2 CP 
(artículo 620, párrafo 3 CP), con la significativa levedad comparativa que esta califi-
cación como falta supone tanto en el reproche social como, según se ha anotado ya, en 
consecuencias jurídicas derivadas de la pena o relacionadas con la misma”.

No obstante lo cual, hemos declarado que dicha diferencia no convierte en 
inconstitucional ex artículo 14 CE el precepto cuestionado por la desproporción de las 
consecuencias de una diferenciación que en sí ya hemos calificado de razonable. 
“Nuestra conclusión se sustenta, en primer lugar, en las finalidades de la diferencia-
ción, que son la protección de la libertad y de la seguridad de las mujeres, ‘que el 
legislador entiende como insuficientemente protegid[a]s en el ámbito de las relacio-
nes de pareja’, y ‘la lucha contra la desigualdad de la mujer en dicho ámbito’ 
(STC 59/2008, FJ 8). Y atiende también, en segundo lugar, al complejo y flexible 
sistema de determinación de la pena correspondiente al delito del artículo 171.4 CP, 
que … permite bien la elusión de la imposición de la pena de prisión, bien su rebaja 
en un grado, y que hace con ello que se reduzca la diferenciación punitiva expuesta”.

Y al analizar ese sistema de determinación de la pena, se destaca que la pena de 
prisión es alternativa a la de trabajos en beneficio de la comunidad, por lo que “en las 
amenazas leves sin armas la opción posible por la pena de trabajos en beneficio de la 
comunidad reduce significativamente la diferencia punitiva en los supuestos compa-
rados (arts. 171.4 y 620, párrafo 3 CP)”.»

(STC 107/2009, de 4 de mayo. Recurso de amparo núm. 4436/2007. Ponente: 
D.ª María Emilia Casas Baamonde. «BOE» 6-6-09).

«En relación con la supuesta vulneración del artículo 14 CE en la que el legisla-
dor habría incurrido al definir el tipo penal, hemos dicho en la STC 45/2009, de 19 de 
febrero, FJ 3 (con la misma ratio decidendi de la anterior STC 59/2008, de 14 de 
mayo), que el punto de partida de nuestro análisis viene definido por la competencia 
exclusiva del legislador para el diseño de la política criminal y el amplio margen de 
libertad que le corresponde, dentro de los límites de la Constitución, para la configu-
ración de los bienes penalmente protegidos, los comportamientos penalmente repren-
sibles, el tipo y la cuantía de las sanciones penales y la proporción entre las conductas 
que pretende evitar y las penas con las que intenta conseguirlo.(.../...) a la jurisdicción 
constitucional compete sólo “enjuiciar si se han respetado los límites externos que el 
principio de igualdad impone desde la Constitución a la intervención legislativa”. 

Y en la STC 45/2009, FJ 4, hemos declarado ya que la previsión normativa esta-
blecida en el artículo 171.4 del Código penal responde palmariamente a un fin legí-
timo, que no es otro que “prevenir las agresiones que en el ámbito de la pareja se 
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producen como manifestación del dominio del hombre sobre la mujer en tal contexto; 
su pretensión así es la de proteger a la mujer en un ámbito en el que el legislador apre-
cia que sus bienes básicos (vida, integridad física y salud) y su libertad y dignidad 
mismas están insuficientemente protegidos.»

(STC 151/2009, de 25 de junio. Cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas 
núms. 7258/2005, 208/2006, 5865/2006, 5866/2006, 6171/2006 y 6477/2006. Ponente: 
D. Jorge Rodríguez-zapata Pérez. «BOE» 28-7-09. Asimismo, STC 164/2009, de 2 de 
julio. Cuestión de inconstitucionalidad núm. 5465/2006. Ponente: D. Guillermo Jimé-
nez Sánchez. «BOE» 28-7-09. En el mismo sentido, SSTC 177/2009, de 21 de julio 
de 2009. Cuestión de inconstitucionalidad núm. 9266/2005. Ponente: D. Pascual Sala 
Sánchez. «BOE» 22-8-09).

ARTíCULO 172.2 

Constitucionalidad del precepto en relación con el principio de igualdad

«3. La principal duda de constitucionalidad planteada en los Autos del Juzgado 
de lo Penal núm. 2 de Albacete se refiere a la compatibilidad del precepto cuestionado 
con el principio de igualdad (art. 14 CE). La duda encuentra respuesta, en gran 
medida, en la STC 59/2008, de 14 de mayo, que es la primera resolución que resuelve 
la cuestión de inconstitucionalidad interpuesta ex art 14 CE respecto al primer inciso 
del artículo 153.1 CP, precepto que recoge un delito de maltrato ocasional con la 
misma pena y la misma descripción de los sujetos activo y pasivo que el artículo 
172.2 CP; en la STC 81/2008, de 17 de julio, que hace lo propio respecto a la misma 
duda planteada por el órgano judicial ahora cuestionante; y en la STC 45/2009, de 19 
de febrero, en el que la posible objeción de constitucionalidad se dirigía al artículo 
171.4 CP, de amenazas leves entre los mismos sujetos y de nuevo con asignación de la 
misma pena.

Como en los Autos que dieron lugar a las Sentencias mencionadas, la pregunta 
esencial relativa al principio de igualdad es la de si existe un tratamiento punitivo 
diferente de la misma conducta en función del sexo de los sujetos activo y pasivo, que 
sería por ello contrario al artículo 14 CE. Así, a partir de una interpretación del tipo 
penal del artículo 172.2 CP que supone una autoría exclusivamente masculina, resul-
tará que la pena privativa de libertad imponible en su caso —pues es alternativa a la 
pena de trabajos en beneficio de la comunidad— a un varón que coaccione levemente 
a quien es o fue su pareja afectiva femenina será de seis meses a un año, mientras que 
la misma amenaza leve en los demás supuestos de parejas o ex parejas (amenazas de 
una mujer o amenazas de un varón hacia otro) o hacia los demás sujetos del ar-
tículo 173.2 CP (respecto al autor, “los descendientes, ascendientes o hermanos por 
naturaleza, adopción o afinidad, propios o del cónyuge o conviviente, o … los meno-
res o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, cura-
tela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o conviviente, o … persona amparada 
en cualquier otra relación por la que se encuentre integrada en el núcleo de su convi-
vencia familiar, así como … las personas que por su especial vulnerabilidad se 
encuentran sometidas a custodia o guarda en centros públicos o privados”) será san-
cionada como un mera falta con pena de cuatro a ocho días de localización perma-
nente o de cinco a diez días de trabajos en beneficio de la comunidad (artículo 620, 
párrafo 3 CP).Nuestro primer punto de partida para la resolución de esta duda de 
constitucionalidad ha de ser, como en la STC 59/2008, de 14 de mayo (FJ 6), y en la 
STC 45/2009, de 19 de febrero (FJ 3), el recuerdo de que “corresponde en exclusiva 
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al legislador el diseño de la política criminal”, para el que “goza, dentro de los límites 
establecidos en la Constitución, de un amplio margen de libertad que deriva de su 
posición constitucional y, en última instancia, de su específica legitimidad democrá-
tica” (SSTC 55/1996, de 28 de marzo, FJ 6; 161/1997, de 2 de octubre, FJ 9; AATC 
233/2004, de 7 de junio, FJ 3; 332/2005, de 13 de septiembre FJ 4). Nuestro actual 
análisis del artículo 172.2 CP no puede por ello “serlo de su eficacia o de su bondad, 
ni alcanza a calibrar el grado de desvalor de su comportamiento típico o el de severi-
dad de su sanción. Sólo nos compete enjuiciar si se han respetado los límites externos 
que el principio de igualdad impone desde la Constitución a la intervención legisla-
tiva” (SSTC 59/2008, FJ 6; 45/2009, FJ 3). El segundo punto de partida para afrontar 
la respuesta que se nos pide acerca de la constitucionalidad del precepto es el de que 
la vertiente del artículo 14 CE afectada por el mismo es el principio general de igual-
dad y no la prohibición de discriminación por razón de sexo, pues “no constituye el 
del sexo de los sujetos activo y pasivo un factor exclusivo o determinante de los trata-
mientos diferenciados … La diferenciación normativa la sustenta el legislador en su 
voluntad de sancionar más unas agresiones que entiende que son más graves y más 
reprochables socialmente a partir del contexto relacional en el que se producen y a 
partir también de que tales conductas no son otra cosa … que el trasunto de una des-
igualdad en el ámbito de las relaciones de pareja de gravísimas consecuencias para 
quien de un modo constitucionalmente intolerable ostenta una posición subordinada” 
(SSTC 59/2008, FJ 7; 45/2009, FJ 3).

4. A partir de la perspectiva que demarca el principio general de igualdad la 
constitucionalidad de la norma pasa, según nuestra doctrina, por “que el tratamiento 
diferenciado de supuestos de hecho iguales tenga una justificación objetiva y razona-
ble y no depare unas consecuencias desproporcionadas en las situaciones diferencia-
das en atención a la finalidad perseguida por tal diferenciación” (SSTC 59/2008, FJ 7; 
45/2009, FJ 4). a) Según decíamos en la STC 45/2009, FJ 4, “el análisis de razonabi-
lidad de la diferenciación ha de comenzar por el de la legitimidad del fin de la norma”. 
Como reseñábamos en la STC 59/2008 (FJ 8), de la lectura de la exposición de moti-
vos y del articulado de la Ley Orgánica de medidas de protección integral contra la 
violencia de género, que es la ley orgánica que introduce en el Código penal el pre-
cepto ahora cuestionado, se infiere que la misma “tiene como finalidad principal pre-
venir las agresiones que en el ámbito de la pareja se producen como manifestación del 
dominio del hombre sobre la mujer en tal contexto; su pretensión así es la de proteger 
a la mujer en un ámbito en el que el legislador aprecia que sus bienes básicos (vida, 
integridad física y salud) y su libertad y dignidad mismas están insuficientemente 
protegidos. Su objetivo es también combatir el origen de un abominable tipo de vio-
lencia que se genera en un contexto de desigualdad y de hacerlo con distintas clases 
de medidas, entre ellas las penales”. “A partir de esta constatación, ‘tanto en lo que se 
refiere a la protección de la vida, la integridad física, la salud, la libertad y la seguri-
dad de las mujeres, que el legislador entiende como insuficientemente protegidos en 
el ámbito de las relaciones de pareja, como en lo relativo a la lucha contra la desigual-
dad de la mujer en dicho ámbito, que es una lacra que se imbrica con dicha lesividad, 
es palmaria la legitimidad constitucional de la finalidad de la ley, y en concreto del 
precepto penal ahora cuestionado, y la suficiencia al respecto de las razones aportadas 
por el legislador (FJ 8)’”. b) El segundo análisis de igualdad enunciado se refiere a la 
funcionalidad de la diferenciación cuestionada para la legítima finalidad perseguida, 
que se producirá si resulta razonable el entendimiento del legislador de que concurre 
un mayor desvalor en las coacciones del hombre hacia quien es o fue su mujer que en 
cualesquiera otras en el ámbito de la relación de quienes son o fueron pareja afectiva, 
y que, más en general, en cualesquiera otras en el ámbito de las relaciones a las que se 
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refiere el artículo 173.2 CP (relaciones familiares y de guarda y custodia en centros 
públicos o privados). Si es razonable la apreciación de que tal mayor desvalor concu-
rre en las primeras conductas, también lo es la de que debe imponerse una pena mayor 
para prevenirlas. Y, como afirmamos en la STC 59/2008, “no resulta reprochable el 
entendimiento legislativo referente a que una agresión supone un daño mayor en la 
víctima cuando el agresor actúa conforme a una pauta cultural —la desigualdad en el 
ámbito de la pareja— generadora de gravísimos daños a sus víctimas y dota así cons-
ciente y objetivamente a su comportamiento de un efecto añadido a los propios del 
uso de la violencia en otro contexto. Por ello, cabe considerar que esta inserción 
supone una mayor lesividad para la víctima: de un lado, para su seguridad, con la 
disminución de las expectativas futuras de indemnidad, con el temor a ser de nuevo 
agredida; de otro, para su libertad, para la libre conformación de su voluntad, porque 
la consolidación de la discriminación agresiva del varón hacia la mujer en el ámbito 
de la pareja añade un efecto intimidatorio a la conducta, que restringe las posibilida-
des de actuación libre de la víctima; y además para su dignidad, en cuanto negadora 
de su igual condición de persona y en tanto que hace más perceptible ante la sociedad 
un menosprecio que la identifica con un grupo menospreciado.

No resulta irrazonable entender, en suma, que en la agresión del varón hacia la 
mujer que es o fue su pareja se ve peculiarmente dañada la libertad de ésta; se ve 
intensificado su sometimiento a la voluntad del agresor y se ve peculiarmente dañada 
su dignidad, en cuanto persona agredida al amparo de una arraigada estructura des-
igualitaria que la considera como inferior, como ser con menores competencias, capa-
cidades y derechos a los que cualquier persona merece” [FJ 9 a); también, 
STC 45/2009, FJ 4]. c) Tampoco cabe apreciar que la diferencia en las consecuencias 
jurídicas de las normas comparadas entrañe una desproporción que conduzca por esta 
vía a la inconstitucionalidad ex principio de igualdad del artículo cuestionado. Frente 
a la pena del artículo 172.2 CP, que consiste en “prisión de seis meses a un año o de 
trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, 
privación del derecho a la tenencia y porte de armas de un año y un día a tres años, así 
como, cuando el Juez o Tribunal lo estime adecuado al interés del menor o incapaz, 
inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o 
acogimiento hasta cinco años”, cuando el ofendido fuere alguna de las personas a las 
que se refiere el artículo 173.2 CP la pena será de “localización permanente de cuatro 
a ocho días, siempre en domicilio diferente y alejado del de la víctima, o trabajos en 
beneficio de la comunidad de cinco a diez días” (artículo 620, párrafo 3 CP). No es 
irrelevante que esta última pena responda a la catalogación del hecho como falta, y 
que la misma abra la puerta a la posibilidad de nuevas diferencias en el régimen de 
consecuencias jurídicas subsiguiente a la responsabilidad penal probable o firme. Y 
así, no podrá ser causa en principio de una detención (artículo 495 de la Ley de enjui-
ciamiento criminal: LECrim) ni de una medida de prisión provisional (arts. 502 y ss. 
LECrim); el plazo de suspensión de la pena es menor (artículo 80.2 CP) y tal suspen-
sión no podrá quedar condicionada al cumplimiento de obligaciones adicionales 
(art. 83.1 CP); puede interpretarse que su comisión no obsta a la suspensión de otra 
pena privativa de libertad (artículo 81.1 CP) ni quiebra la condición básica de una 
suspensión vigente (artículo 84.1 CP); no comporta penas accesorias (arts. 56 y 57 
CP); frente al delito de coacciones leves, no computa a efectos de reincidencia en un 
futuro delito de coacciones (artículo 22.8 CP).Como afirmamos en la STC 45/2009, 
“[n]o nos corresponde evaluar la entidad en sí de estas diferencias directas o potencia-
les, ni su oportunidad, sino sólo, en el marco del juicio constitucional de igualdad que 
se nos solicita, analizar si las mismas convierten en desproporcionada la diferencia-
ción normativa que hemos declarado en principio como no irrazonable, y si deparan 
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con ello un juicio negativo de la norma ex artículo 14 CE” (FJ 4). Y ciertamente 
merece ser subrayada la diferenciación punitiva que se produce entre los supuestos 
comparados. Por la notoria diferencia de los marcos penales iniciales y por el hecho 
de que frente a la consideración como delito de la coacción leve del varón a la mujer 
que es o fue su pareja afectiva (art. 172.2 CP) se califique como falta la coacción leve 
hacia persona vinculada con el autor por alguna de las relaciones familiares, de guarda 
o de custodia a las que se refiere el artículo 173.2 CP (art. 620, párrafo 3 CP), con la 
significativa levedad comparativa que esta calificación como falta supone tanto en el 
reproche social como, según se ha anotado ya, en consecuencias jurídicas derivadas 
de la pena o relacionadas con la misma. Es notorio que, en comparación a lo que 
sucede con las faltas, la imputación a título de delito comporta un sometimiento al 
procedimiento penal que puede resultar especialmente gravoso, y que ya dicha impu-
tación, pero sobre todo la condena como autor o partícipe de un delito, puede incidir 
en la consideración social de la persona afectada, que queda de facto sometido a cierto 
riesgo de estigmatización. Como en la STC 45/2009 en relación con el delito de ame-
nazas leves sin armas, a pesar de esta notable diferencia punitiva entre la coacción en 
los casos que el legislador denomina como propios de violencia de género (los del 
art. 172.2, párrafo 1 CP) y el resto de las coacciones leves que puedan darse en el seno 
de la pareja, dicha diferencia no convierte “en inconstitucional ex artículo 14 CE el 
precepto cuestionado por la desproporción de las consecuencias de una diferenciación 
que en sí ya hemos calificado de razonable. Conviene recordar una vez más que es 
éste un juicio de constitucionalidad, que es el único que nos compete, y que el mismo 
nada dice acerca de la oportunidad de la norma ni de su calidad, ni siquiera en térmi-
nos de axiología constitucional” (FJ 4).

Esta conclusión se sustenta, en primer lugar, en las finalidades de la diferencia-
ción, que, conviene recordarlo, son la protección de la libertad de las mujeres, “que el 
legislador entiende como insuficientemente protegid[a] en el ámbito de las relaciones 
de pareja”, y “la lucha contra la desigualdad de la mujer en dicho ámbito” 
(STC 59/2008, FJ 8). Y atiende también, en segundo lugar, al complejo y flexible 
sistema de determinación de la pena correspondiente al delito del artículo 172.2 CP, 
que permite bien la elusión de la imposición de la pena de prisión, bien su rebaja en 
un grado, y que hace con ello que se reduzca la diferenciación punitiva expuesta. Así, 
ha de tenerse en cuenta que la pena de prisión es alternativa a la de trabajos en bene-
ficio de la comunidad, y que por lo tanto el órgano judicial puede decidir no imponer 
privación de libertad alguna. Y ha de repararse en que la pena del artículo 172.2 CP 
puede ser la inferior en grado “en atención a las circunstancias personales del autor y 
a las concurrentes en la realización del hecho” (párrafo cuarto), con lo que la pena 
alcanzaría un mínimo de tres meses de prisión y de la mitad de los treinta y un días de 
trabajos en beneficio de la comunidad (artículo 70, 1 y 2 CP). Es preciso señalar, en 
fin, en esta valoración constitucional de las distintas consecuencias de los supuestos 
diferenciados, que el párrafo segundo del artículo 172.2 CP impone la misma pena “al 
que de modo leve coaccione a una persona especialmente vulnerable que conviva con 
el autor”, con lo que se equiparan punitivamente a las coacciones leves del varón 
hacia quien es o fue su pareja femenina ciertas otras coacciones leves en el seno de 
tales relaciones: las que reciba una persona especialmente vulnerable (hombre o 
mujer) que conviva con el autor o con la autora.

5. En el marco de la argumentación de la duda de igualdad, aluden también los 
Autos de cuestionamiento a la posible oposición del primer párrafo del artículo 172.2 
CP al valor de la dignidad de la persona en cuanto que presumiría que “la mujer es en 
cualquier caso persona especialmente vulnerable” y el hombre “un maltratador nato”.
Tampoco puede ser acogida esta objeción de constitucionalidad porque no cabe aco-
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ger su presupuesto. El precepto cuestionado no cataloga a la mujer como persona 
especialmente vulnerable, ni presume que lo sea. Y tampoco contiene consideración 
alguna acerca de la mayor agresividad de los hombres o de ciertos hombres. Procede, 
simple y no irrazonablemente, a apreciar la especial gravedad de ciertos hechos “a 
partir del ámbito relacional en el que se producen y del significado objetivo que 
adquieren como manifestación de una grave y arraigada desigualdad” (STC 59/2008, 
FJ 9; STC 81/2008, de 17 de julio, FJ 5).

6. De un modo mucho más breve enuncia el Juzgado de lo Penal núm. 2 de 
Albacete una segunda duda, que rotula como de “presunción de inocencia, conectado 
con el principio de culpabilidad” (artículo 24.2 CE), y que se sustenta, en esencia, en 
que el legislador presumiría que la violencia del varón hacia la mujer que es o fue su 
pareja constituye una manifestación de discriminación. Este presupuesto no es acep-
table: “el legislador no presume un mayor desvalor en la conducta descrita de los 
varones … a través de la presunción de algún rasgo que aumente la antijuridicidad de 
la conducta o la culpabilidad de su agente. Lo que hace el legislador, y lo justifica 
razonablemente, es apreciar el mayor desvalor y mayor gravedad propios de las con-
ductas descritas” (SSTC 59/2008, FJ 11; 81/2008, FJ 4). En este marco de análisis de 
la compatibilidad del precepto con el principio de culpabilidad, tampoco cabe asumir 
la alegación, inserta en la duda sobre el principio de igualdad, relativa a que la medida 
penal cuestionada es propia de un “Derecho penal de autor”. Que en el supuesto cues-
tionado que tipifica el primer párrafo del artículo 172.2 CP el legislador haya apre-
ciado razonablemente un desvalor añadido, porque el autor inserta su conducta en una 
pauta cultural generadora de gravísimos daños a sus víctimas y porque dota así a su 
acción de una violencia mucho mayor que la que su acto objetivamente expresa, no 
comporta en absoluto que se esté sancionando al sujeto activo por lo que es, o por ser 
varón, sino “por el especial desvalor de su propia y personal conducta: por la cons-
ciente inserción de aquélla en una concreta estructura social a la que, además, él 
mismo, y solo él, coadyuva con su violenta acción” (STC 59/2008, FJ 11).

7. La tercera y cuarta dudas planteadas por los Autos se refieren respectiva-
mente a la vulneración del artículo 25.1 y a la del artículo 9 CE. La primera de ellas 
se refiere a la indeterminación de la pena referida al lapso (“hasta cinco años”) en que 
puede imponerse la pena de inhabilitación para el ejercicio de la patria potestad, 
tutela, curatela, guarda o acogimiento, “cuando el Juez o Tribunal lo estime adecuado 
al interés del menor o incapaz”. No se entiende, ni nada se alega al respecto, en qué 
consiste la indeterminación de un marco penal que tiene un mínimo, consistente en la 
falta de imposición de la pena, y un máximo, concretado en cinco años (STC 81/2008, 
FJ 2).Tampoco resulta apreciable, en segundo lugar, la contrariedad del precepto 
cuestionado con el artículo 9.2 CE. Como advertíamos ya en la STC 81/2008, el que 
supuestamente el nuevo precepto penal no pueda encontrar amparo en la promoción 
de la igualdad a la que se refiere el mandato constitucional no comportaría por ello 
una vulneración del mismo (STC 81/2008, FJ 2). 

8. El último bloque de la argumentación que sostiene las dudas de constitucio-
nalidad del primer párrafo del artículo 172.2 CP se refiere a su compatibilidad con el 
principio de proporcionalidad penal, que los Autos de cuestionamiento derivan de los 
arts. 9.3, 17.1 y 25.1 CE. Este juicio de proporcionalidad no compara las consecuen-
cias de los supuestos diferenciados, análisis propio del juicio de igualdad [supra FJ 4 
c)], sino que tiene como referentes los beneficios y costes de la norma cuestionada en 
términos de axiología constitucional.

Procede recordar que este juicio “debe partir en esta sede de la potestad exclusiva 
del legislador para configurar los bienes penalmente protegidos, los comportamientos 
penalmente reprensibles, el tipo y la cuantía de las sanciones penales, y la proporción 
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entre las conductas que pretende evitar y las penas con las que intenta conseguirlo”, y 
que en esta configuración, que supone “un complejo juicio de oportunidad”, el legis-
lador goza de un amplio margen de libertad. El juicio que procede en esta sede juris-
diccional “debe ser por ello muy cauteloso. Se limita a verificar que la norma penal no 
produzca un patente derroche inútil de coacción que convierte la norma en arbitraria 
y que socava los principios elementales de justicia inherentes a la dignidad de la per-
sona y al Estado de Derecho”. Cabe afirmar la proporcionalidad de una reacción penal 
cuando la norma persiga “la preservación de bienes o intereses que no estén constitu-
cionalmente proscritos ni sean socialmente irrelevantes”, y cuando además la pena 
sea “instrumentalmente apta para dicha persecución”, necesaria y proporcionada en 
sentido estricto. “Desde la perspectiva constitucional sólo cabrá calificar la norma 
penal o la sanción penal como innecesarias cuando, a la luz del razonamiento lógico, 
de datos empíricos no controvertidos y del conjunto de sanciones que el mismo legis-
lador ha estimado necesarias para alcanzar fines de protección análogos, resulta evi-
dente la manifiesta suficiencia de un medio alternativo menos restrictivo de derechos 
para la consecución igualmente eficaz de las finalidades deseadas por el legislador … 
Y sólo cabrá catalogar la norma penal o la sanción penal que incluye como estricta-
mente desproporcionada cuando concurra un desequilibrio patente y excesivo o irra-
zonable entre la sanción y la finalidad de la norma a partir de las pautas axiológicas 
constitucionalmente indiscutibles y de su concreción en la propia actividad legisla-
tiva” (STC 136/1999, de 20 de julio, FJ 23; también, SSTC 55/1996, de 28 de marzo, 
FFJJ 6 y ss.; 161/1997, de 2 de octubre, FFJJ 9 y ss.; AATC 233/2004, de 7 de junio, 
FJ 3; 332/2005, de 13 de septiembre, FJ 4).9. La fundamentación de los Autos de 
cuestionamiento sustenta la desproporción de la pena en tres argumentos:

a) El primero se refiere al juicio de necesidad y sostiene que sería suficiente 
desde un punto de vista preventivo la punición como falta de todas las coacciones 
leves. Con independencia de que lo determinante no es la calificación del ilícito, sino 
la cantidad y la calidad de la sanción, es lo cierto que frente a la justificación legisla-
tiva de “la especial incidencia” que tienen “las agresiones sobre las mujeres” en “la 
realidad española” (exposición de motivos I de la Ley Orgánica 1/2004), y entre ellas 
las constitutivas de violencia de género en el ámbito de la pareja, los Autos no exterio-
rizan los razonamientos lógicos o los datos empíricos no controvertidos que abona-
rían una “funcionalidad manifiestamente similar” de una pena más leve (por todas, 
STC 161/1997, de 2 de octubre, FJ 11).

b) Los otros dos argumentos se refieren al análisis de proporcionalidad estricta. 
El primero repara en la diversidad y en la diversa gravedad de las coacciones, de 
modo que la pena que asigna el párrafo primero del artículo 172.2 CP para todas las 
coacciones leves allí descritas (del varón a la mujer que es o fue su pareja afectiva) 
depararía un exceso para las menos reprochables, que se acercan a lo socialmente 
aceptable. El segundo argumento de desproporción estricta toma como referencia 
comparativa la pena significativamente inferior que merecen las coacciones leves 
entre los sujetos vinculados por otras relaciones familiares y de guardia y custodia 
descritos en el artículo 173.2 CP.

Ninguno de los dos argumentos puede prosperar hacia la declaración de inconsti-
tucionalidad de la pena por desproporción. En primer lugar, porque orillan el desvalor 
específico de las coacciones descritas en el precepto cuestionado, que hace que pue-
dan no reputarse nunca como banales y que puedan merecer un reproche penal mayor 
y diferenciado que las que se producen en cualesquiera otro tipo de relaciones. Pro-
cede recordar una vez más que resulta razonable la apreciación por parte del legisla-
dor de un desvalor añadido en las coacciones tipificadas en el párrafo primero del 
artículo 172.2 CP a partir de “su significado social objetivo y de su lesividad peculiar 
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para la seguridad, la libertad y la dignidad de las mujeres” (SSTC 59/2008, FJ 12; 
45/2009, FJ 8). Este desvalor mayor es el que justifica una pena mayor y el que hace 
también que quepa incluso considerar que en las circunstancias que describe el pre-
cepto las coacciones leves no alcanzan nunca la liviandad propia de las faltas. Debe 
reseñarse además, en segundo lugar que la argumentación de los Autos se orienta en 
realidad a evaluar la calidad de la norma pero no su inconstitucionalidad a partir de 
los parámetros establecidos por la jurisprudencia constitucional, que, como ya se ha 
referido, centran la interdicción en la idea del “desequilibrio patente y excesivo”. 
Descartado pues que el párrafo primero del artículo 172.2 CP se oponga al principio 
de igualdad en la Ley (FFJJ 3 a 5) o al principio de culpabilidad (FJ 6), o que su pena 
sea indeterminada (FJ 7), tampoco cabe ahora apreciar que la misma suponga un tra-
tamiento desproporcionado del derecho a la libertad, por lo que la cuestión planteada 
debe ser desestimada.»

(STC 127/2009, de 26 de mayo. Cuestiones de inconstitucionalidad 7393/2006 
y 3 más acumuladas. Ponente: D. Vicente Conde Martín de Hijas, quien formula voto 
particular. «BOE» 20-6-09).

ARTíCULO 403

Delito de intrusismo como norma penal en blanco

«Forma parte, en efecto, del derecho a la legalidad sancionadora tanto la garantía 
de tipicidad de la conducta sancionada como la garantía de determinación de la norma 
sancionadora aplicada. El artículo 25.1 CE exige “no sólo la sujeción de la jurisdic-
ción sancionadora a los dictados de las leyes que describen ilícitos e imponen sancio-
nes, sino la sujeción estricta, impidiendo la sanción de comportamientos no previstos 
en la norma correspondiente pero similares a los que sí contempla”. Esta garantía de 
tipicidad “no es más que el reverso, el complemento y el presupuesto de la garantía de 
determinación que ha de preservar el legislador y, en su caso, la Administración, con 
normas ‘concretas, precisas, claras e inteligibles’ (STC 34/1996, de 11 de marzo, 
FJ 5)” (SSTC 137/1997, de 21 de julio, FJ 6; 151/1997, de 29 de septiembre, FJ 4). Se 
trata de una vertiente “cuya posible infracción debe ser igualmente fiscalizada en 
amparo”. Así, “la garantía material de lex certa integra asimismo el derecho a no ser 
sancionado en aplicación de una disposición imprecisa, por lo que el déficit de taxati-
vidad … encuentra un cauce idóneo en el recurso de amparo” (STC 283/2006, de 9 de 
octubre, FJ 6).

No atañe al derecho a la legalidad sancionadora, sin embargo, la falta de rango 
que ex artículo 36 CE pueda tener la norma que integre los tipos de intrusismo profe-
sional. La invocación de una específica previsión constitucional al respecto, la del 
artículo 36 CE (“La ley regulará … el ejercicio de las profesiones tituladas”), no con-
vierte esta cuestión en una cuestión propia del artículo 25.1 CE. Así lo recordábamos 
en la STC 283/2006: se trata de una “cuestión que, por sí misma, es ajena al derecho 
fundamental concernido, por cuanto el mero hecho de que la norma de complemento 
aplicada para integrar la ley penal en blanco carezca de rango legal no incide en las 
garantías que acoge el artículo 25.1 CE. Baste recordar, a estos efectos, que, como 
reiteradamente hemos afirmado, ‘la reserva de ley que rige para las disposiciones 
penales no excluye la posibilidad de que éstas tengan remisiones a los reglamentos 
administrativos’ (STC 120/1998, de 15 de junio, FJ 3; en igual sentido, SSTC 24/2004, 
de 24 de febrero, FJ 3; 34/2005, de 17 de febrero, FJ 3)” (FJ 5).
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(.../...)
Como afirmamos en nuestra STC 283/2006, de 9 de octubre, en relación con el 

tipo del delito de intrusismo, la conclusión de que estamos ante “una estructura de ley 
penal en blanco” está “avalada por la doctrina científica y la jurisprudencia del Tribu-
nal Supremo” y “sostenida no sólo en el incuestionable carácter jurídico de los ele-
mentos a que remiten nociones como ‘título oficial’ o que ‘habilite legalmente para su 
ejercicio’, sino esencialmente debido a que el régimen español de las profesiones 
tituladas —materia que conforma el sustrato de regulación del delito de intrusismo y 
cuyos aspectos más esenciales (‘títulos oficiales’, ‘actos propios de una profesión’, 
etc.) son los que han de servir de complemento exegético al mismo— se configura 
como un sistema cerrado de reglamentación, con una consiguiente vinculación entre 
títulos y la actividad profesional correspondiente que, con mayor o menor concreción, 
debe ser legalmente determinada, tal como viene a establecer el artículo 36 CE al 
exigir que sea la ley la que regule el ejercicio de las profesiones tituladas. En esa 
medida, habrán de ser precisamente normas jurídicas las que determinen qué deban 
ser actos propios de una profesión para cuyo ejercicio habilite un título oficial” 
(FJ 7).»

(STC 181/2008, de 22 de diciembre. Recurso de amparo núm. 8581/2006. 
Ponente: D.ª María Emilia Casas Baamonde. «BOE» 24-1-09).

LEY DE ENJUICIAMIENtO CRIMINAL

ARTíCULO 240

Motivación en la imposición de las costas procesales

«Este Tribunal se ha pronunciado en diversas ocasiones sobre la eventual vulne-
ración del derecho que consagra el artículo 24.1 CE como consecuencia de un deter-
minado pronunciamiento judicial en el que se decida sobre la imposición de las costas 
causadas en un proceso. Como criterio general, hemos reiterado que la cuestión rela-
tiva a la imposición de las costas procesales es un problema de legalidad ordinaria sin 
relevancia constitucional, cuyo enjuiciamiento corresponde en exclusiva a los Tribu-
nales ordinarios (SSTC 131/1986, de 29 de octubre, FJ 3; 230/1988, de 1 de diciem-
bre, FJ 1; 134/1990, de 19 de julio, FJ 5; 190/1993, de 14 de junio, FJ 4; 41/1994, de 
15 de febrero, FJ 2; 46/1995, de 14 de febrero, FJ 3; 8/1999, de 8 de febrero, FJ 1; 
191/2001, de 1 de octubre, FJ 6; 170/2002, de 30 de septiembre, FJ 17; 25/2006, de 
30 de enero, FJ 2, 107/2006, de 3 de abril, FJ 3; 261/2006, de 11 de septiembre, FJ 1; 
53/2007, de 12 de marzo, FJ 4, y 120/2007, de 21 de mayo, FJ 2).

Como consecuencia de ello, la decisión acerca de la imposición de las costas del 
proceso no implicará, en principio, lesión alguna del derecho a la tutela judicial efec-
tiva, sino ejercicio propio de la función que el órgano judicial tiene encomendada en 
el artículo 117.3 CE. La simple disconformidad con la corrección o acierto de la 
imposición de las costas procesales, o el hecho de que la decisión a que conduzca el 
razonamiento judicial sea contraria a las pretensiones del recurrente, no implica lesión 
del derecho fundamental que protege el artículo 24.1 CE, ni, como tantas veces se ha 
dicho, permite a este Tribunal su revisión cual si de una nueva y superior instancia 
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judicial se tratara (SSTC 170/2002, de 30 de septiembre, FJ 17, y 107/2006, de 3 de 
abril, FJ 3, por todas).

Ahora bien, la competencia de los órganos de la jurisdicción ordinaria para deci-
dir sobre la imposición de las costas del proceso no priva a este Tribunal Constitucio-
nal de la competencia para enjuiciar, a través del procedimiento de amparo, si la 
decisión judicial ha supuesto la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE) por incurrir en error patente, arbitrariedad o manifiesta irrazonabilidad, así como 
para analizar la posible vulneración del derecho fundamental por incongruencia de la 
resolución judicial de que se trate.

En relación con la motivación que debe acompañar a la adopción de pronuncia-
mientos sobre costas procesales hemos distinguido aquellos casos en los que el sen-
tido del pronunciamiento viene impuesto ope legis, de aquellos otros que son fruto de 
una decisión adoptada por el órgano judicial dentro del ámbito de arbitrio previsto por 
la norma.

En aquellos supuestos en los que la imposición, o no, de las costas procesales sea 
el resultado de una valoración del órgano judicial sobre las circunstancias particulares 
del caso o sobre la conducta procesal de las partes —temeridad o mala fe litigiosas—, 
el deber de motivar su decisión es una exigencia derivada de los arts. 24.1 y 120.3 CE. 
Ello no obsta para que, aun en estos casos, la motivación implícita pueda ser admitida 
cuando la razón del pronunciamiento sobre las costas del proceso pueda inferirse del 
conjunto y sentido de las argumentaciones utilizadas por el Tribunal para resolver las 
pretensiones de las partes (SSTC 131/1986, de 29 de octubre, FJ 4; 230/1988, de 1 de 
diciembre, FJ 1, y 107/2006, de 3 de abril, FJ 4).

En aquellos otros supuestos en los que, por el contrario, el legislador acoge la 
regla victus victori o del vencimiento objetivo, sin prever excepciones, no existe un 
margen de apreciación para que el órgano judicial decida por sí sobre la imposición 
de las costas, sino que, por imperativo legal, la única decisión que puede adoptar es la 
que la norma contempla. En estos casos no existe un deber de motivación sobre la 
imposición de las costas procesales que vaya más allá de la motivación necesaria para 
estimar o desestimar las pretensiones que constituyan el objeto del concreto proceso, 
de cuyo resultado es consecuencia inescindible la decisión sobre las costas causadas 
(accesorium sequitur principale).» 

(STC 9/2009, de 12 de enero. Recurso de amparo núm. 1218/2006. Ponente: 
D.ª Elisa Pérez Vera. «BOE» 13-2-09).

LEY ORGÁNICA 2/1979, DE 3 DE OCtUBRE, DEL tRIBUNAL 
CONStItUCIONAL

ARTíCULO 44.1A)

Agotamiento de la vía judicial previa

«Este Tribunal ha venido señalando que la naturaleza interlocutoria de las resolu-
ciones judiciales dictadas en el curso de un proceso no finalizado impide (cualquiera 
que sea el orden jurisdiccional en el que se adopten) el examen de la vulneración 
constitucional alegada en vía de amparo, debido al carácter subsidiario propio de este 
proceso (artículo 53.2 CE), de modo que sólo cuando se haya dado la oportunidad al 
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órgano judicial de examinar, resolver y, en su caso, reparar, la lesión denunciada, 
puede ésta ser examinada por este Tribunal Constitucional. No se trata propiamente 
del agotamiento de los concretos recursos previstos procesalmente contra la resolu-
ción en sí misma considerada, sino de la visión en su conjunto del proceso judicial 
previo, en el seno del cual cabría aún el planteamiento de la cuestión, por lo que el 
respeto a la naturaleza subsidiaria del amparo exige que se espere a que el proceso 
finalice por decisión firme sobre su fondo.

En lo que se refiere al proceso penal se ha venido manteniendo que en aquellos 
casos en los que el proceso aún no ha concluido por decisión que se pronuncie sobre 
la condena o absolución, e incluso en los que la celebración del juicio oral no ha 
tenido lugar, resulta prematura la invocación de lesiones que podrían ser examinadas 
ulteriormente en el curso del proceso. Así, hemos dicho en la STC 73/1999, de 26 de 
abril (FJ 2), que “según doctrina reiterada de este Tribunal no puede estimarse cum-
plido el requisito del agotamiento de la vía judicial previa que establece el artículo 
44.1 a) LOTC cuando la queja se deduce frente a las resoluciones judiciales dictadas 
en el seno de un proceso penal que aún no ha finalizado, pues es necesario, en el res-
peto a la naturaleza subsidiaria propia del recurso de amparo, plantear dicha cuestión 
y dar posibilidad a los órganos judiciales de pronunciarse sobre tales vulneraciones 
antes de acudir en petición de amparo ante este Tribunal (SSTC 32/1994, 147/1994, 
196/1995 y 63/1996; y ATC 168/1995, entre otros muchos). El marco natural en el 
que ha de intentarse la reparación del derecho constitucional vulnerado por la actua-
ción del órgano jurisdiccional es el mismo proceso judicial previo, de tal modo que, 
en principio, sólo cuando éste haya finalizado por haber recaído una resolución firme 
y definitiva puede entenderse agotada la vía judicial y, consecuentemente, es posible 
acudir ante este Tribunal en demanda de amparo (SSTC 32/1994 y 147/1994)”. En el 
mismo sentido se pronuncian las SSTC 121/2000, de 10 de mayo, FJ 2; 270/2000, de 
13 de noviembre, FJ 3; 236/2001, de 18 de diciembre, FJ 2; y 100/2002, de 6 de 
mayo, FJ 3.

Este entendimiento de la subsidiariedad del recurso de amparo nos ha llevado en 
diversas ocasiones a apreciar que la vía judicial estaba ya agotada cuando, sin haber 
concluido el proceso judicial, el seguimiento exhaustivo del itinerario procesal previo 
implicaría una injustificada perpetuación en el tiempo de la lesión del derecho funda-
mental o se consumaría definitivamente la violación, haciéndose imposible o dificul-
tándose gravemente el restablecimiento in integrum por este Tribunal Constitucional 
del derecho fundamental vulnerado. Así lo hemos entendido en relación con aquellas 
resoluciones que, por referirse a la situación personal del encausado, pueden afectar 
de manera irreparable a la libertad personal del mismo (STC 247/1994, de 19 de sep-
tiembre) o, incluso, si se habían acordado simplemente medidas cautelares no privati-
vas sino restrictivas de la libertad personal (STC 236/2001, de 18 de diciembre, FJ 2). 
Otro supuesto que venimos admitiendo acontece cuando se produce un efecto actual 
o inmediato de la lesión denunciada; en las SSTC 161/1995, de 7 de noviembre; 
27/1997, de 11 de febrero; y 18/2000, de 31 de enero —dimanantes de recursos de 
amparo por infracción del derecho al Juez legal (artículo 24.2 CE) en que se recla-
maba la actuación de la jurisdicción ordinaria frente a la jurisdicción militar— así lo 
apreciamos por cuanto se trataba de una infracción actual, entendida como aquella 
que “hace sentir sus efectos de inmediato —en todos y cada uno de los actos que lleve 
a cabo el juez— y por ello ha de ser denunciada cuando se produce y no cuando recae 
resolución que pone fin al proceso”; y ello, por cuanto, “obligar al particular a agotar 
la vía judicial ordinaria produciría una injustificada perpetuación en el tiempo de la 
lesión de su derecho fundamental o se consumaría definitivamente la violación, 
haciéndose imposible o dificultándose gravemente el restablecimiento in integrum 
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por el Tribunal Constitucional del derecho fundamental vulnerado”. A los anteriores 
se suman los supuestos de resoluciones interlocutorias que infrinjan derechos funda-
mentales de carácter material (así, STC 27/1997, de 11 de febrero). Por su parte, la 
STC 71/1988, de 19 de abril, apreció que se había vulnerado el derecho de defensa 
por las resoluciones judiciales que denegaron el nombramiento de un intérprete soli-
citado por Abogado de oficio, pese a que el procedimiento penal en el que se dictaron 
tales resoluciones se encontraba en fase de instrucción; incluso suspendimos cautelar-
mente la tramitación de la causa penal (ATC 884/1987, de 8 de julio). Posteriormente, 
la STC 129/1993, de 19 de abril, apreció también la vulneración del derecho de 
defensa como consecuencia de no haber sido informado el recurrente de su condición 
de imputado y de los derechos que como tal le asistían, pese a que el juicio oral no 
había tenido lugar y cuya celebración suspendió el ATC 338/1990, de 29 de noviem-
bre. En la STC 23/2008, de 11 de febrero (FJ 2), en la que señalamos que también “la 
revocación de una sentencia penal absolutoria habilitando la posibilidad de un nuevo 
enjuiciamiento constituye en sí misma gravamen suficiente para interponer el recurso 
de amparo, pues el contenido propio de este derecho es la prohibición del doble enjui-
ciamiento con independencia del resultado favorable o desfavorable del mismo (por 
todas, STC 4/2004, de 16 de enero, FJ 2)” y que “en casos de anulación de sentencias 
absolutorias con retroacción de actuaciones se puede o bien impugnar en amparo 
directamente dicha decisión, sin incurrir en falta de agotamiento, o bien esperar a que 
se dicte la nueva decisión por si la misma fuera absolutoria, sin incurrir en extempo-
raneidad (STC 149/2001, de 27 de julio)”.

(STC 76/2009, de 23 de marzo. Recurso de amparo 6905/2006. Ponente: D. Jorge 
Rodríguez-zapata Pérez, «BOE» 27-4-09).

Agotamiento de la vía judicial previa. Incidente de nulidad de actua-
ciones

«Hemos declarado en distintas ocasiones que la indebida prolongación de la vía 
judicial previa por causa de la interposición de un recurso no autorizado por la Ley 
puede ocasionar la extemporaneidad del recurso de amparo por prórroga indebida del 
plazo establecido en el artículo 44.2 LOTC. Pero para que dicha consecuencia se 
produzca, este Tribunal ha venido exigiendo que la improcedencia del recurso sea 
evidente, esto es, comprobable prima facie sin intervención de dudas interpretativas 
que sea necesario despejar por medio de criterios no absolutamente indiscutibles, ya 
que el respeto debido al derecho de la parte a utilizar cuantos recursos considere útiles 
para la defensa de sus intereses impide exigirle que se abstenga de emplear aquellos 
cuya improcedencia sea razonablemente dudosa y, en consecuencia, que asuma el 
riesgo de incurrir en una falta de agotamiento de la vía judicial previa (entre otras 
muchas, STC 135/2007, de 4 de junio, FJ 4; y las que en ella se citan). De este modo, 
es doctrina consagrada que debe permitirse la utilización de cuantos recursos se con-
sideren útiles para la defensa de los intereses de las partes, “siempre que no se vislum-
bre en ello una intención meramente dilatoria o defraudadora del carácter preclusivo 
y perentorio del plazo para demandar en amparo” (así, SSTC 352/1993, de 29 de 
noviembre, FJ 2; 122/1996, de 8 de julio, FJ 3; 267/2000, de 13 de noviembre, FJ 2; 
131/2004, de 19 de julio, FJ 2; 77/2005, de 4 de abril, FJ 2; y 233/2005, de 26 de 
septiembre, FJ 2).

Específicamente en relación con la formulación del incidente de nulidad de 
actuaciones regulado actualmente en el artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial (LOPJ), hemos tenido ocasión de afirmar en ocasiones precedentes que 
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cuando, pese a ser interpuesto de modo que pudiera resultar dudoso con su regulación 
legal, es admitido a trámite, analizado y resuelto por el órgano judicial, debe recha-
zarse este óbice procesal si la demanda de amparo se presenta ante este Tribunal den-
tro del plazo previsto en el artículo 44.2 LOTC, contado a partir de la fecha en la que 
los órganos judiciales dieron por agotada la vía judicial al desestimar el incidente de 
nulidad de actuaciones (SSTC 148/2003, de 14 de julio, FJ 2; 20/2004, de 23 de 
febrero, FJ 3; 131/2004, de 19 de julio, FJ 3; 85/2005, de 18 de abril, FJ 2; 127/2005, 
de 23 de mayo, FJ 2; 246/2005, de 10 de octubre, FJ 2; y 47/2006, de 13 de febrero, 
FJ 2).»

(STC 76/2009, de 23 de marzo. Recurso de amparo 6905/2006. Ponente: D. Jorge 
Rodríguez-zapata Pérez, «BOE» 27-4-09).

ARTíCULO 49.1, IN FINE

Justificación en la demanda de la especial trascendencia constitucional

«Con carácter previo al análisis de la queja de la demandante habremos de consi-
derar la alegación de carácter procesal efectuada por la Letrada de la Administración 
de la Seguridad Social, para quien la demanda de amparo no se ajustaría a lo precep-
tuado por el artículo 49 LOTC, al no justificar la especial trascendencia constitucional 
del recurso.

Tal exigencia, sin embargo, no puede ser aplicada a la presente demanda de 
amparo. La necesidad de justificar la especial trascendencia constitucional del recurso 
fue introducida en el artículo 49 LOTC por la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo, 
que entró en vigor el día 26 de mayo de 2007, día siguiente al de su publicación en el 
“Boletín Oficial del Estado”, conforme ordena su disposición final segunda. La dispo-
sición transitoria tercera de la propia Ley Orgánica establece que “la admisión e inad-
misión de los recursos de amparo cuya demanda se haya interpuesto antes de la 
vigencia de esta Ley Orgánica se regirá por la normativa anterior”. En consecuencia, 
es claro que el requisito de justificar la especial trascendencia constitucional del 
recurso de amparo no resulta exigible a una demanda presentada en el Juzgado de 
guardia el día 14 de junio de 2006 y registrada en este Tribunal el siguiente día 16.»

(STC 146/2008, de 10 de noviembre. Recurso de amparo núm. 6453/2006. 
Ponente: D. Jorge Rodríguez-zapata Pérez. «BOE» 12-12-08).

«Por lo que respecta al novedoso requisito de tener que acreditarse la especial 
trascendencia constitucional del recurso, introducido por la Ley Orgánica 6/2007, de 
24 de mayo, hemos dicho recientemente en Auto 188/2008, de 21 de julio, dictado por 
la Sala Primera de este Tribunal, FJ 1, que el mismo configura una ineludible exigen-
cia impuesta por el artículo 49.1 in fine LOTC, cuya naturaleza sustantiva se refleja en 
la expresión “en todo caso” empleada por el precepto. Que, sin embargo, aunque 
imprescindible no basta con la mención en la demanda de amparo de esta expresión 
legal, dedicando a la misma una argumentación específica, pues una vez verificada su 
constancia procederá “la apreciación por parte de este Tribunal, atendiendo a los cri-
terios señalados por el artículo 50.1 b) LOTC acerca de si, cumplida aquella exigencia 
por el recurrente, el recurso de amparo reviste efectivamente una especial trascenden-
cia constitucional que justifique una decisión sobre el fondo por parte del Tribunal 
Constitucional”.



 Sección de Jurisprudencia 653

ADPCP, VOL. LxII, 2009

Se trata, además, de un requisito que no cabe confundir con el de la propia funda-
mentación de la lesión constitucional denunciada, de modo que “la carga de justificar 
la especial trascendencia constitucional del recurso de amparo es algo distinto a razo-
nar la existencia de la vulneración de un derecho fundamental por la resolución 
impugnada”. Esta última, ya antes de la reforma de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional, implicaba y sigue implicando hoy “un presupuesto inexcusable en 
cualquier demanda de amparo y a esa exigencia se refiere el inciso inicial del artículo 
49.1 LOTC cuando establece, como contenido de la demanda, la exposición clara y 
concisa de los hechos que la fundamenten y la cita de los preceptos constitucionales 
que se estimen infringidos, fijando con precisión el amparo que se solicita para pre-
servar o restablecer el derecho o libertad que se considere vulnerado” (ATC 188/2008, 
de 21 de julio, FJ 2). Lo que, insistimos, resulta distinto a tener que justificar expresa-
mente la especial trascendencia constitucional del recurso, “sin que corresponda a 
este Tribunal reconstruir de oficio la demanda cuando el recurrente incumpla la carga 
de argumentación que sobre él recae en orden a justificar esa especial trascendencia 
constitucional que, a su juicio, reviste el recurso de amparo que ha interpuesto” (ATC 
188/2008, de 21 de julio, FJ 2).

3. Importa asimismo considerar que el incumplimiento de la exigencia a la que 
ahora nos referimos vicia a la demanda de amparo de un defecto insubsanable que 
conduce a su inadmisión a limine. La propia naturaleza y la función que cumple la 
carga establecida en el inciso final del artículo 49.1 LOTC impide considerar la falta 
de justificación de la especial trascendencia constitucional del recurso dentro de los 
supuestos de subsanabilidad del artículo 49.4 LOTC. En tal sentido este Tribunal 
Constitucional ha reiterado en múltiples ocasiones la importancia que tiene la 
demanda de amparo como escrito rector para acotar, definir y delimitar la pretensión 
y, por tanto, la resolución del recurso de amparo (por todas, STC 7/2008, de 21 de 
enero, FJ 1). En relación con ello, por un lado, y en referencia a las exigencias de 
precisión y claridad contenidas en el primer inciso del artículo 49.1 LOTC, se ha des-
tacado que no cabe considerar que representen meros formalismos, ya que están jus-
tificadas por la necesidad de “proporcionar los elementos necesarios para la 
formulación del juicio que corresponde hacer a este Tribunal” (STC 82/1995, de 5 de 
junio, FJ 5); y, por otro, se ha advertido reiteradamente que no puede exigirse de este 
Tribunal que integre los defectos argumentales de la demanda de amparo (por todas, 
STC 143/1994, de 9 de mayo, FJ 5), “toda vez que quien impetra el amparo constitu-
cional no solamente ha de abrir la vía para que este Tribunal pueda pronunciarse sobre 
las vulneraciones de la Constitución que se aleguen, sino que además ha de propor-
cionar la fundamentación fáctica y jurídica que razonablemente cabe esperar, y que se 
integra en el deber de colaborar con la jurisdicción constitucional, sin que le corres-
ponda a este Tribunal suplir los razonamientos de las partes, ni reconstruir la demanda 
de oficio cuando el demandante ha desatendido la carga de argumentación que pesa 
sobre él” (STC 76/2007, de 16 de abril, FJ 5)» (ATC 188/2008, de 21 de julio, FJ 3).

Tratándose así de una exigencia inexcusable, en cuanto “requisito de orden sus-
tantivo cuyo cabal cumplimiento se conecta con la mejor ordenación, en su conjunto, 
del recurso de amparo tal como resulta de la reforma introducida por Ley Orgánica 
6/2007” (ATC 188/2008, de 21 de julio, FJ 3), la omisión de justificar la especial 
trascendencia constitucional del recurso se traduce en defecto insubsanable de la 
demanda, lo que impide la apertura del trámite de subsanación del artículo 49.4 LOTC 
o la subsanación por propia iniciativa del recurrente. “Entender lo contrario supon-
dría, además, desconocer que la interposición del recurso de amparo está sujeta a 
plazos de caducidad preclusivos, que no pueden ser reabiertos para dar cumplimiento 
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a un requisito que afecta directamente a la determinación misma de la pretensión 
deducida en el recurso de amparo” (ATC 188/2008, de 21 de julio, FJ 3). 

La subsanabilidad del artículo 49.4 LOTC se conecta más bien a requisitos for-
males como la falta de aportación de documentos o de consignación de determinados 
datos en la demanda de amparo, pero “no es posible extenderla al contenido de las 
alegaciones que sustentan aquella pretensión, porque constituyen su sustrato material 
y ello trastocaría los principios generales del proceso y las garantías de su seguridad 
jurídica, que quedarían gravemente dañados si se abriera la posibilidad de que las 
argumentaciones que habían de conducir a la misma admisión a trámite pudieran ser 
introducidas ex novo posteriormente a la presentación de la demanda. Y ello aún con 
mayor motivo en el actual recurso de amparo dados el significado y cometido que le 
otorga la nueva regulación legal, que tiene como característica más distintiva la nece-
sidad de que exista una «especial trascendencia constitucional” en el asunto planteado 
para que este Tribunal pueda conocer del mismo» (ATC 188/2008, de 21 de julio, 
FJ 3).»

(STC 289/2008, de 22 de septiembre.)

ARTíCULO 50

Supuestos en los que debe apreciarse que existe una especial trascen-
dencia constitucional

«Este Tribunal estima conveniente, dado el tiempo transcurrido desde la reforma 
del recurso de amparo, avanzar en la interpretación del requisito del artículo 50.1 b) 
LOTC. En este sentido considera que cabe apreciar que el contenido del recurso de 
amparo justifica una decisión sobre el fondo en razón de su especial trascendencia 
constitucional en los casos que a continuación se refieren, sin que la relación que se 
efectúa pueda ser entendida como un elenco definitivamente cerrado de casos en los 
que un recurso de amparo tiene especial trascendencia constitucional, pues a tal 
entendimiento se opone, lógicamente, el carácter dinámico del ejercicio de nuestra 
jurisdicción, en cuyo desempeño no puede descartarse a partir de la casuística que se 
presente la necesidad de perfilar o depurar conceptos, redefinir supuestos contempla-
dos, añadir otros nuevos o excluir alguno inicialmente incluido.

Tales casos serán los siguientes: a) el de un recurso que plantee un problema o 
una faceta de un derecho fundamental susceptible de amparo sobre el que no haya 
doctrina del Tribunal Constitucional, supuesto ya enunciado en la STC 70/2009, de 23 
de marzo; b) o que dé ocasión al Tribunal Constitucional para aclarar o cambiar su 
doctrina, como consecuencia de un proceso de reflexión interna, como acontece en el 
caso que ahora nos ocupa, o por el surgimiento de nuevas realidades sociales o de 
cambios normativos relevantes para la configuración del contenido del derecho fun-
damental, o de un cambio en la doctrina de los órganos de garantía encargados de la 
interpretación de los tratados y acuerdos internacionales a los que se refiere el ar-
tículo 10.2 CE; c) o cuando la vulneración del derecho fundamental que se denuncia 
provenga de la ley o de otra disposición de carácter general; d) o si la vulneración del 
derecho fundamental traiga causa de una reiterada interpretación jurisprudencial de la 
ley que el Tribunal Constitucional considere lesiva del derecho fundamental y crea 
necesario proclamar otra interpretación conforme a la Constitución; e) o bien cuando 
la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el derecho fundamental que se alega en 
el recurso esté siendo incumplida de modo general y reiterado por la jurisdicción 
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ordinaria, o existan resoluciones judiciales contradictorias sobre el derecho funda-
mental, ya sea interpretando de manera distinta la doctrina constitucional, ya sea apli-
cándola en unos casos y desconociéndola en otros; f) o en el caso de que un órgano 
judicial incurra en una negativa manifiesta del deber de acatamiento de la doctrina del 
Tribunal Constitucional (artículo 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial: LOPJ); g) 
o, en fin, cuando el asunto suscitado, sin estar incluido en ninguno de los supuestos 
anteriores, trascienda del caso concreto porque plantee una cuestión jurídica de rele-
vante y general repercusión social o económica o tenga unas consecuencias políticas 
generales, consecuencias que podrían concurrir, sobre todo, aunque no exclusiva-
mente, en determinados amparos electorales o parlamentarios.»

(STC 155/2009, de 25 de junio. Recurso de amparo avocado al Pleno núm. 
7329/2008. Ponente: D. Vicente Conde Martín de Hijas. «BOE» 30-7-09).

LEY 4/1985, DE 21 DE MARZO, DE EXtRADICIÓN PASIVA

Inexistencia de cosa juzgada material en las Sentencias de extradi-
ción

«Constituye reiterada doctrina de este Tribunal que el derecho a la tutela judicial 
efectiva recogido en el artículo 24.1 CE protege y garantiza la eficacia de la cosa juz-
gada material, tanto en su aspecto positivo o prejudicial, impidiendo que los Tribuna-
les, en un proceso seguido entre los mismos sujetos, puedan desconocer o contradecir 
las situaciones jurídicas declaradas o reconocidas en una resolución que haya adqui-
rido firmeza, como en su aspecto negativo o excluyente de nuevos pronunciamientos 
judiciales con idéntico objeto procesal al ya decidido en resolución firme. El descono-
cimiento de tal efecto de cosa juzgada material por parte de los Tribunales implicaría 
privar de eficacia a lo que se decidió con firmeza en el proceso, lesionándose así la 
paz y seguridad jurídicas de quien se vio protegido judicialmente por una resolución 
dictada en un proceso anterior entre las mismas partes (por todas, SSTC 15/2002, 
de 28 de enero, FJ 3; 156/2002, de 23 de julio, FJ 3; 83/2006, de 13 de marzo, FJ 2). 
Ahora bien, este Tribunal también ha declarado que la determinación del alcance que 
quepa atribuir a la cosa juzgada constituye una cuestión que corresponde a la estricta 
competencia de los órganos judiciales, por lo que sus decisiones en esta materia sólo 
son revisables en sede constitucional si resultan incongruentes, arbitrarias, irrazona-
bles o están incursas en error patente (SSTC 15/2002, de 28 de enero, FJ 3; STC 
156/2002, de 23 de julio, FJ 3; 204/2003, de 1 de diciembre, FJ 3; 83/2006, de 13 de 
marzo, FJ 3; 177/2006, de 5 de junio, FJ 3).

La traslación de esta doctrina a los procesos de extradición y euroorden tiene 
algunas peculiaridades. En primer lugar, conviene recordar que “la competencia para 
interpretar la legalidad aplicable en materia de extradición y euroorden es de la juris-
dicción ordinaria, por lo que a los órganos judiciales corresponde precisar, en primer 
lugar, si las resoluciones dictadas en materia extradicional tienen o carecen de efecto 
de cosa juzgada material. A este Tribunal Constitucional corresponde, tan sólo, revi-
sar conforme a un control externo y negativo, si la fundamentación exteriorizada por 
la Audiencia Nacional ha vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva sin indefen-
sión (artículo 24.1 CE), de conformidad con el canon reforzado que este Tribunal 
utiliza cuando la cuestión de fondo sobre la que se proyecta la tutela se conecta con 
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otros derechos fundamentales del recurrente” (SSTC 83/2006, de 13 de marzo, FJ 3; 
293/2006, de 10 de octubre, FJ 3). En segundo lugar, y en atención a la naturaleza del 
proceso extradicional, en el que simplemente se verifica el cumplimiento de requisi-
tos y garantías previstos en las normas para acordar la entrega del sujeto afectado (por 
todas, SSTC 156/2002, de 23 de julio, FJ 3; 83/2006, de 13 de marzo, FJ 3), hemos 
afirmado que las resoluciones que resuelven los procesos de extradición no producen, 
en principio, el efecto de cosa juzgada y, por lo tanto, pueden “en determinados 
supuestos” ser sustituidas por otras (SSTC 227/2001, de 26 de noviembre, FJ 5; 
156/2002, de 23 de julio, FJ 3; 83/2006, de 13 de marzo, FJ 3; 177/2006, de 5 de 
junio, FJ 3; 293/2006, de 10 de octubre, FJ 3).

La precisión de esta doctrina en cuanto a cuáles son los supuestos en que se 
excluye el efecto de cosa juzgada nos ha llevado a afirmar que su aplicación “ha de 
ser modulada en atención a las circunstancias del caso concreto, pues la cuestión 
podría recibir diferente respuesta en función de cuál fuera la ratio decidendi sobre la 
que se hubiera fundado la denegación de la entrega del reclamado en el primer pro-
ceso extradicional cuyo efecto de cosa juzgada se discute. En este sentido, la propia 
formulación de la doctrina de este Tribunal en las citadas Sentencias establece la posi-
bilidad de que puedan producirse excepciones al principio expuesto, admitiendo, 
sensu contrario, que ‘en determinados supuestos’ las resoluciones que resuelven los 
procedimientos de extradición no puedan ser sustituidas por otras” (STC 83/2006, 
de 13 de marzo, FJ 3; en el mismo sentido STC 293/2006, de 10 de octubre, FJ 3).

Y así, la STC 83/2006, de 13 de marzo, FJ 3, precisa que en la STC 227/2001, 
de 26 de noviembre, FJ 5, la ratio decidendi de la denegación había sido la anulación 
de las resoluciones de la Audiencia Nacional que acordaban la entrega, por lo que se 
dejaba imprejuzgada la cuestión de la procedencia de la extradición; y que en la STC 
156/2002, de 23 de julio, FJ 4, este Tribunal sostuvo que no existía vulneración al 
entender la Audiencia que no existía el efecto de cosa juzgada “porque no se había 
examinado en cuanto al fondo la anterior petición de extradición y el Estado recla-
mado había modificado la causa de pedir, esto es, el título extradicional en el que se 
fundó la nueva petición de extradición”. Y concluye en el caso por ella analizado que 
la ratio decidendi del primer Auto denegatorio de la extradición era la ausencia de 
reciprocidad, por lo que no puede considerarse infundado sostener la ausencia de cosa 
juzgada, dado que el principio de reciprocidad “no tiene, ciertamente, conexión 
directa con las causas de denegación de la extradición, legales o constitucionales, 
referidas a las condiciones procesales y materiales de la causa penal que fundamenta 
la solicitud de extradición o entrega. Por lo demás, el ciudadano involucrado en tal 
decisión, sustentada en la ausencia de reciprocidad, no posee una expectativa legítima 
acerca de la intangibilidad de la primera decisión, cuya defraudación pudiera venir a 
quebrantar la seguridad jurídica y vulnerar, con ello, el derecho a la tutela judicial 
efectiva recogido en el artículo 24.1 CE”. Idénticos argumentos son utilizados en la 
STC 293/2006, de 10 de octubre, FJ 4.

En definitiva, si bien nuestra jurisprudencia admite que en determinados supues-
tos las resoluciones que deniegan una extradición pueden ser sustituidas por otras, 
también afirma que ello no es así en todo caso. Y que la clave para discriminar unos 
casos de otros está en el análisis de la ratio decidendi de la denegación en el primer 
proceso extradicional, diferenciando entre aquellas denegaciones fundadas en razones 
puramente formales o procedimentales no conectadas con las causas de denegación 
referidas a las condiciones procesales o materiales de la causa penal (que en principio 
no tienen efecto de cosa juzgada respecto de posteriores solicitudes de extradición o 
entrega), y aquellas que sí lo están (en las que sí podría concurrir tal efecto, pues estas 
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últimas sí pueden generar en el ciudadano expectativas legítimas de intangibilidad de 
la primera decisión).

Siendo así, a la hora de analizar la suficiencia de la motivación de las resoluciones 
judiciales que rechazan la existencia de cosa juzgada en este tipo de procesos con-
forme al canon de motivación reforzada al que antes se hizo referencia, este Tribunal 
ha de comprobar, en primer lugar, si las mismas toman en consideración las circuns-
tancias del caso concreto y, fundamentalmente, si tienen en cuenta cuál fue la ratio 
decidendi sobre la que se fundó la inicial denegación de la entrega cuyo efecto de cosa 
juzgada se discute. Y a partir de ahí, habrá de analizarse si el razonamiento del órgano 
judicial es conforme a las pautas interpretativas anteriormente expuestas.»

(STC 120/2008, de 13 de octubre. Recurso de amparo núm. 9185/2006. Ponente: 
D. Manuel Aragón Reyes. «BOE» 31-10-08).

LEY ORGÁNICA 6/1985, DE 1 DE JULIO, DEL PODER JUDICIAL

ARTíCULO 223

Recusación: plazo y requisitos

«Debemos tener presente que desde la STC 145/1988, de 12 de julio, hemos incar-
dinado el derecho fundamental al juez imparcial en el artículo 24.2 CE, en cuanto reco-
noce el derecho a un juicio público con todas las garantías, “garantías en las que debe 
incluirse, aunque no se cite en forma expresa, el derecho a un juez imparcial, que cons-
tituye sin duda una garantía fundamental de la Administración de Justicia en un Estado 
de Derecho, como lo es el nuestro de acuerdo con el artículo 1.1 de la Constitución” 
(FJ 5). Ciertamente, la imparcialidad judicial es una garantía tan esencial de la función 
jurisdiccional que condiciona su existencia misma: “Sin juez imparcial no hay, propia-
mente, proceso jurisdiccional”, recordamos en la STC 151/2000, de 12 de junio, FJ 3. 

Pues bien, el instrumento primordial para preservar el derecho al Juez imparcial 
es la recusación, cuya importancia resulta reforzada si se considera que estamos no 
sólo ante un presupuesto procesal del recurso de amparo por la supuesta vulneración 
del derecho al Juez imparcial, sino que el derecho a recusar se integra, asimismo, en 
el contenido del derecho a un proceso público con todas las garantías, reconocido en 
el artículo 24.2 CE (STC 140/2004, de 13 de septiembre, FJ 4). Por tanto, la privación 
de la posibilidad de ejercer la recusación “implica la restricción de una garantía esen-
cial que aparece establecida legalmente con el fin de salvaguardar aquella imparciali-
dad del juzgador protegida constitucionalmente” (SSTC 230/1992, de 14 de diciembre, 
FJ 4; 282/1993, de 27 de septiembre, FJ 2; 64/1997, de 7 de abril, FJ 3; y 229/2003, 
18 de diciembre, FJ 10).

(.../...)
Ciertamente, puesto que la facultad de recusar se encamina a impugnar la idonei-

dad constitucional del Juez como tercero imparcial y a apartarle del conocimiento de un 
asunto del que es, en principio, Juez ordinario predeterminado por la ley, es lícito que se 
imponga a la parte la carga de formular la recusación con premura y que, en consecuen-
cia, se limite o excluya la posibilidad de la invocación tardía de la causa de recusación, 
singularmente cuando ésta se dirija, no ya a apartar al iudex suspectus del conocimiento 
del proceso, sino a anular lo ya decidido definitivamente por él. Precisamente por ello el 
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artículo 223.1 LOPJ requiere, por razones inmanentes al proceso mismo en el que se 
trata de hacer valer el derecho a la imparcialidad judicial, un obrar diligente de la parte 
a la hora de plantear la recusación, so pena de verse impedida para hacer valer la causa 
de recusación como causa de nulidad de la sentencia (STC 140/2004, de 13 de septiem-
bre, FJ 5). En efecto, el artículo 223.1 LOPJ disponía, en su redacción originaria, que 
“[l]a recusación deberá proponerse tan luego como se tenga conocimiento de la causa 
en que se funde”. En el mismo sentido, tras la reforma operada por la Ley Orgá-
nica 19/2003, de 23 de diciembre, el precepto señala que “la recusación deberá propo-
nerse tan pronto como se tenga conocimiento de la causa en que se funde, pues, en otro 
caso, no se admitirá a trámite”, añadiendo a continuación que “[c]oncretamente, se 
inadmitirán las recusaciones: 1º Cuando no se propongan en el plazo de 10 días desde la 
notificación de la primera resolución por la que se conozca la identidad del juez o 
magistrado a recusar, si el conocimiento de la concurrencia de la causa de recusación 
fuese anterior a aquél”.

(.../...)
Ciertamente, el artículo 223.1 LOPJ, en la redacción originaria aplicable al caso, 

no establecía un concreto plazo para el ejercicio de la facultad de recusar —hoy fijado 
en diez días— por lo que el criterio del órgano judicial de que la recusación hubo de 
formularse el mismo día en el que se obtuvo conocimiento de la identidad los Magis-
trados intervinientes, no es una aplicación contra legem del precepto. Pero, como 
recordábamos en el ATC 26/2007, de 5 de febrero (FJ 1), el acto procesal de la recusa-
ción “tiene una finalidad autónoma, vinculada a la garantía de imparcialidad del juzga-
dor … Ello tiene especial relevancia en consideración al principio de interpretación del 
ordenamiento jurídico en el sentido más favorable a la efectividad de los derechos 
constitucionales –sin perjuicio de que en este caso la imparcialidad opere como una 
garantía del proceso– que, como reiteradamente hemos indicado, obliga a que, entre 
las diversas interpretaciones posibles, y examinadas las específicas circunstancias con-
currentes en el caso concreto, debamos optar por aquella solución que contribuya a 
otorgar la máxima eficacia posible al derecho fundamental afectado (SSTC 133/2001, 
de 13 de junio, FJ 5; 5/2002, de 14 de enero, FJ 4; y 26/2006, de 30 de enero, FJ 9)”. 
En consecuencia, no es constitucionalmente admisible, sin un razonamiento adicional, 
el reproche de que la parte pudo haber formalizado la recusación en la misma fecha en 
que se notificó la mencionada providencia, dejando transcurrir dos días.

Para valorar adecuadamente la relevancia del lapso de tiempo transcurrido desde 
que se conoció la composición del órgano judicial hasta que se expuso la causa de 
recusación, ha de tomarse también en consideración que el ejercicio del derecho a 
recusar ha de regirse por las exigencias de la buena fe en el comportamiento procesal 
(artículo 11.1 LOPJ), lo que obliga a examinar particularmente la diligencia de la 
parte en aquellos supuestos en los que la alegación de la causa de recusación se exte-
riorice una vez conocida la resolución final del proceso desfavorable a los intereses de 
la parte. En estos casos hemos entendido que resulta constitucionalmente lícita la 
aplicación de un criterio riguroso a la hora de enjuiciar tanto si la parte obró con dili-
gencia para hacer valer la recusación en un momento anterior a la sentencia, como la 
realidad de la concurrencia de la causa de recusación que eventualmente se invoque 
(SSTC 162/1999, de 27 de septiembre, FJ 8; y 140/2004, de 13 de septiembre, FJ 5), 
como ocurrió en los supuestos resueltos en los AATC 419/1990, de 28 de noviembre; 
112/1991, de 11 de abril; y 195/1991, de 26 de junio, que inadmitieron sendos recur-
sos de amparo por intentar rechazar al Juez solamente después de que su actuación 
hubiese resultado desfavorable para los intereses de los justiciables.»

(STC 116/2008, de 13 de octubre. Recurso de amparo núm. 3211/2003. Ponente: 
D. Jorge Rodríguez-zapata Pérez. «BOE» 31-10-08). 
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ARTíCULO 267

Recurso de aclaración

«Este Tribunal ha tenido ocasión de pronunciarse en reiteradas ocasiones sobre el 
derecho a la intangibilidad de las resoluciones judiciales firmes en relación con el 
empleo del recurso de aclaración del artículo 267 de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial (LOPJ; por todas, STC 137/2006, de 8 de mayo, FJ 6). De acuerdo con esta juris-
prudencia el derecho a la tutela judicial efectiva impone un límite a que los órganos 
judiciales puedan modificar o revisar sus resoluciones firmes al margen de los supues-
tos y cauces procesales taxativamente previstos en la ley. Esta intangibilidad de las 
resoluciones judiciales firmes no es un fin en sí misma, sino un instrumento para la 
mejor garantía de aquella tutela judicial efectiva, en conexión con la observancia del 
principio de seguridad jurídica (artículo 9.3 CE), pues de tolerarse la modificabilidad 
sin trabas de las resoluciones judiciales firmes se vaciaría de contenido el instituto de 
la firmeza, dejando al albur de las partes o del propio órgano judicial el resultado final 
de los procesos judiciales.

El artículo 24.1 CE, sin embargo, no veda por completo la posible alteración de las 
resoluciones judiciales firmes, pues tan lesivo de la tutela judicial efectiva puede ser 
que aquéllas puedan revisarse en cualquier tiempo y de cualquier forma como que las 
partes en el proceso se beneficien de simples errores materiales o evidentes omisiones 
en la redacción o transcripción del fallo de la resolución en cuestión, que bien pudieron 
corregirse a la vista de lo que fácilmente se deduzca, con toda certeza, de su texto.»

(STC 185/2008, de 22 de diciembre. Recurso de amparo núm. 4263/2007. 
Ponente: D. Eugeni Gay Montalvo. «BOE» 24-1-09).


